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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Orden del Día de la Octava Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

22 de septiembre del año 2017.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:


A.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto por el que se autoriza al Estado de Coahuila de Zaragoza, a refinanciar y/o reestructurar la deuda pública estatal a su cargo que se indica, y a celebrar las demás operaciones financieras y actos jurídicos que se señalan, presentada por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez.


B.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Hacienda y Presupuesto, con relación a una Iniciativa de Decreto que reforma  diversas disposiciones de la Ley de Ingresos del Estado, para el ejercicio fiscal 2017 y el Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila de Zaragoza, del ejercicio fiscal 2017, suscrita por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez.


C.- Dictamen presentado por la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, con relación a una Iniciativa de Decreto, por la que se crea la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez.


D.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública, con relación a una Iniciativa de Decreto que establece las Bases de Compensación Económica que se otorgarán a los Elementos de Seguridad Pública, integrantes de las Corporaciones Policiales que forman parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez.


E.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública, con relación a una Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez.
F.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que desincorpore del dominio público y enajene a título gratuito, un predio de su propiedad con una superficie de 2,584.2161 M2., ubicada en el Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a favor del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, con objeto de que sea utilizado única y exclusivamente para el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y de las disposiciones jurídicas que se deriven de las mismas.

G.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 8,717.50 M2., conocido como “Bodegas Capellanía”, ubicado en la ciudad de Ramos Arizpe, a favor del Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, con objeto de que se fortalezca la infraestructura cultural y la recreación en dicho municipio, a través de la construcción, acondicionamiento y funcionamiento del “Teatro de la Ciudad” y del “Museo del Automóvil”.

H.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, una fracción de terreno de su propiedad, con una superficie de 49,932.269 M2., ubicada en el Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, a favor del Colegio de Estudios  Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, con objeto de que sea utilizado única y exclusivamente para el funcionamiento de Plantel Luchana.

I.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, una fracción de terreno de su propiedad identificado como Fracción A con una superficie de 13,523.38 M2., ubicado en el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, a favor del Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila, con objeto de que se destine única y exclusivamente para impartir e impulsar la capacitación formal para el trabajo en la entidad, de manera que se eleve su calidad en función del aparato productivo y de las necesidades detectadas.

J.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas,, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito, seis lotes de terrenos con una superficie total de  14,231.60 M2., ubicado en el fraccionamiento “Los Álamos” de esa ciudad, a favor de la Inmobiliaria y Constructora Los Álamos, S.A. a fin de regularizar la tenencia de la tierra, el cual fue desincorporado con Decreto número 930 publicado en el Periódico Oficial de fecha 09 de septiembre de 2017.

8.- Proposiciones de Grupos Parlamentarios, Fracciones Parlamentarias y Diputadas y Diputados:


A.- Proposición con Punto de acuerdo que presenta la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, mediante el cual se solicita a los Partidos Políticos a que se sumen a la iniciativa del PRI de apoyar con el 25% de su presupuesto anual a los damnificados de los sismos que se presentaron los días siete y diecinueve de septiembre del presente año en diversos puntos de nuestro País, así como de solicitar al INE analizar la posibilidad de destinar por única ocasión lo recabado por concepto de multas fijadas a partidos políticos para el mismo fin.
De urgente y obvia resolución


B.- Proposición con Punto de acuerdo que presenta la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza, mediante el cual se exhorta al Congreso de la Unión y al Instituto Estatal electoral a legislar y realizar las acciones necesarias para que gran parte del presupuesto destinado a las elecciones de 2018, se reasigne para la reconstrucción de apoyo a los damnificados por los desastres naturales recientes”.
De urgente y obvia resolución

C.- Proposición con Punto de acuerdo que presenta el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, mediante el cual solicita que se exhorte a las Alcaldesas y Alcaldes electos en Coahuila, para el ejercicio 2018, a que cumplan íntegramente con su mandato, y no soliciten licencia para separarse del cargo con la finalidad de buscar la reelección.

De urgente y obvia resolución


9.- Propuesta de Acuerdo planteada por los integrantes de la Junta de Gobierno, para la integración de Comisiones Dictaminadoras Permanentes y Especiales, así como de Comités, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 64 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como en los Artículos 27, 72, 76, 77, 86, 87, 239 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

10.- Agenda Política:


A.- Intervención de la Diputada Martha Garay Cadena, para dar lectura a un Pronunciamiento que presenta conjuntamente con la Diputada Verónica Martínez García y las demás Diputadas del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, “Con motivo del reciente Sismo que afectó los Estados de Morelos, Puebla, Guerrero y la Ciudad de México”.
11.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
MINUTA DE LA SÉPTIMA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO Y SIENDO LAS 11:00 HORAS CON 29 MINUTOS, DEL 19 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2017, DIO INICIO LA SESIÓN ESTANDO PRESENTES 19 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CON LA ACLARACIÓN DEL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA EN EL SENTIDO DE INFORMAR, QUE LAS DIPUTADAS LILI ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA,  MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA, Y LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ Y, LOS DIPUTADOS MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE, RICARDO SALDÍVAR VAQUERA Y, SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DIERON AVISO QUE NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.

LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VALIDA LOS ASUNTOS QUE EN ELLA SE PRESENTARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR DISCULPÁNDOSE SU LECTURA.

3.- SE DIO LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO, EN ESTE RUBRO LA PRESIDENCIA CORRIGIÓ EL TURNO DE LA INICIATIVA DE DECRETO QUE CREA EL CÓDIGO PENAL DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO SE TURNARA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN, QUE APARECE ENLISTADA EN LA RELACIÓN DE CORRESPONDENCIA EN EL NUMERO 12.

4.- SE DISPENSO LA LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADO EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN ENCARGADA DE ATENDER LOS PROCESOS LEGISLATIVOS EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN, RELATIVO AL OFICIO ENVIADO POR EL C. SERGIO DÁVILA FLORES, MEDIANTE EL CUAL COMUNICA ESTAR IMPOSIBILITADO PARA DESEMPEÑARSE COMO INTEGRANTE DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN QUE DESIGNARÁ A LOS MIEMBROS DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN Y AL OFICIO ENVIADO POR EL C. ROBERTO CABELLO ELIZONDO, MEDIANTE EL CUAL HACE CONSTAR SU RENUNCIA DEFINITIVA Y CON CARÁCTER DE IRREVOCABLE COMO MIEMBRO DE ESTA MISMA COMISIÓN.

6.- LA PRESIDENCIA LLEVÓ A CABO LA TOMA DE PROTESTA DE LOS CC. LUIS ALFONSO CARRILLO GONZÁLEZ, Y JESÚS MARÍA RAMÓN AGUIRRE COMO INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN QUE DESIGNARÁ AL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN, EN SUSTITUCIÓN DE LOS C.C. SERGIO DÁVILA FLORES Y ROBERTO CABELLO ELIZONDO.
7.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA LEY DE TURISMO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, MEDIANTE LA CUAL PROPUSO INCORPORAR LAS PRIORIDADES DE PROMOCIÓN DEL TURISMO DEPORTIVO, EN COAHUILA, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO COMPETITIVIDAD Y TURISMO, COMO PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
8.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA CREAR LA LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JESÚS DE LEÓN TELLO, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO JOSÉ  RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, MEDIANTE LA CUAL PROPUSO ESTABLECER EL PROCEDIMIENTO PARA LA REPARACIÓN DEL DAÑO CAUSADO A LOS DERECHOS O BIENES DE LOS CIUDADANOS, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
9.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ESTATAL DE SALUD Y DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “LIC. GILBERTO RINCÓN GALLARDO”, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PROPUSO PROTEGER LA SALUD MENTAL PSICOLÓGICA Y SOCIAL DE LOS ELEMENTOS POLICIACOS, Y FUE TURNADA  A LAS COMISIONES UNIDAS DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA Y DE SEGURIDAD PÚBLICA,  PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
10.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTARON  LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA, CON RELACIÓN A TUTELAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA A FAVOR DE LOS ADULTOS MAYORES DEL ESTADO, Y FUE TURNADA  A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
11.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO  QUE REFORMA LA LEY DE DESARROLLO CULTURAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL LIC. RUBÉN  IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE LA CUAL SE PROPONE EXTINGUIR AL INSTITUTO COAHUILENSE DE CULTURA Y  QUE SUS ATRIBUCIONES PASEN A LA SECRETARÍA DE CULTURA.

12.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO  POR EL QUE SE ABROGA LA  LEY DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA  SUSCRIBEN.

13.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL DECRETO QUE CREA EL ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO DENOMINADO INSTITUTO MUNICIPAL DE CULTURA Y EDUCACIÓN DE TORREÓN, PLANTEADA POR EL R. AYUNTAMIENTO DE TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE LA CUAL PROPONE ADICIONAR UN CAPÍTULO REFERENTE A RADIO TORREÓN, CON MOTIVO A LA CONCESIÓN OTORGADA AL MUNICIPIO POR EL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES.

14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN Y DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS, RELATIVO A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE REFORMA Y ADICIONA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY PARA PROMOVER LA IGUALDAD Y PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “LIC. GILBERTO RINCÓN GALLARDO”  DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PROPONE QUE TAMBIÉN SEA OBJETO DE LA LEY, PROMOVER Y GARANTIZAR LA IGUALDAD SUSTANTIVA, TRANSVERSALIZANDO LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN TODAS SUS ACTUACIONES Y PROCURANDO LA UTILIZACIÓN DE UN LENGUAJE NO SEXISTA DENTRO DE SUS DOCUMENTOS OFICIALES.  

15.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, RELATIVO A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 82 DE LA LEY DE ACCESO A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, MEDIANTE LA CUAL PROPONE QUE EL ESTADO DESIGNE LOS RECURSOS FINANCIEROS PARA APOYAR LA SUSTENTABILIDAD Y PERMANENCIA DE LOS REFUGIOS, DURANTE LOS MESES EN QUE NO RECIBEN RECURSO FEDERAL.

16.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, RELATIVO A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DE PREVENCIÓN, ASISTENCIA Y ATENCIÓN DE LA VIOLENCIA FAMILIAR PARA EL ESTADO DE COAHUILA, SUSCRITA POR LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “LIC. GILBERTO RINCÓN GALLARDO” DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PROPONE INCORPORAR LAS RELACIONES DE NOVIAZGO DENTRO DEL CONCEPTO DE VIOLENCIA FAMILIAR.
SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO:
17.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL CONGRESO DE LA UNIÓN, A LAS CÁMARAS QUE LO INTEGRAN PARA QUE: 1) REVISEN, DISCUTAN Y EVITEN LAS REDUCCIONES PREVISTAS EN EL PROYECTO DE PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN (PPEF) PARA 2018, A LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACIÓN (SAGARPA); 2) MANTENGAN LA EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE PARA EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE 2014-2018, CON LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, CON UNA ASIGNACIÓN NO MENOR A 3,500 MILLONES DE PESOS, EN VIRTUD DE QUE SE TRATA DEL ÚNICO PROGRAMA QUE TIENE LA SAGARPA QUE LLEGA EQUITATIVAMENTE A LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS; Y 3) AMPLÍEN EL PROYECTO ESTRATÉGICO PARA LA SEGURIDAD ALIMENTA (PESA) A LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS, BAJO UNA DETERMINACIÓN PRESUPUESTAL NO MENOR A500 MILLONES DE PESOS”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

18.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL GOBIERNO FEDERAL Y A LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, PARA QUE ANALICEN Y CONSIDEREN SUSPENDER EL ARBITRARIO COBRO DE UN PORCENTAJE POR LA RECAUDACIÓN DEL DERECHO DE ALUMBRADO PÚBLICO (DAP)”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JESÚS DE LEÓN TELLO, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO JOSÉ  RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.
19.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR NUEVAMENTE A LA COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA, PARA LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PRESA ROMPE PICOS EN EL MUNICIPIO DE ACUÑA, COAHUILA, QUE PERMITA HACER FRENTE A LAS FUERTES PRECIPITACIONES PLUVIALES QUE AÑO CON AÑO PROVOCAN INUNDACIONES Y DAÑOS A MILES DE HABITANTES DESEA CIUDAD FRONTERIZA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SERGIO GARZA CASTILLO, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “HILDA GRACIELA RIVERA DE PÉREZ ARREOLA, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.

20.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, SE HAGA JUSTICIA Y SE CASTIGUE CON TODO EL PESO DE  LA LEY, A QUIEN RESULTE CULPABLE DEL ASESINATO DE  LA JOVEN MARA FERNANDA CASTILLA MIRANDA”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO, MARTHA GARAY CADENA, GEORGINA CANO TORRALVA, MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, SOCORRO LOZANO DÁVILA, GRACIELA TRUEBA CARRILLO Y LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.
21.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL GRUPO INTERINSTITUCIONAL PARA LA DELIMITACIÓN DE LAS ZONAS METROPOLITANAS, CONFORMADO POR LA SECRETARÍA DE DESARROLLO  SOCIAL, POR EL INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA, GEOGRAFÍA E INFORMÁTICA Y POR EL CONSEJO NACIONAL DE POBLACIÓN, PARA QUE CONSIDEREN LA VIABILIDAD DE INICIAR LOS ESTUDIOS Y ANÁLISIS TÉCNICOS QUE SEAN NECESARIOS PARA LA REGIÓN CARBONÍFERA, INTEGRADA POR LOS MUNICIPIOS DE SABINAS, SAN JUAN DE SABINAS Y MÚZQUIZ, DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SEA RECONOCIDA COMO UNA ZONA METROPOLITANA”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LOS DIPUTADOS VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, ANTONIO NERIO MALTOS Y MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN.
22.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS  “SOLICITAR AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DE SALUD EN EL ESTADO,  ANALICE  LA URGENCIA DE AMPLIAR Y ASIGNAR UN MÉDICO AL CENTRO DE SALUD DE LA COMUNIDAD DE EL LEQUEITIO, DEL MUNICIPIO DE FRANCISCO I. MADERO”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA GRACIELA TRUEBA CARRILLO, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

AGENDA POLÍTICA:

23.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA LETICIA CASTAÑO OROZCO, “EN RELACIÓN AL FEMINICIDIO”.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN, SIENDO LAS 14:00 HORAS, CON 10 MINUTOS DEL MISMO DÍA, INFORMANDO A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA OCTAVA SESIÓN SE LES COMUNICARÁ POR VÍA CORREO ELECTRÓNICO A TRAVÉS DE LA OFICIALÍA MAYOR. 
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 19 DE SEPTIEMBRE DEL 2017

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.
SECRETARIA.
	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA.
SECRETARIA.


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

22 DE SEPTIEMBRE DE 2017

1.- INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A REFINANCIAR Y/O REESTRUCTURAR LA DEUDA PÚBLICA ESTATAL A SU CARGO QUE SE INDICA, Y A CELEBRAR LAS DEMÁS OPERACIONES FINANCIERAS Y ACTOS JURÍDICOS QUE SE SEÑALAN, PRESENTADA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

SE TURNÓ A LA COMISIÓN DE FINANZAS

2.- INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA  DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2017 Y EL PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, DEL EJERCICIO FISCAL 2017, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

SE TURNÓ A LAS COMISIONES UNIDAS DE HACIENDA Y PRESUPUESTO
3.- INICIATIVAS DE LA LEYES DE INGRESOS Y PRESUPUESTOS DE INGRESOS DE LOS MUNICIPIOS DE ACUÑA, SAN PEDRO, SABINAS Y JUÁREZ, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA
4.- OFICIO DE LA MAGISTRADA PRESIDENTA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PRESENTADA EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 19 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 19 de septiembre de 2017, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Cámara de Senadores y a la Cámara de Diputados, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a que “revisen, discutan y eviten las reducciones previstas en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación (PPEF) para 2018 a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA); mantengan la ejecución de los recursos del Programa Especial concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable 2014-2018 con las entidades federativas, con una asignación no menor a 3,500 millones de pesos, en virtud de que se trata del único programa que tiene la SAGARPA que llega equitativamente a las 32 entidades federativas; y, amplíen el Proyecto Estratégico para la Seguridad Alimenta (PESA) a las 32 entidades federativas, bajo una determinación presupuestal no menor a 500 millones de pesos", planteado por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
2.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Gobernación, a la Comisión Federal de Electricidad y a los Congresos del País, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta “Al Gobierno Federal y a la Comisión Federal de Electricidad para que analicen y consideren suspender el arbitrario cobro de un porcentaje por la recaudación del Derecho del Alumbrado Público (DAP). Así mismo, a las legislaturas de todos los estados y de la Ciudad de México, para que rechacen este cobro de la CFE, y a su vez, exhorten a sus Municipios a manifestarse al respecto” planteado por el Diputado Jesús de León Tello del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional para los efectos procedentes.

3.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Comisión Nacional del Agua, a la Comisión Estatal de Aguas y Saneamiento y al Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, el punto de acuerdo, en el que se les solicita que “De manera coordinada, vean la forma en que participando los tres órdenes de Gobierno, puedan concretar la construcción de una presa rompe picos en el Municipio de Acuña, Coahuila, a fin de evitar los graves daños y molestias que se ocasiona a la ciudadanía, producto de las inundaciones en temporada de lluvias” planteado por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria "Hilda Graciela de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para los efectos procedentes.
4.- Se formuló comunicación mediante las cual se envió a la Procuraduría General de la República, el punto de acuerdo, en el que se le solicita “Se haga justicia y se castigue con todo el peso de la Ley, a quien resulte culpable del asesinato de la joven Mara Fernanda Castilla Miranda", planteado por las Diputadas Verónica García Martínez, Irma Leticia Castaño Orozco, Martha Garay Cadena, Georgina Cano Torralva, Martha Carolina Morales Iribarren, Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Socorro Lozano Dávila y Graciela Trueba Carrillo del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, para los efectos procedentes.

5.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los Secretaría de Desarrollo Social, al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática y al Consejo Nacional de Población, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta para que “Consideren la viabilidad de iniciar los estudios y análisis técnicos que sean necesarios para que la Región Carbonífera, integrada por los Municipios de Sabinas, San Juan de Sabinas y Múzquiz, del Estado de Coahuila de Zaragoza, sea reconocida como una zona metropolitana", planteado por los Diputados Verónica Martínez García, Antonio Nerio Maltos y Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA, A 22 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado, por el que se autoriza al Estado de Coahuila de Zaragoza a refinanciar y/o reestructurar la Deuda Pública Estatal a su cargo que se indica, y a celebrar las demás operaciones financieras y actos jurídicos que se señalan.

RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, se acordó turnar a esta Comisión de Finanzas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. - Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 91, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.  Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV de la Constitución Política del Estado, el Artículo 8 fracción V, VI, XI, XIII, XIV, XV, XX, Artículo 87 al 95 y demás aplicables de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y lo dispuesto por el Artículo 117, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

TERCERO.  El Estado de Coahuila de Zaragoza ha fortalecido su economía a través de una gestión preocupada por la planeación y por el ejercicio responsable de los recursos, tal que ha ejercido las finanzas estatales de manera austera, eficaz, eficiente y apegada a la legalidad. Este contexto económicamente positivo para el Estado de Coahuila de Zaragoza y su población, ha sido y continúa siendo propicio para modificar el perfil de deuda del Estado a través del mejoramiento de las condiciones y términos pactados.

Es por ello, que en reconocimiento de que la gestión de la deuda pública es una tarea permanente, que exige la búsqueda continua para el mejoramiento de las condiciones financieras y los esquemas de financiamiento, que permita aumentar la disponibilidad de recursos para el desarrollo del Estado y su población, al Estado se le permite realizar operaciones de refinanciamiento y/o reestructura total o parcial de los créditos o empréstitos a su cargo, con el fin de atender las realidades económicas cambiantes, y con la intención de facilitar la adecuada administración y gestión de la deuda pública, así como de permitir la mejora en las condiciones de plazo, tasas de interés, garantías y otras condiciones de los financiamientos.

El presente Decreto autoriza al Estado de Coahuila de Zaragoza a mejorar su perfil de deuda a través de la reestructura y/o refinanciamiento de la deuda pública existente, lo cual no constituye un endeudamiento adicional para el Estado. 

En razón de lo anterior, para las operaciones de reestructura y/o refinanciamiento que se proponen, el presente Decreto plantea un nuevo esquema de contratación de financiamientos para el Estado por medio de un fideicomiso público sin estructura, de acuerdo a la modificación propuesta por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el artículo 30 del Reglamento del Registro Público Único, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 30 de junio de 2017, en la cual dicho fideicomiso público podrá fungir como acreditado en el financiamiento u obligación correspondiente, sin menoscabo de las obligaciones de transparencia de la información y el cumplimiento de las disposiciones a las que está sujeto el Estado de acuerdo con la Ley de Disciplina Financiera para las Entidades Federativas y los Municipios y demás legislación aplicable.

Este nuevo esquema planteado permitirá que los financiamientos logren una mejora en la calificación crediticia al desvincular las participaciones federales del Fondo General de Participaciones, del riesgo crediticio del Estado, lo cual redundará en una reducción en la tasa de interés y permitirá mejorar las condiciones crediticias reinantes. 

Para ello, previo análisis de su destino, capacidad de pago y, en su caso, el otorgamiento de garantía o el establecimiento de la fuente de pago, de conformidad con el artículo 117, fracción VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 23 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, se autoriza la contratación de uno o varios financiamientos hasta por un monto de $37’000,000,000.00 (treinta y siete mil millones de pesos 00/100 M.N.) para que sean destinados al refinanciamiento y/o reestructuración de la deuda pública directa que al día de hoy está a cargo del Estado.  

Así pues, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II y 82 fracción I de la Constitución Política del Estado; 9 apartado A, fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; 9 fracciones II, III, V, X, XIII, XIV y XVI,  10 fracciones III, IV, V, VII, IX, X y XI, 18, 22, 23, 24, 28, 29, 30, 40, 43, 76, 80, 81, 87, 89, 91 y demás relativos y aplicables de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza; 152 fracción II de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; 1, 22, 23, 24, 25, 26, 29 y demás aplicables de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios.

CUARTO. Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de esta Comisión de Finanzas, procedimos a llevar a cabo el estudio y análisis pertinente para lo cual, en distintas ocasiones llevamos a cabo reuniones con el Secretario de Finanzas y el personal encargado de las áreas correspondientes en la materia, lo anterior con la finalidad de realizar un examen exhaustivo, por lo que desahogadas dichas reuniones, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesarios para elaborar el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA A REFINANCIAR Y/O REESTRUCTURAR LA DEUDA PÚBLICA ESTATAL A SU CARGO QUE SE INDICA, Y A CELEBRAR LAS DEMÁS OPERACIONES FINANCIERAS Y ACTOS JURÍDICOS QUE SE SEÑALAN.

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto: (i) es de orden público e interés social y tiene por objeto autorizar al Estado de Coahuila de Zaragoza (el “Estado”), para que por conducto del titular del Poder Ejecutivo del Estado o del Secretario de Finanzas, reestructure y/o refinancie la deuda pública directa del Estado que más adelante se indica, contrate garantías de pago oportuno, constituya uno o más fideicomisos públicos sin estructura de conformidad con lo establecido en el artículo 30 del Reglamento del Registro Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios, en el presente Decreto y en la normatividad y legislación estatal aplicable, cuyas características y fines, entre otros, sean las que más adelante se indican y para que celebre las operaciones que para tal propósito se requieran, (ii) fue otorgado previo análisis (a) de la capacidad de pago del Estado de Coahuila de Zaragoza, (b) del destino que se otorgará a los recursos que obtenga con el o los financiamientos u operaciones que se contraten con sustento en el mismo, y (c) el otorgamiento de garantías o establecimiento de fuente de pago del o los financiamientos u operaciones que se formalicen, y (iii) fue aprobado por el voto de las dos terceras partes de los Diputados presentes del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, de conformidad con lo que establece el artículo 117, fracción VIII, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Estado, a través del Poder Ejecutivo, por conducto del Secretario de Finanzas, para que en su carácter de fideicomitente, constituya uno o varios fideicomisos públicos sin estructura de conformidad con lo establecido en el artículo 30 del Reglamento del Registro Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios, en el presente Decreto y en la normatividad y legislación estatal aplicable (el “Fideicomiso” o los “Fideicomisos”, según aplique en el contexto del presente Decreto), que tendrán entre sus fines, conforme a lo que en cada contrato se establezca, gestionar y contratar financiamientos constitutivos de deuda pública, con la comparecencia del Estado, con cualquier Institución Financiera de Nacionalidad Mexicana, siempre que en cualquier caso ofrezca las mejores condiciones de mercado, o bien, servir como mecanismo de pago de las obligaciones crediticias a cargo de otro Fideicomiso que deriven de los financiamientos que contrate, con la comparecencia del Estado, con sustento en la presente autorización o cualquier otra que resulte adicional o complementaria.

El fiduciario de cada Fideicomiso podrá celebrar, en su carácter de acreditado, previas instrucciones que por escrito reciba del Estado, por conducto del C. Gobernador del Estado y/o del Titular de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado y en cumplimiento de lo establecido en el presente Decreto, uno o más financiamientos y/o garantías de pago oportuno, con una o más instituciones financieras, entidades o personas de nacionalidad mexicana, con objeto de que los recursos que se reciban de tales operaciones sean derivados y entregados por el fiduciario del Fideicomiso que corresponda directa o indirectamente al Estado por conducto de la Secretaría de Finanzas, o a los acreedores del Estado, para ser destinados única y exclusivamente al refinanciamiento de los financiamientos enlistados más adelante en este Decreto, sin recurso ordinario contra el Estado, más que la afectación que se realice al mecanismo de fuente de pago para el cumplimiento de las obligaciones crediticias a cargo del o los Fideicomisos, así como posibles penalizaciones originadas por conductas intencionales del Estado en perjuicio de los acreedores. 

Derivado de las obligaciones crediticias que adquieran el o los Fideicomisos, se autoriza al Estado, por conducto del Gobernador Constitucional del Estado y/o del Titular de la Secretaría de Finanzas, para afectar, aportar, destinar y/o transmitir en forma irrevocable un porcentaje de las participaciones presentes y futuras que en ingresos federales le corresponden al Estado del Fondo General de Participaciones al que se refiere la Ley de Coordinación Fiscal, al o los Fideicomisos que constituya como mecanismo de pago, con objeto de que los recursos que deriven de la afectación, aportación, destino y/o transmisión irrevocable a la fiduciaria que corresponda, sean destinados y sirvan como fuente de pago del o los financiamientos que contraten el o los Fideicomisos. 

Los financiamientos que los fiduciarios de los Fideicomisos contraten deberán limitarse a los importes que se precisan más adelante en el  Decreto, es decir, hasta la cantidad de $37’000,000,000.00 (treinta y siete mil millones de pesos 00/100 m.n.), o el monto total de los saldos pendientes de cubrir al momento de suscribir los contratos respectivos de los financiamientos objeto de refinanciamiento y/o reestructura, sin duplicidad en las contrataciones que realice el Estado por conducto del titular del Poder Ejecutivo o del titular de la Secretaría de Finanzas y las que se realicen a través del o los Fideicomisos.

Los Fideicomisos que se constituyan con sustento en el presente Decreto deberán cumplir durante toda su vigencia con las disposiciones que, en materia de transparencia, acceso a la información pública gubernamental, fiscalización y rendición de cuentas les son aplicables al Estado en términos de la normatividad y legislación aplicable.

Los financiamientos y/o garantías de pago oportuno que el o los fiduciarios del o los Fideicomisos celebren con sustento en el presente Decreto, deberán inscribirse, en términos de la normatividad contable de carácter gubernamental aplicable, como pasivos a cargo del Estado, la cual se conceptualizará como deuda pública del Estado en forma consolidada y sin duplicidad con los financiamientos del Estado.

El o los Fideicomisos que se constituyan con sustento en el presente Decreto no podrán extinguirse ni revocarse en tanto mantengan obligaciones de pago frente a quienes obtengan el carácter de fideicomisarios en primer lugar y acreedores de los mismos.

ARTÍCULO TERCERO. Una vez constituido(s) el o los Fideicomisos, se autoriza para que por conducto del fiduciario que corresponda se contraten uno o varios financiamientos, con la comparecencia del Estado, con la o las Instituciones Financieras de Nacionalidad Mexicana que ofrezcan las mejores condiciones de mercado, en los términos, montos y con las características que más adelante se establecen en este Decreto. Los Fideicomisos también podrán contratar una o varias garantías de pago oportuno y/o celebrar operaciones con instrumentos derivados, con la finalidad de evitar o mitigar riesgos económicos o financieros, mecanismos de refinanciamiento garantizado o cualesquier otros instrumentos o mecanismos de garantía de pago similares o de soporte crediticio, a fin de coadyuvar a mantener o mejorar la calidad crediticia de los Financiamientos.

ARTÍCULO CUARTO. Se autoriza al Estado, a través del Poder Ejecutivo, para que por conducto del Secretario de Finanzas, gestione y contrate con cualquier institución financiera de nacionalidad mexicana, siempre que en cualquier caso ofrezca las mejores condiciones de mercado, uno o varios financiamientos para refinanciar total o parcialmente la deuda pública directa a su cargo constitutiva de deuda pública, así como las operaciones de reestructura que se requieran para reestructurar, en forma total o parcial, los pasivos bancarios vigentes a su cargo, constitutivos de deuda pública, hasta por la cantidad de $36,348’955,170.85 (treinta y seis mil trescientos cuarenta y ocho millones novecientos cincuenta y cinco mil ciento setenta pesos 85/100 m.n.), o el importe que refleje el saldo insoluto de los créditos que serán objeto de refinanciamiento o reestructura al momento en que surtan efectos los contratos o convenios que al efecto se formalicen, según resulte aplicable.

Los financiamientos que podrán ser objeto de refinanciamiento y/o reestructura, son los siguientes:

	Institución Acreedora
	Fecha de Formalización
	Importe Original del Crédito
	Saldo al 31 de agosto de 2017

	Multiva
	26 - Junio - 2015
	6,878,417,489.07
	6,818,890,688.55

	Multiva
	26 - Junio - 2015
	4,157,002,513.02
	4,142,358,283.27

	Interacciones
	26 - Junio - 2015
	3,788,815,532.01
	3,718,371,341.85

	Interacciones
	26 - Junio - 2015
	3,381,748,007.40
	3,322,934,461.40

	Interacciones
	13 - Marzo - 2017
	2,037,814,873.19
	2,028,386,396.86

	Interacciones
	26 - Junio - 2015
	1,198,636,988.08
	1,176,351,140.33

	Banorte 
	26 - Junio - 2015
	6,432,596,506.58
	6,313,002,287.96

	Banobras
	01 - Julio - 2015
	4,160,000,000.00
	3,982,893,916.66

	BBVA Bancomer
	30 - Junio - 2015
	3,633,198,396.14
	3,570,011,743,97

	HSBC
	29 - Junio - 2015
	1,298,334,860.00
	1,275,754,910.00

	TOTAL
	36,348,955,170.85


Los importes que se precisan en el presente artículo podrán incrementarse hasta por las cantidades que se requieran para: (i) la constitución de fondos de reserva, y (ii) cubrir los gastos y costos relacionados con las operaciones de refinanciamiento o reestructura que el Estado formalice con sustento en la presente autorización o cualquier otra que resulte adicional o complementaria, incluyendo en su caso, instrumentos derivados y garantías de pago, conforme a los dispuesto en el artículo 22 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, y deberá respetar el porcentaje máximo previsto en el artículo 27 del Reglamento del Registro Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios.

ARTÍCULO QUINTO. Se autoriza al Estado, a través del Poder Ejecutivo, por conducto del Secretario de Finanzas, para que pacte con cualquier institución acreedora las modificaciones a los financiamientos que serán objeto de reestructura, entre las que podrán realizarse, en forma enunciativa pero no limitativa, cualquiera de las siguientes: (i) incremento o disminución de plazos, (ii) incremento o disminución de comisiones, (iii) incremento o disminución de tasas de interés, (iv) incremento o disminución de fondos de reserva, (v) cambio de garantías, (vi) modificación de la fuente de pago, (vii) cambio de mecanismos, (viii) incremento o disminución del porcentaje de participaciones, o bien, (ix) la modificación de cualquier característica, término o condición originalmente pactada, siempre que se notifique a esta H. Legislatura de las modificaciones que se realicen de tiempo en tiempo.

ARTÍCULO SEXTO. El Estado deberá formalizar el(los) financiamientos(s) y/o formalizar las reestructuras objeto de la presente autorización y/o cualquier operación de las que se autorizan en el presente Decreto o cualquier otro que resulte adicional o complementario, en el ejercicio fiscal 2017 ó 2018 inclusive, y pagar en su totalidad las obligaciones a su cargo que deriven de los financiamientos u operaciones que formalice, en el plazo que negocie con la institución acreditante de que se trate, pero en ningún caso podrán exceder de 30 años a partir de la fecha en que el Estado ejerza la primera disposición de los recursos otorgados o la institución de que se trate realice el desembolso o aplicación de los mismos, o bien, a partir de la fecha en que surtan efectos la o las operaciones de reestructura, según resulte aplicable, en el entendido que: (i) el(los) contrato(s) o el(los) convenio(s) que al efecto se celebre(n), deberá(n) precisar el plazo máximo en días y una fecha específica para el vencimiento del financiamiento de que se trate, y (ii) los demás plazos, intereses, comisiones, términos y condiciones serán los que se establezcan en el(los) instrumento(s) jurídico(s) que al efecto se celebre(n).
ARTÍCULO SÉPTIMO. Se autoriza al Estado, a través del Poder Ejecutivo, para que por conducto del Secretario de Finanzas y a través de los mecanismos que se requieran, afecte en forma irrevocable como garantía o fuente de pago de las obligaciones a su cargo que deriven del o de los financiamientos que contrate con sustento en la presente autorización o cualquier otra que resulte adicional o complementaria, y demás operaciones que celebre directamente, incluida cualquier operación de reestructura y/o de garantía de pago oportuno, o a través del o los Fideicomisos, con la comparecencia del Estado, un porcentaje del derecho a recibir y los flujos de recursos que deriven de las participaciones presentes y futuras que en ingresos federales le correspondan al Estado del Fondo General de Participaciones al que se refiere la Ley de Coordinación Fiscal, en la inteligencia que la afectación que realice el Estado en términos de lo autorizado en el presente artículo, tendrá efectos hasta que las obligaciones a su cargo que deriven del o los financiamientos que contrate con sustento en la presente autorización hayan sido pagadas en su totalidad.

ARTÍCULO OCTAVO. Se autoriza al Estado, a través del Poder Ejecutivo, para que por conducto del Secretario de Finanzas celebre los actos jurídicos que se requieran para constituir o modificar los fideicomisos irrevocables de administración, garantía y/o fuente de pago que, en su caso, resulten necesarios o convenientes, en los cuales el Estado de Coahuila de Zaragoza fungirá como Fideicomitente, con objeto de constituir los mecanismos de pago de los financiamientos y/o las emisiones de deuda y/o garantías de pago oportuno objeto de este Decreto. 

ARTÍCULO NOVENO. Se autoriza al Estado, a través del titular del Poder Ejecutivo o de la Secretaría de Finanzas, a modificar, sin afectar derechos de terceros, cualquier instrucción irrevocable que se haya emitido para la entrega a cualquier fideicomiso de fuente de pago de la deuda pública vigente del Estado, algún porcentaje de las Participaciones provenientes del Fondo General de Participaciones (Ramo General 28), para que, de ser el caso, sean entregadas al fideicomiso constituido o que se constituya como mecanismo de pago de los financiamientos y/o las emisiones de deuda y/o garantías de pago oportuno objeto del presente Decreto.

ARTÍCULO DÉCIMO. Se autoriza al Estado para que, por conducto del titular del Poder Ejecutivo o del Secretario de Finanzas y en términos de ley, contrate o modifique, con la o las instituciones de banca comercial mexicana y/o de banca de desarrollo y/o cualquier otra entidad del Sistema Financiero Mexicano que ofrezca las mejores condiciones de mercado, uno o múltiples instrumentos de garantía de pago oportuno y/o uno o múltiples mecanismos de refinanciamiento garantizado, y/o cualesquiera instrumentos de garantía de pago similares y/o soporte crediticio, en favor de las instituciones acreedoras por un importe que no exceda de la cantidad de 18,174´477,585.43 (dieciocho mil ciento setenta y cuatro millones cuatrocientos setenta y siete mil quinientos ochenta y cinco pesos 43/100 m.n), que equivale al 50% (cincuenta por ciento) del saldo insoluto de las operaciones señaladas en el Artículo Cuarto de este Decreto, es decir de: (i) cualquier financiamiento celebrado por el Estado que en este momento no cuente con garantía de pago oportuno, y/o (ii) el o los financiamientos que serán objeto de reestructura, y/o (iii) los refinanciamientos que se celebren por el Estado directamente o a través de Fideicomisos, en la inteligencia que el importe que se requiera para cubrir el costo de contratación de las garantías de pago oportuno y sus comisiones, será adicional a los montos autorizados en otros artículos del presente Decreto.

El importe a que se refiere el párrafo inmediato anterior, podrá incrementarse hasta por las cantidades que se requieran para cubrir los gastos y costos relacionados con las operaciones de garantías de pago oportuno, mecanismo de refinanciamiento garantizado, y/o instrumentos de garantía y/o soporte crediticio que el Estado formalice con sustento en la presente autorización o cualquier otra que resulte adicional o complementaria, incluyendo en su caso, instrumentos derivados y garantías de pago, conforme a los dispuesto en el artículo 22 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, y deberá respetar el porcentaje máximo previsto en el artículo 27 del Reglamento del Registro Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios.

Las obligaciones que adquiera el Estado por la contratación y, en su caso disposición, de la o las garantías de pago oportuno, mecanismo de refinanciamiento garantizado, y/o instrumentos de garantía y/o soporte crediticio, serán constitutivas de deuda pública a su cargo, deberá tener un plazo de disposición de hasta 30 años más el plazo adicional de hasta 7.5 años necesarios para su liquidación.

Asimismo, se autoriza al Estado, por conducto del titular del Poder Ejecutivo del Estado o del Secretario de Finanzas, a contratar, bajo las mismas condiciones establecidas en este Decreto, el financiamiento que se requiera para el posible ejercicio de las garantías y sus comisiones, incluida la autorización para la afectación de participaciones del Estado para constituir la fuente de pago de las garantías de pago oportuno. 

Los derechos de disposición del Estado en relación con las garantías de pago oportuno, podrán afectarse al patrimonio de cualquier fideicomiso de administración, garantía y/o fuente de pago.

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO. Se autoriza al Estado para que, por conducto del titular del Poder Ejecutivo del Estado o del Secretario de Finanzas, celebre o modifique las operaciones financieras de cobertura de tasas de interés, así como las renovaciones que se estimen necesarias o convenientes, por el plazo y las condiciones con que cuenta la deuda estatal vigente que será objeto de reestructura o de refinanciamiento, a efecto de evitar y/o disminuir riesgos económicos que se pudieran derivar de los empréstitos u obligaciones que el Estado contraiga con sustento en este Decreto.

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO. Se autoriza al Estado para que, por conducto del titular del Poder Ejecutivo del Estado o del Secretario de Finanzas, realice los actos o celebre los instrumentos que permitan utilizar los montos que, en su caso, se encuentren afectos a fondos de reserva que actualmente respalden cualquier crédito vigente del Estado.

Asimismo, se autoriza al Estado para que, por conducto del titular del Poder Ejecutivo del Estado o del Secretario de Finanzas, realice los actos o celebre los instrumentos que se requieran para la constitución de nuevos fondos de reserva. 

Las operaciones de reestructura que se formalicen con sustento en el presente Decreto, es decir, en tanto no exista novación de las mismas, podrán ser objeto de refinanciamiento en los términos autorizados en este Decreto o en cualquier otro que resulte adicional o complementario.

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO. Se autoriza al Estado para que, por conducto del titular del Poder Ejecutivo del Estado o del Secretario de Finanzas, gestione, negocie y acuerde los demás términos y condiciones que se estimen necesarios o convenientes para realizar las operaciones a que se refiere el presente Decreto, y firme y suscriba los convenios, contratos, títulos, financiamientos y demás documentos y actos jurídicos que resulten necesarios y/o convenientes, entre ellos, se otorgue mandato a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en términos de lo establecido en el artículo 30 del Reglamento del Registro Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios, en el presente Decreto y en la normatividad y legislación estatal aplicable, para que realice la entrega de las participaciones que en ingresos federales le corresponden al Estado del Fondo General de Participaciones con motivo de su afectación para el pago de las obligaciones a cargo del o los Fideicomisos, así como para que celebre y lleve a cabo los demás actos contemplados en el presente Decreto.

Asimismo, se autoriza al titular del Poder Ejecutivo del Estado o al Secretario de Finanzas para que celebre todos los actos jurídicos necesarios o convenientes para la instrumentación de las reestructuras y los financiamientos autorizados en el presente Decreto, así como para que suscriba, modifique y/o termine los contratos y demás documentación en que se pacte las bases, términos, condiciones y modalidades que estime necesarias o convenientes respecto de la reestructura y/o refinanciamiento a que se refiere este Decreto, así como de los gastos y costos relacionados con el  refinanciamiento y/o reestructura, incluyendo los documentos y accesorios que documentan la Deuda Pública Directa vigente a cargo del Estado.

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO. El Estado deberá inscribir las obligaciones que deriven de las operaciones autorizadas en el presente Decreto, en el Registro Único de Obligaciones y Empréstitos del Estado de Coahuila de Zaragoza y en el Registro Público Único de Financiamientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios, y contará con autorización para llevar a cabo todos los actos necesarios para obtener dichos registros en términos de las normativas aplicables.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones legales y administrativas del marco jurídico estatal de igual o menor jerarquía en lo que se opongan al contenido de este Decreto.

TERCERO. En términos del artículo 25 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y del artículo 38 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás relativos, el Titular del Poder Ejecutivo informará a este Congreso del Estado de la celebración de cualquier empréstito derivado de las autorizaciones contenidas en este Decreto.

CUARTO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de septiembre de 2017.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González

Secretario 
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Hacienda y Presupuesto de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, que reforma diversas disposiciones de la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2017 y el Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila de Zaragoza para el ejercicio fiscal 2017. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, se acordó turnar a estas Comisiones, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. - Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 92 y 93, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza y lo dispuesto por el Artículo 67 fracción I, de la Constitución Política del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

TERCERO. Con la finalidad de consolidar un fortalecimiento institucional en favor de unas finanzas públicas sanas, se ha continuado con la tarea permanente de una búsqueda del mejoramiento del perfil de la deuda pública del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Acorde con el mandato constitucional de promover las mejores condiciones económicas para el bienestar de la colectividad y atendiendo a las nuevas disposiciones que en materia de disciplina financiera nos rigen de manera general, este Gobierno, ha hecho notar que es necesario instrumentar políticas públicas orientadas a la implementación de esquemas innovadores de financiamiento que permitan una gestión más eficiente y un manejo responsable y transparente de los recursos públicos.

Para ello, mediante “DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA A REFINANCIAR Y/O REESTRUCTURAR LA DEUDA PÚBLICA ESTATAL A SU CARGO QUE SE INDICA, Y A CELEBRAR LAS DEMÁS OPERACIONES FINANCIERAS Y ACTOS JURÍDICOS QUE SE SEÑALAN”, se autorizó al Estado la contratación de uno o varios financiamientos hasta por la cantidad de $37,000,000,000.00 (treinta y siete mil millones de pesos 00/100 M.N.), para que fueran destinados a la reestructura y/o refinanciamiento de los créditos contratados con el sistema financiero por parte del Gobierno del Estado, directa o a través de un nuevo esquema de contratación por medio de un fideicomiso público sin estructura, de acuerdo a la modificación propuesta por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del artículo 30 del Reglamento del Registro Público Único, que fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 30 de junio de 2017, en la cual dicho fideicomiso público podrá fungir como acreditado en el financiamiento u obligación correspondiente, sin menoscabo de las obligaciones de transparencia de la información y el cumplimiento de las disposiciones a las que está sujeta el Estado de acuerdo con la Ley de Disciplina Financiera para las Entidades Federativas y los Municipios y demás legislación aplicable, con la intención de elevar la calificación crediticia, mejorar las tasas de interés, garantías y las condiciones generales de dichos financiamientos. 

En razón de lo anterior, la reforma del Reglamento del Registro Público Único antes mencionada, y la posibilidad de reestructurar y/o refinanciar la deuda pública del Estado bajo el esquema planteado, debe considerarse como una circunstancia extraordinaria y completamente ajena al Estado,  lo cual no fue previsto en  la Ley de Ingresos del Estado de Coahuila de Zaragoza para el ejercicio fiscal 2017, por lo que de conformidad con el artículo 22 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, es objeto de este decreto el incluir los montos y conceptos de endeudamiento en la Ley de Ingresos y en el Presupuesto de Egresos del ejercicio fiscal en que se consideren. 

CUARTO. Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de las Comisiones de Hacienda y Presupuesto, procedimos a llevar a cabo el estudio y análisis pertinente para lo cual, en distintas ocasiones llevamos a cabo reuniones con el Secretario de Finanzas y el personal encargado de las áreas correspondientes en la materia, lo anterior con la finalidad de realizar un examen exhaustivo, por lo que desahogadas dichas reuniones, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesarios para elaborar el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO.- Se modifica el artículo 12 de la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2017, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 12.-  Los ingresos previstos en esta Ley se incrementarán en función de los montos y conceptos de endeudamiento autorizados en el DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA A REFINANCIAR Y/O REESTRUCTURAR LA DEUDA PÚBLICA ESTATAL A SU CARGO QUE SE INDICA, Y A CELEBRAR LAS DEMÁS OPERACIONES FINANCIERAS Y ACTOS JURÍDICOS QUE SE SEÑALAN, aprobado por el Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.- Se modifica el artículo 24 del Presupuesto de Egresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2017, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 24.- Las erogaciones previstas en el artículo 1º de este Presupuesto de Egresos, se incrementarán conforme a lo señalado en el artículo 12 de la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2017 y en el DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA A REFINANCIAR Y/O REESTRUCTURAR LA DEUDA PÚBLICA ESTATAL A SU CARGO QUE SE INDICA, Y A CELEBRAR LAS DEMÁS OPERACIONES FINANCIERAS Y ACTOS JURÍDICOS QUE SE SEÑALAN, aprobado por el Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. El monto correspondiente deberá ser estrictamente aplicado a la reestructura y/o refinanciamiento de la Deuda Pública Directa del Estado que se señala en ese Decreto.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.  El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO. La aplicación del artículo 17 del Presupuesto de Egresos del Estado para el Ejercicio fiscal 2017 se exceptúa para el caso específico de los recursos que obtenga el Estado con motivo de la implementación de los actos autorizados en el “DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA A REFINANCIAR Y/O REESTRUCTURAR LA DEUDA PÚBLICA ESTATAL A SU CARGO QUE SE INDICA, Y A CELEBRAR LAS DEMÁS OPERACIONES FINANCIERAS Y ACTOS JURÍDICOS QUE SE SEÑALAN.”

ARTÍCULO TERCERO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo dispuesto en este Decreto.

ARTÍCULO CUARTO. En la cuenta pública correspondiente al ejercicio fiscal 2017, el Titular del Poder Ejecutivo informará al Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, los montos, conceptos y partidas objeto de modificación en el Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO QUINTO. De conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 24 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los ingresos y erogaciones que se deriven de las autorizaciones establecidas en el “DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA A REFINANCIAR Y/O REESTRUCTURAR LA DEUDA PÚBLICA ESTATAL A SU CARGO QUE SE INDICA, Y A CELEBRAR LAS DEMÁS OPERACIONES FINANCIERAS Y ACTOS JURÍDICOS QUE SE SEÑALAN” aprobado por el Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, que no sean ejercidos durante el ejercicio fiscal 2017 o que se deriven de la contratación de financiamientos y/o colocación de instrumentos de deuda en el mercado de valores nacional que se celebren al amparo de dicho Decreto en el ejercicio fiscal posterior al ejercicio fiscal 2017, deberán ser incluidos en las leyes de ingresos y presupuestos de egresos de los posteriores ejercicios fiscales en los que se ejerzan dichos recursos o se celebren los financiamientos y/o colocaciones de deuda, según corresponda.
ARTÍCULO SEXTO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de septiembre de 2017.

POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Melchor Sánchez de la Fuente

Secretario 
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González 
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Sergio Garza Castillo


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Claudia Elisa Morales Salazar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús de León Tello


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




POR LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Javier Díaz González 

Coordinador
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Shamir Fernández Hernández

Secretario 
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Garay Cadena
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Irma Leticia Castaño Orozco
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús de León Tello


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la iniciativa de Decreto que crea la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza.
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el día 19 de septiembre del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, la iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la Oficialía Mayor de este H. Congreso del Estado turnó a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública la iniciativa a que se ha hecho referencia, para efectos de estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 94 fracción V y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto, planteada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en la que propone una nueva Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa en la siguiente 

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S

Uno de los objetivos imprescindibles de todo Estado democrático es propiciar un entorno de confianza entre las instituciones públicas y los ciudadanos; sin embargo, este anhelo luce imposible de alcanzar cuando se detectan prácticas de corrupción tanto en el servicio público, como en los actos de los particulares que se relacionan con dicho servicio.

La corrupción representa un mal que impacta de diversas formas al Estado que la padece; por un lado, genera desconfianza en el ciudadano para acercarse a las instituciones y, por otro, provoca severas pérdidas en las haciendas públicas, situación que afecta directamente el cumplimiento de los compromisos a cargo de las administraciones para satisfacer el bienestar social.

Para enfrentar este problema recientemente el Estado Mexicano ha puesto en marcha un ambicioso proyecto que tiene como propósito combatir y erradicar la corrupción en todos los órdenes de gobierno. Así pues, a partir de las iniciativas de diversos sectores políticos y sociales, el 27 de mayo de 2015 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto mediante el cual se reformaron, adicionaron y/o derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción.

La reforma citada tiene como finalidad principal la creación del Sistema Nacional Anticorrupción, como una instancia de coordinación entre los representantes de la sociedad y los diversos órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción en materia de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como para la fiscalización y control de los recursos públicos.

Entre otros rubros, la mencionada reforma replantea el esquema tradicional de los procedimientos de responsabilidades administrativas y fortalece el papel que desempeñan las entidades de fiscalización superior como garantes del correcto ejercicio de los recursos públicos.

Ahora bien, con el propósito de instrumentar todos y cada uno de los mecanismos necesarios para el adecuado funcionamiento del Sistema Nacional Anticorrupción, el 18 de julio de 2016 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, un paquete de leyes y reformas a diversos ordenamientos jurídicos que materializan la conformación del referido Sistema, a través de la creación de diversas instancias y la modificación de otras existentes.

A partir de la expedición de dichas leyes y reformas corresponde a las entidades federativas realizar las modificaciones necesarias a los marcos jurídicos locales, con la finalidad de establecer los Sistemas Locales Anticorrupción, los cuales deberán homologar las figuras, instituciones y procedimientos establecidos en la Reforma Constitucional y en las leyes secundarias que rigen el Sistema Nacional Anticorrupción.

En cumplimiento a dicho mandato y como resultado de un trabajo conjunto entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Coahuila, el pasado 14 de julio del año en curso, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el Decreto mediante el cual se reformaron, adicionaron y/o derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de combate a la corrupción, a efecto de homologar el marco jurídico local con las disposiciones federales.

Ahora bien, uno de los ejes rectores más importantes para hacer frente a la corrupción lo constituye la rendición de cuentas y la fiscalización superior de la gestión a cargo de los funcionarios públicos, como un medio de control y vigilancia que garantice el correcto ejercicio de los recursos públicos.

Bajo esa tesitura y en concordancia con el modelo federal, uno de los principales ordenamientos que merecen ser modificados para el adecuado establecimiento y funcionamiento del Sistema Estatal Anticorrupción, es la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.

En primer lugar, es importante destacar que la reforma a la Constitución Federal, publicada en el DOF el 27 de mayo de 2015, introdujo una serie de innovaciones en materia de fiscalización superior, principalmente las siguientes:

· Fecha de presentación de la Cuenta Pública;

· Emisión de informes individuales e informe general de resultados de la fiscalización superior;

· Conclusión de la revisión de la Cuenta Pública;

· Revisión de información del ejercicio en curso;

· Coordinación con las entidades locales para la fiscalización de participaciones federales;

· Fiscalización directa de recursos federales;

· Emisión de  informes de situación que guardan las observaciones y acciones promovidas, y

· Procedimiento para la designación del Auditor Superior de la Federación.

Estas innovaciones se encuentran reguladas pormenorizadamente en la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, publicada en el DOF el 18 de julio de 2016, misma que debe ser considerada como un parámetro para el fortalecimiento de las entidades de fiscalización superior locales, mediante la modificación de las leyes de las entidades federativas.

En segundo lugar, es preciso señalar que el estado de Coahuila de Zaragoza, tal y como se ha caracterizado a lo largo de la presente administración como un referente nacional en trabajo legislativo, ya contaba con la regulación de algunas figuras señaladas anteriormente, en tanto que se anticipó a la integración de otras.

En ese sentido, aspectos como la emisión de informes individuales de los resultados de la fiscalización superior, así como los informes de situación de las observaciones y acciones emitidas, ya se encontraban previstos en la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, en fecha 11 de noviembre de 2014.

Posteriormente, en abril de 2016 se aprobaron diversas reformas a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y a la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, las cuales tuvieron como principal objetivo, en esencia, la supresión de los principios de anualidad y posterioridad dentro de la función de fiscalización superior ejercida por la Auditoría Superior del Estado, teniendo por objeto ampliar su marco de actuación, permitiéndole iniciar el proceso de fiscalización durante el ejercicio fiscal en curso, es decir, permite la realización de auditorías en tiempo real.

No obstante que el marco jurídico coahuilense constituye un ordenamiento que en su mayoría se encuentra alineado a las disposiciones reglamentarias del Sistema Nacional Anticorrupción, es menester crear un nuevo ordenamiento jurídico que cumpla de forma integral con los requerimientos, lineamientos, estructuras y procedimientos que establecen tanto la Constitución Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y la Constitución Local, con el propósito de homologar esta Ley con aquéllas.

En virtud de lo anterior, se propone esta nueva Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, como una herramienta para eficientar la fiscalización superior de los recursos públicos a través de diversos aspectos, entre los que destacan los siguientes:

· Se  modifica la fecha de presentación de la Cuenta Pública;

· Se mantiene la atribución de la Auditoría Superior del Estado para emitir informes individuales de los resultados de la fiscalización superior;

· Se amplía el plazo de presentación del Informe Anual de Resultados;

· Se establecen facultades para que la Auditoría Superior del Estado realice auditorías en tiempo real, es decir, del ejercicio fiscal en curso;

· Se establecen los mecanismos de coordinación con la Auditoría Superior de la Federación para la fiscalización de participaciones federales;

· Se mantiene la atribución de emitir informes de seguimiento de las observaciones y acciones promovidas por la Auditoría Superior del Estado;

· Se establecen las facultades para promover responsabilidades administrativas por la comisión de faltas administrativas graves ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado;

· Se establece la facultad de promover responsabilidades administrativas ante los órganos internos de control de las entidades, por faltas administrativas no graves;

· Se suprimen las facultades de la Auditoría Superior del Estado para emitir sanciones derivadas de procedimientos para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias, y

· Se establece la facultad de la Auditoría Superior del Estado para presentar denuncias y/o querellas, así como coadyuvar con la Fiscalía Especializada en delitos por Hechos de Corrupción.

La Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza que se propone, cuenta con 3 Títulos y 120 artículos, en los cuales se reglamenta la función de fiscalización superior en el Estado de Coahuila, de la siguiente forma:

El Título Primero “De la Función de Fiscalización Superior”, representa la parte reglamentaria constitucional de este ordenamiento y contiene 5 Capítulos, en los cuales se delimita la competencia de la Entidad de Fiscalización Superior Local, se definen los principales conceptos de la Ley, se establecen los requisitos de presentación de las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera.

Así mismo, en este apartado se regulan los procedimientos de fiscalización superior entre lo que destaca la fiscalización en tiempo real, así como los informes que debe presentar el órgano técnico de fiscalización como resultado de sus funciones y su seguimiento; de igual forma, establece la forma en la que se llevará a cabo la conclusión de la fiscalización superior de las cuentas públicas.

El Título Segundo “De las Responsabilidades”, se compone por 4 Capítulos en los que se establecen las facultades que tiene la Auditoría Superior del Estado cuando detecte la comisión de irregularidades como resultados de la función de fiscalización superior, así como las instancias ante las que podrá promover las responsabilidades que correspondan. 

En este apartado destaca la promoción de responsabilidades administrativas por faltas administrativas graves y no graves, en el primero de los casos ante el Tribunal de Justicia Administrativa Local y, en el segundo, ante los órganos internos de control; además de señalar la interacción que tendrá con la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción.

Además, este Título reglamenta la forma en la que deberá desahogarse el procedimiento del recurso de reconsideración contra actos de la Auditoría Superior del Estado, así como las medidas de apremio y sanciones que el órgano técnico de fiscalización puede imponer.

Esta nueva Ley forma parte del paquete de reformas y nuevas leyes locales que requiere nuestro Estado para cumplir con la adecuada implementación del Sistema Estatal Anticorrupción, de conformidad con las reformas constitucionales referidas a lo largo de la presente.

Por otra parte el Título Tercero “De la Auditoría Superior del Estado”, constituye la parte orgánica de la Ley, consta de 3 Capítulos en los que se establecen las bases para la organización, funcionamiento y atribuciones de la Auditoría Superior del Estado, así como el procedimiento para la designación de su Titular y las atribuciones que le competen.

Además, en este apartado se plantea la forma en la que se coordinará la Auditoría Superior del Estado con el Congreso del Estado para el cumplimiento de sus funciones; asimismo, siguiendo el principio de máxima publicidad de la información, se regulan las materias relacionadas con la transparencia y acceso a la información pública particularmente respecto a la Entidad de Fiscalización Superior Local.

De igual forma, el Título en mención establece las bases bajo las cuales se promoverá la participación ciudadana en la función de fiscalización superior ejercida por el órgano técnico en mención.

Finalmente, el régimen transitorio del ordenamiento jurídico que se propone establece de forma pormenorizada la forma y términos a la que deberán sujetarse los asuntos en trámite, así como las demás cuestiones que pudieran presentarse en virtud de la temporalidad de la vigencia de la nueva ley y su antecesora que se abroga.

La presente Ley constituye uno de los ordenamientos jurídicos que forman parte de las reformas legales o nuevos cuerpos normativos requeridos para la implementación del Sistema Estatal Anticorrupción, en concordancia con las reformas constitucionales tanto federal como local en materia de combate a la corrupción, mediante las cuales se materializa la conformación del Sistema Nacional Anticorrupción. 

TERCERO.- La iniciativa presentada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, propone la expedición de una nueva Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza con el propósito de homologarla con las disposiciones legales emitidas a nivel Federal con motivo de la implementación del Sistema Nacional Anticorrupción, así como con las disposiciones constitucionales del ámbito local en materia de anticorrupción.

En materia de fiscalización superior, se llevaron a cabo reformas encaminadas a fortalecer a la Auditoría Superior de la Federación, en las que se ampliaron sus atribuciones para cumplir su función con mayor eficiencia y propiciar una mejor rendición de cuentas. Dentro de las principales modificaciones, se encuentra la de otorgarle a dicho órgano de fiscalización superior, la facultad de llevar a cabo auditorías en tiempo real, al eliminarse el principio de anualidad y posterioridad que regía su función; se amplió el plazo para el proceso de fiscalización, a efecto de otorgarle mayor tiempo para cumplir cabalmente con su función de fiscalización; se prevé una mayor oportunidad de conocer los informes de auditoría, ya que podrá emitir informes previos al informe final o anual de resultados, conforme vaya concluyendo su revisión; se amplía la materia objeto de fiscalización, ya que podrá fiscalizar el destino de los recursos provenientes de deuda pública, cuando esté garantizada por la federación y finalmente, se reestructuró el mecanismo en la promoción de responsabilidades derivado de las observaciones o irregularidades detectadas con motivo del proceso de fiscalización, en el que ya se contempla la participación del Tribunal Federal de Justicia Administrativa tratándose de responsabilidades administrativas y de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, cuando se trate de responsabilidades penales.
Con la implementación del Sistema Nacional Anticorrupción y con todo el andamiaje legislativo que representó su creación, se derivaron una serie de obligaciones para las entidades federativas, haciendo ineludible la actualización, modificación o en su caso la homologación del marco jurídico del Estado y así dar paso al inicio del Sistema Estatal Anticorrupción que estará estrechamente vinculado con el nacional. 

El 14 de julio del presente año, fue publicado en el Periódico Oficial del Estado el Decreto N° 903, mediante el cual se reforma, adiciona y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado, en materia de anticorrupción y con ello se puso en marcha el Sistema Estatal Anticorrupción.

En lo que se refiere al tema de fiscalización, se reformó el segundo párrafo de la fracción XXXIV y la fracción L del artículo 67; el primer párrafo de la fracción I, y las fracciones II y III del artículo 74-B, el artículo 74-C; se adicionaron los párrafos cuarto y quinto a la fracción XXXIV del artículo 67; un tercer párrafo a la fracción I del artículo 74-B; y se derogó la fracción IV del artículo 74-B, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los cuales se adecuaron los plazos de presentación de la cuenta pública; se mantiene la facultad del Poder Legislativo de coordinar y evaluar el desempeño de las funciones de la Auditoría Superior, sin perjuicio de su autonomía técnica y de gestión, para lo cual podrá requerirle un informe sobre la evolución de sus trabajos de fiscalización; se le otorga a nuestro órgano de fiscalización superior, la facultad de fiscalizar de manera coordinada con la federación, las participaciones asignadas al Estado y Municipios; se reconoce el carácter público de los informes que emita la Auditoría Superior; introduce la participación del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General de Justicia del Estado, para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos estatales y municipales o, en su caso, a los particulares, y que derivado de las investigaciones que realice la Auditoría Superior en ejercicio de sus funciones, promueva las responsabilidades ante dichas instancias según proceda; asimismo se modificó el plazo de la entrega del Informe Anual de resultados de la fiscalización de las cuentas públicas, al mes de diciembre; y se elimina la facultad de la Auditoría Superior de fincar directamente a los responsables, las indemnizaciones y sanciones pecuniarias.

En base a lo anterior, la iniciativa que es materia del presente dictamen, engloba no solo las modificaciones que ya se mencionaron en el ámbito federal y que hace necesaria la actualización de nuestro marco legal, sino que también se adecua a las disposiciones de nuestra Constitución local, que fueron señaladas con anterioridad, cumpliendo así con el propósito de homologar nuestra legislación estatal con las disposiciones federales y continuar avanzando con el Sistema Nacional Anticorrupción y el Sistema Estatal Anticorrupción, a fin de unir esfuerzos con las instituciones encargadas de prevenir y sancionar actos de corrupción y propiciar la transparencia y la rendición de cuentas que merece nuestra sociedad.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, estiman pertinente emitir y poner a consideración del H. Pleno del Congreso, el siguiente:

DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE EXPIDE LA LEY DE RENDICIÓN DE CUENTAS Y FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

LEY DE RENDICIÓN DE CUENTAS Y FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
TÍTULO PRIMERO

DE LA FUNCIÓN DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR

CAPÍTULO I

DE LA FISCALIZACIÓN SUPERIOR

SECCIÓN PRIMERA

DE LA COMPETENCIA

Artículo 1. 

La presente ley es de orden público y tiene por objeto reglamentar la integración, rendición, revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas e informes de avance de gestión financiera, de acuerdo a lo previsto por la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como establecer las bases para la organización y funcionamiento de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Artículo 2. 

La Auditoría Superior tiene a su cargo la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera. Es un órgano con personalidad jurídica y patrimonio propio y goza de autonomía técnica, presupuestaria y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, y tiene las facultades que le confieren la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta ley y demás disposiciones aplicables. 

Así mismo, la Auditoría Superior es competente para: 

I. Fiscalizar en forma posterior las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera de las entidades, en los términos que dicta la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta ley y demás disposiciones aplicables. No obstante lo anterior, podrá iniciar el proceso de fiscalización del ejercicio fiscal del año en curso;

II. Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en la gestión financiera de las entidades fiscalizadas; y efectuar visitas domiciliarias para exigir la exhibición de libros, documentos y demás información indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las formalidades establecidas en las leyes;

III. Conocer, investigar y substanciar la comisión de faltas administrativas que detecte en sus funciones de fiscalización, así como promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal y la Fiscalía Especializada, para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos estatales y municipales y, en su caso, a los particulares, en los términos que dicta la Constitución, esta Ley y las demás disposiciones administrativas aplicables.

Artículo 3.  

Para efectos de la presente ley, se entenderá por:   

I. Auditor Superior: el Titular de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza;   

II. Auditoría Superior: la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza;   

III. Auditorías: proceso sistemático en el que de manera objetiva se obtiene y se evalúa evidencia para determinar si las acciones llevadas a cabo por las entidades sujetas a revisión se realizaron de conformidad con la normatividad establecida o con base en principios que aseguren una gestión pública adecuada;

IV. Autonomía de gestión: la facultad de la Auditoría Superior para decidir sobre su organización interna, estructura y funcionamiento, así como la administración de sus recursos humanos, materiales y financieros que utilice para la ejecución de sus atribuciones, en los términos contenidos en la Constitución y esta ley; 

V. Autonomía presupuestaria: la competencia de la Auditoría Superior para determinar por sí misma su propio presupuesto integrado por los montos económicos necesarios para cumplir con las atribuciones que tiene constitucionalmente conferidas;

VI. Autonomía técnica: la facultad de la Auditoría Superior para decidir sobre la planeación, programación, ejecución, informe y seguimiento en el proceso de la fiscalización superior; 

VII. Comisión: la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza; 

VIII. Comité Coordinador: el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción;

IX. Congreso: el Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza;  

X. Cuenta pública: el informe anual que las entidades rinden al Congreso sobre su gestión financiera en los términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental; 

XI. Dictamen final de auditoría: el documento emitido por la Auditoría Superior en donde se plasman los resultados y observaciones finales de las auditorías practicadas a las entidades fiscalizadas; 

XII. Entidades: los Poderes, sus órganos y dependencias, organismos públicos autónomos, las entidades paraestatales, los municipios, sus órganos y dependencias, sus organismos descentralizados y paramunicipales; los mandantes, mandatarios, fideicomitentes, fiduciarios, fideicomisarios o cualquier otra figura análoga, así como los mandatos, fondos o fideicomisos públicos o privados o cualquier otra figura jurídica similar, cuando hayan recibido por cualquier título recursos públicos, no obstante que no sean considerados entidades paraestatales por la ley de la materia y aún cuando pertenezcan al sector privado o social y, en general, cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, que haya tenido o tenga a su cargo la recaudación, custodia, administración, manejo, aplicación o ejercicio de recursos públicos federales, estatales o municipales y que por dicha razón sean sujetos de fiscalización por parte de la Auditoría Superior; 

XIII. Faltas administrativas graves: las así señaladas en la ley de la materia;

XIV. Fiscalía Especializada: la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción;

XV. Fiscalización Superior: la revisión que realiza la Auditoría Superior, en los términos constitucionales y de esta ley;

XVI. Gestión financiera: las acciones, tareas y procesos que, en la ejecución de los programas, realizan las entidades para captar, recaudar u obtener recursos públicos conforme a las leyes de ingresos y los presupuestos de egresos, así como las demás disposiciones aplicables para administrar, manejar, custodiar, ejercer y aplicar los mismos y demás fondos, patrimonio y recursos, en términos de los presupuestos de egresos y las demás disposiciones aplicables; 

XVII. Información reservada: toda aquélla información y/o documentación que por disposición expresa de una ley sea considerada como tal;  

XVIII. Informe de avance de gestión financiera: el informe trimestral que, como parte integrante de la cuenta pública, rinden las entidades al Congreso sobre los avances físicos y financieros de los programas aprobados, a fin de que la Auditoría Superior fiscalice los ingresos y egresos, así como el grado de cumplimiento de los objetivos contenidos en los planes y programas;   

XIX. Informe Anual de Resultados: el informe anual que presenta la Auditoría Superior al Congreso por conducto de la Comisión, con las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas, como resultado de la fiscalización superior; 

XX. Informes especiales: los informes que presenta la Auditoría Superior de la fiscalización a los informes de avance de gestión financiera; 

XXI. Informes individuales: los informes que presenta la Auditoría Superior de los resultados obtenidos en las auditorías practicadas conforme se vayan concluyendo; 

XXII. Órgano interno de control: las unidades administrativas a cargo de promover, evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno en las entidades, así como de la investigación, substanciación y, en su caso, de sancionar las faltas administrativas que le competan en los términos previstos en la ley de la materia;

XXIII. Planes: Plan Estatal y Municipal de Desarrollo;  

XXIV. Pliego de observaciones: el documento en el que la Auditoría Superior da a conocer a las entidades las observaciones determinadas con motivo de las auditorías practicadas; 

XXV. Pliego de recomendaciones: el documento en el que la Auditoría Superior da a conocer a las entidades las recomendaciones determinadas con motivo de las auditorías practicadas, con el propósito de que sean atendidas por las entidades;  

XXVI. Proceso de fiscalización: el comprendido a partir del inicio de las facultades de revisión de la Auditoría Superior, hasta el dictamen emitido por la Comisión relativo a la conclusión de la fiscalización superior de las cuentas públicas; 

XXVII. Profesionales de auditoría independientes: los auditores de los despachos contables debidamente registrados y contratados por la Auditoría Superior, para practicar auditorías a las entidades, de conformidad con las normas y los lineamientos que para tal efecto dicte la misma Auditoría Superior o, en su caso, la Comisión;   

XXVIII. Reglamento Interior: el Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza;   

XXIX. Secretaría: la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado;

XXX. Sistema de contabilidad gubernamental: el sistema al que deberán sujetarse las entidades fiscalizadas para registrar de manera armónica, delimitada y específica las operaciones presupuestarias y contables derivadas de la gestión pública, así como otros flujos económicos. Así mismo, para generar estados financieros, confiables, oportunos, comprensibles, periódicos y comparables, los cuales serán expresados en términos monetarios;

XXXI. Tribunal: el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XXXII. Unidad de Medida y Actualización: la denominada con tal carácter por la Ley para Determinar el Valor de la Unidad de Medida y Actualización.

Artículo 4.

A falta de disposición expresa en esta ley, se aplicarán en forma supletoria y en lo conducente, la Ley General de Contabilidad Gubernamental, el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones relativas del derecho común, sustantivo y procesal. 

La interpretación administrativa de esta ley estará a cargo de la Auditoría Superior.

SECCIÓN SEGUNDA

DE LOS PRINCIPIOS DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR

Artículo 5.

Los actos de fiscalización superior que ejecute la Auditoría Superior se guiarán por los principios de legalidad, definitividad, imparcialidad, confiabilidad, transparencia y máxima publicidad de la información.

Artículo 6.

La fiscalización superior a cargo de la Auditoría Superior se realizará con posterioridad a la gestión financiera, sin perjuicio de la facultad de poder iniciar el proceso de fiscalización del ejercicio fiscal del año en curso; tiene carácter externo y, por lo tanto, se efectuará de manera independiente y autónoma respecto de cualquier otra forma de control o evaluación que realicen los órganos internos de control. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, cuando conforme a esta ley y demás disposiciones aplicables, los órganos internos de control de las entidades deban colaborar con la Auditoría Superior en lo que concierne a la revisión de su cuenta pública y/o informes de avance de gestión financiera, la Auditoría Superior establecerá las bases de coordinación y colaboración entre ambos a fin de garantizar el debido intercambio de información que al efecto se requiera. 

Artículo 7.

La Auditoría Superior podrá revisar de manera casuística y concreta, la información y documentos relacionados con conceptos específicos de gasto correspondientes a ejercicios fiscales anteriores a los de las cuentas públicas en revisión, sin que con este motivo se entiendan, para todos los efectos legales, abiertas nuevamente las cuentas públicas del ejercicio correspondiente a la revisión, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales. Las observaciones y recomendaciones que la Auditoría Superior emita, sólo podrán referirse a la administración de los recursos contenidos en la cuenta pública en revisión.

Lo anterior, sin perjuicio de que, de encontrar en la revisión que se practique presuntas responsabilidades a cargo de servidores públicos o particulares, correspondientes a otros ejercicios fiscales, la Auditoría Superior procederá a formular las promociones de responsabilidades administrativas o las denuncias correspondientes en términos de las disposiciones aplicables.

Artículo 8. 

Las entidades conservarán en su poder los libros y registros presupuestarios y de contabilidad, así como la información financiera y los documentos justificativos y comprobatorios de sus cuentas públicas durante un plazo mínimo de diez años y mientras no prescriban las acciones derivadas de las operaciones en ellos consignadas; su conservación o destrucción se realizará en los términos de la ley de la materia.

CAPÍTULO II

DEL PROCESO DE FISCALIZACIÓN

SECCIÓN PRIMERA

DE LA INTEGRACIÓN Y PRESENTACIÓN DE LOS INFORMES DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA Y DE LAS CUENTAS PÚBLICAS

Artículo 9. 

Los informes de avance de gestión financiera y las cuentas públicas se organizarán, sistematizarán y difundirán conforme a lo establecido en la Ley General de Contabilidad Gubernamental.

Artículo 10. 

Las entidades deberán presentar su cuenta pública anual ante el Congreso a más tardar el treinta de abril del año inmediato posterior. Será presentada en forma impresa y en un archivo electrónico de datos que permita su uso informático y facilite su procesamiento, independientemente de los demás requisitos que se deban cumplir para su presentación, contenidos en las disposiciones de carácter general que la Auditoría Superior emita para tal efecto.

Por los cuatro trimestres del año, las entidades presentarán ante el Congreso sendos informes de avance de gestión financiera. Estos informes se presentarán con las formalidades a que se refiere el párrafo anterior dentro del mes inmediato posterior al periodo que corresponda la información. 

Los periodos trimestrales son los siguientes: 

I. Enero a marzo;  

II. Abril a junio;  

III. Julio a septiembre;  

IV. Octubre a diciembre.

La Comisión deberá entregar a la Auditoría Superior las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera en un plazo máximo de cinco días hábiles posteriores a su recepción por el Congreso.

La Auditoría Superior conservará en su poder y mantendrá en su página de internet las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera a los que se refiere la presente ley, de los últimos diez ejercicios fiscales o mientras no prescriban sus facultades para fincar las responsabilidades derivadas de las supuestas irregularidades que se detecten en las operaciones objeto de revisión. Para tal efecto, podrá desarrollar sistemas que faciliten la entrega de las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera por medios electrónicos, sin perjuicio de la obligación de que dichos documentos sean presentados de forma impresa. 

Artículo 11. 

La falta de presentación, así como la presentación incorrecta, inoportuna y/o incompleta de la cuenta pública o de los informes de avance de gestión financiera, dará lugar a que la Auditoría Superior imponga las siguientes sanciones:   

I. Multa de 300 a 1000 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al o los responsables de su presentación.  

       Así mismo, sin perjuicio de la multa impuesta, la Auditoría Superior requerirá al o los responsables para que subsanen la omisión o deficiencias antes mencionadas dentro de los cinco días hábiles siguientes;   

II. Multa del doble de la ya impuesta, en caso de que el o los responsables no subsanen la omisión o deficiencias requeridas dentro del plazo señalado en el segundo párrafo de la fracción anterior.   

      Además, sin perjuicio de las multas impuestas, en caso de incumplimiento al requerimiento, se requerirá al superior jerárquico del o los responsables para que subsane la omisión o deficiencias requeridas dentro de los cinco días hábiles siguientes;  

III. Promoción de separación definitiva del cargo público ante el órgano competente, cuando el o los responsables se hayan hecho acreedores a la sanción prevista en la fracción I de este artículo e incurran nuevamente en la falta de presentación o la presentación inoportuna y/o incompleta de las cuentas públicas o de los informes de avance de gestión financiera.  

       Además, la Auditoría Superior requerirá al superior jerárquico del o los responsables para que subsane la omisión o deficiencias advertidas dentro de los cinco días hábiles siguientes.  

Una vez que sean subsanadas las omisiones o deficiencias advertidas con motivo de la presentación de las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera, las entidades deberán presentar nuevamente ante la Auditoría Superior los documentos correspondientes y publicarlos en sus páginas electrónicas de internet.  

La imposición de las sanciones pecuniarias establecidas en este artículo, se sujetará a lo dispuesto en el Título Segundo, Capítulo IV de la presente ley.  

Artículo 12. 

Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 10, las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera de las entidades, deberán estar debidamente integrados y disponibles a través de sus páginas de internet para su fiscalización por parte de la Auditoría Superior a partir de la fecha de su presentación y de acuerdo con lo señalado en la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás legislación aplicable. 

Si las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera no están integrados y disponibles en los plazos y con los requisitos señalados, la Auditoría Superior promoverá ante las autoridades competentes la aplicación de las sanciones establecidas en la Ley General de Contabilidad Gubernamental.  

No será impedimento para que la Auditoría Superior realice su función de fiscalización, si las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera no están integrados y disponibles en los plazos y requisitos señalados. 

Artículo 13. 

La cuenta pública y los informes de avance de gestión financiera deberán contener la información señalada en la Ley General de Contabilidad Gubernamental, además de la señalada en la normatividad emitida por el Consejo Nacional de Armonización Contable, por el Consejo de Armonización Contable del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás legislación aplicable. 

Así mismo, la cuenta pública y los informes de avance de gestión financiera deberán contener un informe o dictamen de los profesionales de auditoría independientes o, en su caso, una declaratoria de los órganos internos de control acerca de la situación que guarda el control interno, la situación financiera y el grado de colaboración de la entidad para el cumplimiento de los objetivos de la función de control gubernamental; así como el cumplimiento de los objetivos contenidos en los planes y programas de conformidad con los indicadores aprobados en los presupuestos correspondientes.   

Además, las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera deberán contener la información señalada en las reglas de carácter general que para tal efecto emita la Auditoría Superior. 

Sin perjuicio de lo anterior, los informes de avance de gestión financiera deberán contener la información correspondiente al periodo de que se trate y la acumulada del ejercicio.  

Artículo 14. 

La Auditoría Superior en el ámbito de su respectiva competencia, podrá expedir las disposiciones de carácter general para reglamentar la presentación y contenido de la cuenta pública y de los informes de avance de gestión financiera, sin perjuicio de lo previsto por la Ley General de Contabilidad Gubernamental.

Los manuales, guías, instructivos, formatos, reglas y demás instrumentos que expida la Auditoría Superior, necesarios para el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, se publicarán en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en la página de internet de la Auditoría Superior.  

SECCIÓN SEGUNDA

DE LA FISCALIZACIÓN DE LOS INFORMES DE AVANCE

DE GESTIÓN FINANCIERA

Artículo 15. 

La revisión de los informes de avance de gestión financiera tendrá como objeto verificar que los recursos públicos se administren y ejerzan atendiendo a los principios de legalidad, eficacia, eficiencia, economía, transparencia y honradez, así como el cumplimiento de los objetivos, metas e indicadores fijados en los planes y programas aprobados. 

Para la revisión de los informes de avance de gestión financiera, la Auditoría Superior aplicará los mismos lineamientos técnicos y criterios de auditoría utilizados para la revisión de las cuentas públicas. 

Artículo 16. 

La Auditoría Superior en ejercicio de sus facultades de fiscalización superior, podrá realizar auditorías, visitas e inspecciones, respecto de la información contenida en los informes de avance de gestión financiera. Para tal efecto, elaborará y publicará informes especiales. 

De la revisión de los informes de avance de gestión financiera, la Auditoría Superior podrá realizar observaciones y recomendaciones, en cuyo caso deberán notificarse a las entidades, con el propósito de que los resultados se integren al Informe Anual de Resultados correspondiente al ejercicio revisado. 

SECCIÓN TERCERA

DE LA FISCALIZACIÓN DE LAS CUENTAS PÚBLICAS

Artículo 17. 

La Auditoría Superior elaborará un Informe Anual de Resultados con motivo de la fiscalización superior de las cuentas públicas. 

Sin perjuicio de fiscalizar en forma posterior las cuentas públicas, la Auditoría Superior podrá iniciar el proceso de fiscalización del ejercicio fiscal del año en curso mediante visitas domiciliarias y/o revisiones de gabinete. 

Así mismo, la Auditoría Superior podrá iniciar el proceso de fiscalización a partir del primer día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de que las observaciones o recomendaciones que, en su caso realice, deberán referirse a la información definitiva presentada en las cuentas públicas. Una vez que le sean entregadas las cuentas públicas, podrá realizar las modificaciones al programa anual de  auditorías, visitas e inspecciones y lo hará del conocimiento de la Comisión.

Artículo 18. 

La Auditoría Superior podrá informar de los resultados obtenidos en las auditorías practicadas conforme se vayan concluyendo, a través de los informes individuales de auditoría que se elaboren para tal efecto. 

Artículo 19. 

Para el cumplimiento de sus funciones, la Auditoría Superior podrá realizar auditorías financieras, de desempeño y de cumplimiento, en forma independiente, sucesiva o simultánea, sin perjuicio de otro tipo de auditorías que sean necesarias para el logro de sus objetivos. 

Artículo 20.  

La Auditoría Superior podrá emitir las normas y procedimientos para la práctica de auditorías, con base en las modalidades y alcances de fiscalización previstos en el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones, observando en todo momento la aplicación estricta de las normas de información financiera, los objetivos de los planes y programas aprobados, así como la demás normatividad y disposiciones legales aplicables.   

En los procedimientos de fiscalización se deberán utilizar los sistemas de contabilidad gubernamental de acuerdo con la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Artículo 21. 

La fiscalización superior tiene por objeto determinar:  

I. Si los programas y su ejecución se ajustan a los términos y montos aprobados;  

II. Si las cantidades correspondientes a los ingresos o egresos se ajustan a los conceptos y a las partidas respectivas;  

III. El desempeño en el cumplimiento de los planes y programas, con base en los indicadores aprobados en el presupuesto y su efecto en las condiciones sociales y económicas de cada entidad y, en su caso, regionales durante el periodo que se evalúen;  

IV. Si los recursos provenientes de financiamiento se obtuvieron en los términos autorizados y se aplicaron con la periodicidad y forma establecidas por las leyes y demás disposiciones aplicables, y si se cumplieron los compromisos adquiridos;  

V. El resultado de la gestión financiera de las entidades; 

VI. Si la recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación y ejercicio de todos los recursos y los actos, contratos, convenios, concesiones u operaciones que las entidades celebren o realicen, se ajustan a la legalidad y si no han causado daños o perjuicios a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades;  

VII. Que los sistemas de información en general, desde sus entradas, procesamiento, controles, archivos, seguridad y obtención de información, cumplan con las disposiciones legales y administrativas aplicables en materia de registro y contabilidad gubernamental;  

VIII. El cumplimiento de la normatividad en el desarrollo de los procesos y procedimientos administrativos;  

IX. La evaluación del control interno de las entidades;

X. Las responsabilidades a que haya lugar, para tal efecto promoverá las acciones o denuncias correspondientes para la imposición de las sanciones administrativas y penales por las faltas graves que se adviertan derivado de sus auditorías e investigaciones, así como dar vista a las autoridades competentes cuando detecte la comisión de faltas administrativas no graves para que continúen la investigación respectiva e impongan las sanciones que procedan.  

SECCIÓN CUARTA

DE LAS AUDITORÍAS

Artículo 22. 

Durante el primer trimestre del año la Auditoría Superior establecerá un programa anual de auditorías, visitas e inspecciones, el cual tendrá carácter público y deberá difundirse a través de su página de internet, así como en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, en donde se señale la totalidad de las entidades que serán objeto de fiscalización. 

Dicho programa anual podrá modificarse cuando la Auditoría Superior lo considere necesario para el mejor cumplimiento de sus funciones, debiéndose publicar dichas modificaciones en su página de internet, así como en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Artículo 23. 

Antes del día 20 de enero de cada ejercicio, las entidades deberán informar a la Auditoría Superior por medio de su representante legal, sobre la denominación e identificación de todas las demás entidades que se encuentren bajo su ámbito de influencia y cuya gestión presupuestaria y programática no esté incorporada en su cuenta pública. 

Si con posterioridad a la fecha señalada, son creadas o constituidas nuevas entidades que se encuentren bajo el ámbito de influencia de otras entidades, éstas deberán informarlo a la Auditoría Superior en un plazo no mayor a 20 días hábiles.  

De acuerdo con el informe descrito, la Auditoría Superior procederá a elaborar el padrón de entidades obligadas a presentar los informes de avance de gestión financiera y la cuenta pública correspondiente. El padrón, así como sus ulteriores modificaciones, serán publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en la página de internet de la Auditoría Superior. 

En caso de no presentar las entidades el informe referido, la Auditoría Superior lo hará del conocimiento del Congreso para los efectos correspondientes.  

Artículo 24. 

Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Auditoría Superior practicará auditorías mediante visitas domiciliarias y revisión de gabinete a las entidades fiscalizadas, las cuales se sujetarán a las formalidades establecidas en esta ley y demás leyes aplicables. 

También podrá realizar entrevistas y reuniones con particulares o con los servidores públicos de las entidades fiscalizadas para conocer directamente el ejercicio de sus funciones, así como llevar a cabo compulsas e inspecciones a las propias entidades o terceros con ellas relacionadas. 

La Auditoría Superior podrá grabar en audio o video, cualquiera de las entrevistas y reuniones previstas en esta ley, previo consentimiento por escrito de la o las personas que participen o a solicitud de la entidad fiscalizada, para integrar el archivo electrónico correspondiente. Así mismo, podrá levantar una minuta por escrito de la entrevista o reunión que corresponda.

Artículo 25. 

La Auditoría Superior tendrá acceso a toda la información y documentación justificativa y comprobatoria relativa a la gestión financiera, así como a la correspondiente al cumplimiento de los objetivos de los planes y programas municipales, estatales y, en su caso, federales de las entidades fiscalizadas, siempre que al solicitarla se expresen los fines a que se destine dicha información. Asimismo, tendrá acceso a las plataformas electrónicas y sistemas que se utilicen. 

Lo anterior, sin perjuicio de la facultad más amplia de la Auditoría Superior para solicitar información y/o documentación a las entidades para la planeación de la revisión de la cuenta pública antes de iniciar formalmente las auditorías, visitas e inspecciones.  

Artículo 26. 

Las entidades fiscalizadas que administren o ejerzan recursos públicos municipales, estatales o, en su caso, federales, deberán atender los requerimientos que les formule la Auditoría Superior durante la planeación, el desarrollo de las auditorías y el seguimiento de las acciones que emita, dentro de los plazos y procedimientos establecidos en esta ley, y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema financiero; su incumplimiento dará lugar a la imposición de las sanciones establecidas en esta ley. 

La Auditoría Superior informará al Congreso la falta de colaboración de las entidades fiscalizadas para los efectos correspondientes. 

Artículo 27. 

Las auditorías que se efectúen en los términos de esta ley, se practicarán por el personal que la Auditoría Superior expresamente designe para tal efecto o por profesionales de auditoría independientes que se contraten para tal fin; personas físicas o morales, instituciones públicas o privadas, siempre y cuando no exista conflicto de intereses. 

Las personas a que se refiere el párrafo anterior tendrán el carácter de representantes de la Auditoría Superior en lo concerniente a la comisión conferida. Para tal efecto, deberán presentar previamente el oficio de comisión y/o habilitación respectivo e identificarse plenamente como personal actuante de la Auditoría Superior. 

Las auditorías en las que se maneje información relacionada con la seguridad pública del Estado, así como tratándose de investigaciones relacionadas con responsabilidades administrativas, serán realizadas directamente por la Auditoría Superior.  

Artículo 28.  

Los servidores públicos de la Auditoría Superior o los profesionales de auditoría independientes que participen en los procesos de fiscalización, deberán sujetarse a los principios de integridad, independencia, objetividad, imparcialidad, confidencialidad y competencia profesional, que se establezcan en las disposiciones de ética y conducta, así como para prevención de conflictos de interés que al efecto se emitan por la Auditoría Superior. 

Artículo 29. 

Los servidores públicos de la Auditoría Superior  y los profesionales de auditoría independiente tendrán la obligación de abstenerse de conocer asuntos referidos a las entidades fiscalizadas en las que hubiesen prestado servicios, de cualquier índole o naturaleza, o con los que hubieran mantenido cualquier clase de relación contractual durante el periodo que abarque la revisión de que se trate, o en los casos en que tengan conflicto de interés en los términos previstos en la ley de la materia.  

Artículo 30. 

La negativa a entregar información a la Auditoría Superior, así como los actos de simulación que se presenten para entorpecer y obstaculizar la actividad fiscalizadora será sancionada conforme a las leyes penales y administrativas aplicables.

Cuando los servidores públicos y las personas físicas y morales, públicas o privadas aporten información falsa, serán sancionados conforme a lo previsto por las disposiciones penales aplicables.

Artículo 31.  

Los actos administrativos y resoluciones que emita la Auditoría Superior se presumirán legales y deberán contar al menos con los siguientes requisitos: 

I. Constar por escrito en documento impreso o, en su caso, en medio digital;  

II. Señalar la autoridad que lo emite;  

III. Estar fundado, motivado y expresar la resolución, objeto o propósito de que se trate;  

IV. Ostentar la firma del funcionario competente, la denominación de la entidad fiscalizada, el nombre del titular o representante legal y, en su caso, el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigida. Cuando se ignore el nombre de la persona a la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación.  

Tratándose de actos administrativos y resoluciones que consten en medios digitales, la Auditoría Superior emitirá reglas de carácter general que faciliten su notificación a través de medios electrónicos. Dichas reglas deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, así como en la página de internet de la Auditoría Superior.  

Artículo 32.

Las actuaciones y diligencias de la Auditoría Superior se practicarán en días y horas hábiles; son días hábiles todos los del año, con excepción de los sábados y domingos, los establecidos como inhábiles en el calendario oficial publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, así como aquéllos en los que tenga vacaciones generales el personal de la Auditoría Superior. Son horas hábiles las comprendidas entre las 8:00 y las 18:00 horas. 

En caso de que se inicie una actuación o diligencia en horas hábiles, podrá concluirse en horas inhábiles, sin afectar su validez.  

Artículo 33.

Los plazos empezarán a correr a partir del día hábil siguiente a aquél en que haya surtido efectos la notificación correspondiente.  

Las notificaciones surtirán efectos el mismo día en que hubieran sido realizadas.   

En caso de que esta ley no prevea plazo o término para un determinado acto, la Auditoría Superior podrá fijarlo y no será superior a 10 días hábiles.  

SECCIÓN QUINTA

DE LA VISITA DOMICILIARIA Y LA REVISIÓN DE GABINETE

Artículo 34.  

En la orden de visita domiciliaria, además de los requisitos a que se refiere el artículo 31 de esta ley, se deberá indicar: 

I. El lugar o lugares donde debe efectuarse la visita;  

II. El nombre del o los visitadores que deban efectuar la visita, los cuales podrán ser sustituidos, aumentados o reducidos en su número, en cualquier tiempo por la Auditoría Superior. La sustitución, aumento o reducción de los visitadores que deban efectuar la visita se notificará a la entidad fiscalizada visitada.  

Los visitadores comisionados y/o habilitados para efectuar la visita podrán actuar conjunta o separadamente. 

Artículo 35.  

Las auditorías realizadas por la Auditoría Superior, a través de visita domiciliaria, se desarrollarán conforme a las siguientes reglas: 

I. La visita a la entidad se realizará en el lugar o lugares señalados en la orden de visita;

II. El procedimiento iniciará con la notificación de la orden de visita domiciliaria al titular o representante legal de la entidad y, en su caso, a la persona o personas que vaya dirigida;  

III. Los visitadores comisionados y/o habilitados se identificarán con credencial vigente y/o constancia de identificación expedida por la Auditoría Superior, así como con el oficio de comisión para desempeñar la visita. En caso de que los visitadores sean profesionales de auditoría independientes habilitados por la Auditoría Superior, deberán exhibir el oficio de habilitación correspondiente  e identificación expedida por el despacho contratado;  

IV. Si al presentarse los  visitadores comisionados y/o habilitados al lugar en donde debe practicarse la diligencia, no estuviere la persona visitada o su representante legal, la visita se iniciará con quien se encuentre en el lugar visitado;  

V. Los visitadores levantarán acta parcial de inicio en la que se hará constar lo siguiente:  

a. Lugar, hora, día, mes y año en que inicia la visita domiciliaria;  

b. Objeto o propósito de la visita;

c. Identificación de los visitadores comisionados y/o habilitados por la Auditoría Superior;  

d. Identificación de quien atiende la visita y, en su caso, oficio de designación para tal efecto; 

e. Designación de testigos. La persona con quien se entienda la visita designará a las personas que habrán de fungir como testigos; si ésta no lo hiciere o los designados no aceptaren serlo, los visitadores los designarán, haciendo constar esta circunstancia en el acta.  

Los testigos pueden ser sustituidos en cualquier tiempo por no comparecer al lugar donde se esté llevando a cabo la visita, porque se ausenten antes de que concluya la diligencia o por manifestar su voluntad de dejar de ser testigo; ante esta circunstancia la persona con la que se entiende la visita deberá designar a otros inmediatamente, y ante su negativa o impedimento de los designados, los visitadores podrán designar a quienes deban sustituirlos. La sustitución de los testigos no invalida los resultados de la visita;  

f. Requerimiento de información y/o documentación, así como el plazo para su presentación; 

VI. Las personas visitadas, sus representantes o la persona con quien se entienda la visita, están obligados a permitir a los visitadores el acceso al lugar o lugares objeto de la misma, así como mantener a su disposición los documentos, libros, registros, archivos, discos, cintas o cualquier otro medio procesable de almacenamiento de datos y demás sistemas que contengan información de la entidad, documentación comprobatoria y justificativa relativa al ingreso, gasto, deuda y patrimonio públicos; expedientes técnicos y unitarios integrados con motivo de la realización de obras y adquisición de bienes y servicios, los cuales serán examinados en el domicilio de la entidad, en el lugar donde se encuentren sus archivos o en el lugar donde se encuentren los bienes o las obras. Los visitadores podrán solicitar y obtener copia de dichos documentos, para que previo cotejo con sus originales sean certificados por éstos y sean anexados a las actas parciales y finales que se levanten con motivo de la visita domiciliaria;  

VII. Se podrán levantar actas parciales o complementarias en las que se harán constar requerimientos de información adicionales para obtener la documentación e información necesaria y suficiente para cumplir con los objetivos de la visita;  

VIII. Cuando en el desarrollo de la visita, los visitadores conozcan hechos u omisiones que puedan entrañar incumplimiento de las disposiciones legales y administrativas, los consignarán en forma circunstanciada en actas parciales o complementarias, las cuales estarán firmadas por los visitadores que en la diligencia intervinieron, dejando copia de las mismas a los visitados. También se consignarán en dichas actas los hechos u omisiones que se conozcan de terceros. Los hechos u omisiones consignados por los visitadores en las actas hacen prueba plena de la existencia de tales hechos o de las omisiones advertidas;  

IX. Las actas parciales o complementarias se entenderán que forman parte integrante del acta final de la visita aunque no se señale así expresamente;  

X. Cuando resulte imposible continuar o concluir el ejercicio de las facultades de comprobación en el domicilio de la entidad visitada, las actas en las que se haga constar el desarrollo de una visita podrán levantarse en las oficinas de la Auditoría Superior;  

XI. La visita domiciliaria concluirá con el levantamiento del acta final ante las personas visitadas, sus representantes o la persona con quien se entienda la visita; el acta final se levantará ante quien estuviere presente en el lugar visitado;  

XII. En el levantamiento del acta final, cualquiera de los visitadores que hayan intervenido en la visita, el visitado o la persona con quien se entiende la diligencia y los testigos firmarán el acta de la que se dejará copia al visitado. Si el visitado, la persona con quien se entendió la diligencia o los testigos no comparecen a firmar el acta, se niegan a firmarla, o el visitado o la persona con quien se entendió la diligencia se niega a aceptar copia del acta, dicha circunstancia se asentará en la propia acta sin que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma; 

XIII. Con posterioridad a la conclusión de la visita domiciliaria, la Auditoría Superior emitirá, en su caso, el pliego de observaciones, así como el pliego de recomendaciones correspondientes, los cuales se notificarán a la entidad visitada quien contará con el plazo señalado en esta ley para presentar los documentos, libros, registros o demás evidencia que solventen las observaciones y atiendan las recomendaciones contenidas en dichos pliegos;   

XIV. Si de la visita domiciliaria no se desprendieran hechos u omisiones que entrañen el incumplimiento de las disposiciones legales y administrativas aplicables, se hará constar así por los visitadores en el acta final.  

Artículo 36.  

Cuando la Auditoría Superior solicite datos, informes o documentos a las entidades dentro de una visita domiciliaria, se tendrán los siguientes plazos para su presentación: 

I. Los libros y registros que formen parte de su contabilidad deberán presentarse de inmediato, es decir, el mismo día en que se requiera dicha información, así como los diagramas y el diseño del sistema de registro electrónico en su caso;  

II. Seis días contados a partir del siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la solicitud respectiva, cuando los documentos o demás información sean de los que deba tener en su poder la entidad;  

III. Quince días contados a partir del siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la solicitud respectiva, en los demás casos.  

Artículo 37.  

Cuando la Auditoría Superior solicite de los titulares o representantes de las entidades, la información y documentación justificativa y comprobatoria de su gestión financiera, fuera de una visita domiciliaria, se estará a lo siguiente:  

I. La solicitud se notificará en el domicilio de la entidad;

II. En la solicitud se indicará el lugar y el plazo en el cual se deban proporcionar los documentos, datos, libros, registros e informes requeridos;  

III. La documentación deberá ser proporcionada en la forma y términos en que hubiera sido requerida por la persona a la que se dirigió la solicitud o por su representante legal;  

IV. Una vez agotada la revisión de los documentos, datos, sistemas, libros, registros e informes requeridos, la Auditoría Superior dará por concluida la revisión de gabinete. Posteriormente, en su caso, emitirá los pliegos de observaciones y/o recomendaciones correspondientes, los cuales se notificarán al titular o representante legal de la entidad quien contará con el plazo señalado en esta ley para presentar los documentos, libros o registros  que solventen las observaciones y/o atiendan las recomendaciones contenidas en dichos pliegos;  

V. Cuando no se hubieran advertido hechos u omisiones, la Auditoría Superior comunicará al titular o representante de la entidad, mediante oficio, esta circunstancia, dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la conclusión de la revisión. 

Artículo 38.  

Cuando con motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación, la Auditoría Superior solicite información y documentación justificativa y comprobatoria de su gestión financiera a las entidades fuera de una visita domiciliaria, éstas contarán con un plazo improrrogable de 15 días hábiles para proporcionarlos, contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la solicitud respectiva. 

SECCIÓN SEXTA

DE LOS PLIEGOS DE OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES

Artículo 39. 

Las irregularidades advertidas por la Auditoría Superior con motivo de las auditorías practicadas, estarán contenidas en:  

I. Pliegos de observaciones;  

II. Pliegos de recomendaciones.  

La Auditoría Superior, con base en las disposiciones de esta ley, formulará y notificará a las entidades, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la conclusión de la visita domiciliaria o la revisión de gabinete, en su caso, los pliegos de observaciones y los pliegos de recomendaciones derivados de las auditorías practicadas. En los pliegos de observaciones se cuantificará el importe de las observaciones detectadas que sean causa de presunta responsabilidad. 

Artículo 40.  

Las entidades, dentro de un plazo improrrogable de 15 días hábiles deberán solventar los pliegos de observaciones ante la Auditoría Superior. Cuando los pliegos de observaciones no sean solventados dentro del plazo señalado o la documentación, argumentos o demás evidencia presentados no sean suficientes para solventar las observaciones, la Auditoría Superior procederá en los términos de lo dispuesto por el artículo 69 de esta ley. 

Artículo 41. 

Con base en la revisión a la información y/o documentación proporcionada por las entidades para solventar los pliegos de observaciones y/o atender los pliegos de recomendaciones, la Auditoría Superior emitirá el dictamen final de auditoría mediante el cual determinará los resultados finales de las auditorías practicadas. Dicho dictamen se anexará al Informe Anual de Resultados. 

Artículo 42.  

Las entidades, dentro de un plazo improrrogable de 15 días hábiles deberán atender los pliegos de recomendaciones ante la Auditoría Superior. 

La Auditoría Superior deberá pronunciarse en un plazo no mayor de 60 días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades fiscalizadas; en caso de no hacerlo, se tendrán por atendidas las recomendaciones y acciones promovidas. 

Cuando los pliegos de recomendaciones no sean atendidos dentro del plazo señalado o la documentación, argumentos o demás evidencia presentados no sean suficientes para atender las recomendaciones, la Auditoría Superior promoverá las responsabilidades a que haya lugar. 

Artículo 43.  

Las entidades fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría Superior las mejoras realizadas respecto a las acciones y recomendaciones al desempeño o, en su caso, justificar su improcedencia.  

Para los efectos del párrafo anterior, se entiende por acciones y recomendaciones lo siguiente:  

I. Acciones de mejora continua: el conjunto de procedimientos, procesos, y/o metodologías, que las entidades deberán atender para incrementar la eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez de su gestión financiera;

II. Acciones de desempeño: el conjunto de procedimientos, procesos, y/o metodologías, que las entidades deberán atender para el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas aprobados;  

III. Recomendaciones de mejora continua: aquéllas sugerencias que la Auditoría Superior ponga a consideración de las entidades a fin de incrementar la eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez de su gestión financiera; 

IV. Recomendaciones de desempeño: aquéllas sugerencias que la Auditoría Superior ponga a consideración de las entidades a fin de dar cumplimiento a los objetivos contenidos en los planes y programas aprobados.

CAPÍTULO III

DE LOS INFORMES

SECCIÓN PRIMERA

DE LOS INFORMES ESPECIALES Y LOS INFORMES INDIVIDUALES

Artículo 44. 

La Auditoría Superior elaborará informes especiales de las revisiones a los informes de avance de gestión financiera, los cuales deberán ser publicados en la página de internet de la misma Auditoría Superior, debiendo informar de ello al Congreso, a través de la Comisión. En dichos informes se dará cuenta de las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas. 

Artículo 45.

La Auditoría Superior podrá elaborar informes individuales de las revisiones a las cuentas públicas que se concluyan, los cuales serán publicados en la página de internet de la Auditoría Superior, debiendo informar de ello al Congreso, a través de la Comisión.  

Artículo 46.

Los informes especiales y los informes individuales deberán contener, en lo conducente, los mismos requisitos que el Informe Anual de Resultados.  

Los resultados de los informes especiales y los informes individuales deberán incluirse en el Informe Anual de Resultados correspondiente al ejercicio revisado.  

Artículo 47. 

La información contenida en los informes especiales podrá ser considerada por el Congreso para la elaboración de las Leyes de Ingresos y de los Presupuestos correspondientes.  

Artículo 48. 

La Auditoría Superior cuidará que en los informes especiales y en los informes individuales no se revele información reservada o que forme parte de un proceso de investigación. Para tal efecto, las entidades al proporcionar la información y/o documentación correspondiente, deberán informar y comprobar a la Auditoría Superior la que reviste el carácter de reservada. 

SECCIÓN SEGUNDA

DEL INFORME ANUAL DE RESULTADOS

Artículo 49. 

La Auditoría Superior entregará al Congreso, por conducto de la Comisión, el Informe Anual de Resultados de la revisión de las cuentas públicas a más tardar el 31 de diciembre del año siguiente al ejercicio fiscalizado. 

Así mismo, la Auditoría Superior hará del conocimiento del Comité Coordinador el contenido del Informe Anual de Resultados para los efectos pertinentes.

Artículo 50. 

El Informe Anual de Resultados tendrá carácter público y deberá publicarse en la página de internet de la Auditoría Superior, en la misma fecha en que sea presentado al Congreso; mientras ello no suceda, la Auditoría Superior deberá guardar reserva de sus actuaciones y de la información que posea.  

Artículo 51. 

El Informe Anual de Resultados deberá contener como mínimo lo siguiente:

I. Los resultados de la gestión financiera;  

II. La comprobación de que las entidades se ajustaron a la ley de ingresos o presupuesto de ingresos de la entidad, al presupuesto de egresos y demás ordenamientos aplicables; 

III. El análisis de las variaciones presupuestarias, en su caso;

IV. El apartado correspondiente a la fiscalización superior y verificación del cumplimiento de los planes y programas, con respecto a la evaluación de la consecución de sus objetivos y metas, bajo criterios de eficiencia, eficacia y economía;   

V. Los resultados de las auditorías practicadas; 

VI. El cumplimiento de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, así como las normas de información financiera para el sector público y de las disposiciones contenidas en los ordenamientos correspondientes;  

VII. Los dictámenes de la revisión de las cuentas públicas; 

VIII. Un resumen ejecutivo dirigido a la sociedad, en donde se expliquen las acciones y medidas derivadas de la fiscalización de los recursos públicos.  

En el supuesto de que conforme a la fracción IV de este artículo, no se cumpla con los objetivos y metas establecidas en los programas aprobados, la Auditoría Superior hará las observaciones y recomendaciones que a su juicio sean procedentes. 

Artículo 52.

La Auditoría Superior dará cuenta al Congreso, a través de la Comisión, dentro del Informe Anual de Resultados, de los pliegos de observaciones y de los pliegos de recomendaciones que se hubieren determinado, y demás acciones que deriven de los resultados de las auditorías practicadas.

Artículo 53. 

La Comisión podrá citar al Auditor Superior para que comparezca el mismo día de la presentación del Informe Anual de Resultados, a efecto de aclarar su contenido, sin que se entienda para todos los efectos legales como una modificación al Informe Anual de Resultados.  

Con independencia de lo anterior, la Comisión podrá citar con posterioridad al Auditor Superior, a efecto de que aclare en lo específico el contenido del Informe Anual de Resultados. 

En cualquier caso el Auditor Superior podrá hacerse acompañar de los servidores públicos de la Auditoría Superior que considere necesario.  

La Comisión podrá solicitar, en su caso, que las aclaraciones o explicaciones del contenido del Informe Anual de Resultados sean por escrito. 

Artículo 54. 

La Auditoría Superior cuidará que en el Informe Anual de Resultados no se revele información reservada o que forme parte de un proceso de investigación.

CAPÍTULO IV

DE LA CONCLUSIÓN Y SEGUIMIENTO DE LA FISCALIZACIÓN SUPERIOR

SECCIÓN PRIMERA

DE LA CONCLUSIÓN DE LA FISCALIZACIÓN

SUPERIOR DE LAS CUENTAS PÚBLICAS

Artículo 55. 

Con base en el Informe Anual de Resultados, la Comisión podrá solicitar a alguna de las comisiones ordinarias del Congreso, su opinión respecto de algún tema en específico de los contenidos en el Informe Anual de Resultados.  

Artículo 56. 

La Comisión elaborará el dictamen correspondiente con base en el análisis del contenido del Informe Anual de Resultados y en las conclusiones técnicas emitidas por la Auditoría Superior. 

Artículo 57. 

El Congreso concluirá la fiscalización superior de las cuentas públicas en un periodo máximo de 60 días naturales contados a partir de la fecha en que reciba el Informe Anual de Resultados, dentro del cual la Comisión someterá a consideración del Pleno del Congreso el dictamen correspondiente, sin que ello signifique que se aprueban o no las cuentas públicas, ni que se suspenda el trámite de las acciones promovidas por la Auditoría Superior, mismas que seguirán el procedimiento previsto en esta ley. 

SECCIÓN SEGUNDA

DEL SEGUIMIENTO A LOS RESULTADOS Y OBSERVACIONES

Artículo 58. 

La Auditoría Superior informará al Congreso, por conducto de la Comisión, el estado que guardan las observaciones, recomendaciones y demás acciones que deriven de los resultados de las auditorías practicadas, con los datos disponibles al cierre del primer y segundo semestre de cada año. La información señalada será turnada por la Auditoría Superior al Congreso, dentro del mes siguiente al cierre de cada semestre. 

El informe de seguimiento se elaborará con base en el formato, lineamientos y criterios que al efecto establezca la Auditoría Superior.

Además, en dicho informe se especificará la atención a las recomendaciones al desempeño y las acciones promovidas con ese motivo. 

Artículo 59. 

El informe de seguimiento tendrá carácter público y deberá publicarse en la página de internet de la Auditoría Superior en la misma fecha en que sea presentado. 

CAPÍTULO V

DE LA REVISIÓN POR SITUACIONES EXCEPCIONALES

Artículo 60.  

Cuando se presenten denuncias debidamente fundadas o por otras circunstancias pueda suponerse la presunta recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación o ejercicio irregular de recursos públicos o de su desvío, la Auditoría Superior podrá realizar revisiones, durante el ejercicio fiscal en curso, de conceptos específicos vinculados de manera directa a las denuncias o circunstancias, o requerir a las entidades para que a través de sus órganos internos de control lleven a cabo dichas revisiones. El requerimiento deberá aportar indicios probatorios razonables, mediante los cuales se presuma que la irregularidad cometida ocasionó un daño o perjuicio a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades. 

Las denuncias a que se refiere el párrafo anterior deberán presentarse ante la Comisión, la cual determinará su procedencia y, en caso de ser legalmente procedente, las remitirá a la Auditoría Superior para que por sí o por conducto de los órganos internos de control, inicie la revisión por situaciones excepcionales.  

Artículo 61.  

Para los efectos de esta ley, se entenderá por situaciones excepcionales aquéllas en las cuales, de la denuncia que al efecto se interponga o de las otras circunstancias, se presente alguno de los siguientes supuestos:  

I. Un daño patrimonial que afecte la hacienda pública o al patrimonio de las entidades por un monto que resulte superior a veinte mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización;  

II. Actos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delitos de servidores públicos o contra la función pública;  

III. La afectación de áreas estratégicas o prioritarias de la economía de las entidades;  

IV. El riesgo de que se paralice la prestación de servicios públicos esenciales para la comunidad;  

V. El desabasto de productos de primera necesidad;

VI. Desvío flagrante de recursos hacia fines distintos a los que están autorizados.  

Artículo 62.  

Las denuncias que se presenten en los términos del artículo anterior deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

I. Constar por escrito;  

II. Señalar la entidad y/o servidores públicos a quien o quienes se imputan los hechos;  

III. Nombre, firma autógrafa y domicilio del promovente para oír y recibir notificaciones, ubicado en la ciudad donde se encuentre el Congreso;   

IV. La descripción de los hechos o demás circunstancias que supongan la presunta recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación o ejercicio irregular de recursos públicos o de su desvío;  

V. Señalar el o los supuestos de procedencia de la denuncia a que se refiere el artículo anterior; 

VI. Aportar los elementos de convicción o de prueba suficientes para fundar el supuesto de procedencia de la denuncia.

Artículo 63.  

Cuando sea la Auditoría Superior la que inicie directamente la revisión por situaciones excepcionales, dicha revisión se realizará con las formalidades establecidas para las visitas domiciliarias consignadas en esta ley, y sobre los conceptos específicos denunciados. 

Una vez que la Auditoría Superior concluya con la revisión por situaciones excepcionales correspondiente, rendirá un informe específico al Congreso, a través de la Comisión y, en su caso, fincará las responsabilidades correspondientes o promoverá otras responsabilidades ante las autoridades competentes.  

Artículo 64. 

Los órganos internos de control de las entidades requeridas para llevar a cabo revisiones en los términos del artículo 60 de esta ley, deberán rendir a la Auditoría Superior en un plazo que no excederá de treinta días hábiles, un informe que contenga el resultado de sus actuaciones y, en su caso, de las sanciones que se hubieren impuesto o a que se hubieren hecho acreedores los responsables.  

Artículo 65.  

Los órganos internos de control estarán obligados a realizar la revisión que la Auditoría Superior les requiera, sin que dicha revisión interfiera u obstaculice el ejercicio de las funciones o atribuciones que legalmente competan a las autoridades y a los servidores públicos de las entidades. 

Artículo 66.  

Si transcurrido el plazo señalado en el artículo 64 de esta ley, los órganos internos de control, sin causa justificada, incumplen en la presentación del informe a que se refiere el mismo artículo, la Auditoría Superior impondrá al titular del órgano interno de control una multa de quinientas a mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. Su reincidencia se podrá sancionar con una multa hasta del doble de la ya impuesta, independientemente de la promoción ante el órgano competente de las acciones de responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones. 

El fincamiento de responsabilidades y la imposición de sanciones no relevarán al infractor de cumplir con las obligaciones o regularizar las situaciones que motivaron las mismas. 

Artículo 67.  

Para imponer la sanción que corresponda, la Auditoría Superior deberá oír previamente al presuntamente infractor y tener en cuenta sus condiciones económicas, así como la gravedad de la infracción cometida, su nivel jerárquico y la necesidad de evitar prácticas tendientes a contravenir las disposiciones contenidas en esta ley. 

Artículo 68.  

Lo dispuesto en el presente Capítulo no excluye la imposición de las sanciones que conforme a esta u otras leyes fueren aplicables por la Auditoría Superior, ni el fincamiento y/o promoción de otras responsabilidades.

TÍTULO SEGUNDO

DE LAS RESPONSABILIDADES

CAPÍTULO I

DE LA DETERMINACIÓN DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS CONTRA LA HACIENDA PÚBLICA O PATRIMONIO DE LAS ENTIDADES

Artículo 69.

Si de la revisión y fiscalización que realice la Auditoría Superior se determinan irregularidades que permitan presumir la existencia de hechos o conductas que produzcan daños y/o perjuicios a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades, la Auditoría Superior procederá a:

I. Promover ante el Tribunal, en los términos de la ley de la materia, la imposición de sanciones a los servidores públicos por las faltas administrativas graves que detecte durante sus auditorías e investigaciones, en que incurran los servidores públicos, así como sanciones a los particulares vinculados con dichas faltas;

II. Dar vista a los órganos internos de control competentes de conformidad con la ley de la materia, cuando detecte posibles responsabilidades administrativas distintas a las mencionadas en la fracción anterior.

En caso de que la Auditoría Superior determine la existencia de daños o perjuicios, o ambos a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades, que deriven de faltas administrativas no graves, procederá en los términos previstos en la ley de la materia;

III. Presentar las denuncias y querellas penales, que correspondan ante la Fiscalía Especializada, por los probables delitos que se detecten derivado de sus auditorías;

IV. Coadyuvar con la Fiscalía Especializada en los procesos penales correspondientes, tanto en la etapa de investigación, como en la judicial. En estos casos, la Fiscalía Especializada recabará previamente la opinión de la Auditoría Superior, respecto de las resoluciones que dicte sobre el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal.

Previamente a que la Fiscalía Especializada determine declinar su competencia, abstenerse de investigar los hechos denunciados, archivar temporalmente las investigaciones o decretar el no ejercicio de la acción penal, deberá hacerlo del conocimiento de la Auditoría Superior para que exponga las consideraciones que estime convenientes.

La Auditoría Superior podrá impugnar ante la autoridad competente las omisiones de la Fiscalía Especializada en la investigación de los delitos, así como las resoluciones que emita en materia de declinación de competencia, reserva, no ejercicio o desistimiento de la acción penal, o suspensión del procedimiento;

V. Presentar ante el Congreso las denuncias de juicio político que, en su caso, correspondan en términos de las disposiciones aplicables.

Las denuncias penales de hechos presuntamente ilícitos y las denuncias de juicio político, deberán presentarse por parte de la Auditoría Superior cuando se cuente con los elementos que establezcan las leyes en dichas materias.

Las resoluciones del Tribunal podrán ser recurridas por la Auditoría Superior, cuando lo considere pertinente, en términos de lo dispuesto en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y la legislación aplicable.

Artículo 70. 

La promoción del procedimiento a que se refiere la fracción I del artículo anterior, tiene por objeto resarcir el monto de los daños y perjuicios estimables en dinero que se hayan causado a la hacienda pública o, en su caso, al patrimonio de las entidades.

Lo anterior, sin perjuicio de las demás sanciones administrativas que, en su caso, el Tribunal imponga a los responsables.

Las sanciones que imponga el Tribunal se fincarán independientemente de las demás sanciones a que se refiere el artículo anterior que, en su caso, impongan las autoridades competentes.

Artículo 71. 

La unidad administrativa de la Auditoría Superior a cargo de las investigaciones remitirá ante la instancia competente el informe de presunta responsabilidad administrativa y, en su caso, penal a los servidores públicos de la Auditoría Superior, cuando derivado de las auditorías a cargo de ésta, no formulen las observaciones sobre las situaciones irregulares que detecten o violen la reserva de información en los casos previstos en esta ley.

Artículo 72. 

Las responsabilidades que se finquen a los servidores públicos de las entidades y de la Auditoría Superior, no eximen a éstos ni a los particulares, personas físicas o morales, de sus obligaciones, cuyo cumplimiento se les exigirá aun cuando la responsabilidad se hubiere hecho efectiva total o parcialmente.  

Artículo 73. 

La unidad administrativa a cargo de las investigaciones de la Auditoría Superior remitirá el informe de presunta responsabilidad administrativa ante la unidad de la propia Auditoría encargada de fungir como autoridad substanciadora, cuando los pliegos de observaciones no sean solventados por las entidades fiscalizadas.

Lo anterior, sin perjuicio de que la unidad administrativa a cargo de las investigaciones pueda remitir el informe de presunta responsabilidad administrativa, en cualquier momento en que cuente con los elementos necesarios.

El procedimiento para remitir el informe de presunta responsabilidad administrativa y la imposición de sanciones por parte del Tribunal, se regirá por lo dispuesto en la ley de la materia. 

Artículo 74. 

De conformidad con lo dispuesto en la ley de la materia, la unidad administrativa de la Auditoría Superior a la que se le encomiende la substanciación ante el Tribunal, deberá ser distinta de la que se encargue de las labores de investigación.

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, el Reglamento Interior de la Auditoría Superior, deberá contener una unidad administrativa a cargo de las investigaciones que será la encargada de ejercer las facultades que la ley de la materia le confiere a las autoridades investigadoras; así como una unidad que ejercerá las atribuciones que la citada ley otorga a las autoridades substanciadoras. 

Artículo 75.

Si con motivo de las facultades de fiscalización que realice la Auditoría Superior se advierte que los actos u omisiones por parte de los presuntos responsables incurren en faltas administrativas no graves en términos de las disposiciones legales correspondientes, la Auditoría Superior dará vista a los órganos internos de control, por medio de las promociones de responsabilidad administrativa, remitiendo la información y/o documentación necesaria para que, en el ámbito de su competencia, continúen con la investigación respectiva y, en su caso, inicien el procedimiento sancionador correspondiente.

Artículo 76.

Los órganos internos de control deberán informar a la Auditoría Superior, dentro de los treinta días hábiles siguientes de recibida la promoción de responsabilidad administrativa, el número de expediente con el que se inició la investigación o procedimiento respectivo.

Además de lo anterior, los órganos internos de control estarán obligados a presentar un informe a la Auditoría Superior cada treinta días hábiles, en el cual harán del conocimiento del estado que guardan los procedimientos iniciados y, en su caso, las sanciones que se hubieren impuesto. Dicho plazo empezará a correr a partir del día hábil siguiente a la presentación del informe a que se refiere el párrafo anterior.

Asimismo, los órganos internos de control deberán informar a la Auditoría Superior de la resolución definitiva que se determine o recaiga a sus promociones, dentro de los diez días hábiles posteriores a que se emita dicha resolución.

En caso de que los órganos internos de control de las entidades no presenten los informes señalados en este artículo, la Auditoría Superior dará cuenta al Congreso por conducto de la Comisión para los efectos conducentes, independientemente de la promoción ante la autoridad competente de las acciones de responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones.  

Artículo 77. 

La Auditoría Superior, en los términos de la ley de la materia, publicará la información relativa a los servidores públicos y particulares sancionados por resolución definitiva firme, por la comisión de faltas administrativas graves o actos vinculados a éstas a que hace referencia el presente Capítulo.  

CAPÍTULO II

DE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS RESPONSABILIDADES

Artículo 78.

La acción para fincar responsabilidades e imponer las sanciones por faltas administrativas graves prescribirá en siete años.  

El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad o a partir del momento en que hubiese cesado, si fue de carácter continuo.  

En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá en los términos establecidos en la ley de la materia.  

Artículo 79.

Las responsabilidades distintas a las mencionadas en el artículo anterior, que resulten por actos u omisiones, prescribirán en la forma y tiempo que fijen las leyes aplicables.  

CAPÍTULO III

DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN

Artículo 80.

La tramitación del recurso de reconsideración, en contra de las multas impuestas por la Auditoría Superior, se sujetará a las disposiciones siguientes:

I. Se iniciará mediante escrito que deberá presentarse dentro del término de quince días contados a partir de que surta efectos la notificación de la multa, que contendrá: la mención de la autoridad administrativa que impuso la multa, el nombre y firma autógrafa del recurrente, el domicilio que señala para oír y recibir notificaciones en la ciudad donde se encuentre la Auditoría Superior, la multa que se recurre y la fecha en que se le notificó, los agravios que a juicio de la entidad fiscalizada y, en su caso, de los servidores públicos, o del particular, persona física o moral, les cause la sanción impugnada, asimismo se acompañará copia de ésta y de la constancia de notificación respectiva, así como las pruebas documentales o de cualquier otro tipo supervenientes que ofrezca y que tengan relación inmediata y directa con la sanción recurrida;  

II. Cuando no se cumpla con alguno de los requisitos establecidos en este artículo para la presentación del recurso de reconsideración, la Auditoría Superior prevendrá por una sola vez al inconforme para que, en un plazo de cinco días naturales, subsane la irregularidad en que hubiere incurrido en su presentación.

       Una vez desahogada la prevención, la Auditoría Superior, en un plazo que no excederá de quince días naturales, acordará sobre la admisión o el desechamiento del recurso. En este último caso, cuando se ubique en los siguientes supuestos: se presente fuera del plazo señalado; el escrito de impugnación no se encuentre firmado por el recurrente; no acompañe cualquiera de los documentos a que se refiere la fracción anterior; los actos impugnados no afecten los intereses jurídicos del promovente; no se exprese agravio alguno; o si se encuentra en trámite ante el Tribunal algún recurso o defensa legal o cualquier otro medio de defensa interpuesto por el promovente, en contra de la sanción recurrida;

III. La Auditoría Superior al acordar sobre la admisión de las pruebas documentales y supervenientes ofrecidas, desechará de plano las que no fueren ofrecidas conforme a derecho y las que sean contrarias a la moral o al derecho;

IV. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la Auditoría Superior examinará todos y cada uno de los agravios hechos valer por el recurrente y emitirá resolución dentro de los sesenta días naturales siguientes, a partir de que declare cerrada la instrucción, notificando dicha resolución al recurrente dentro de los veinte días naturales siguientes a su emisión. 

       El recurrente podrá desistirse expresamente del recurso antes de que se emita la resolución respectiva, en este caso, la Auditoría Superior  lo sobreseerá sin mayor trámite.  

Artículo 81.

La resolución que ponga fin al recurso tendrá por efecto confirmar, modificar o revocar la multa impugnada.

Artículo 82. 

La interposición del recurso suspenderá la ejecución de la multa recurrida, siempre y cuando el recurrente garantice el pago de la multa en cualesquiera de las formas establecidas por el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

CAPÍTULO IV

DE LAS MEDIDAS DE APREMIO Y SANCIONES

Artículo 83. 

Cuando los funcionarios de las entidades o cualquier persona física se opongan u obstaculicen el ejercicio de las facultades de comprobación de la Auditoría Superior, ésta podrá indistintamente: 

I. Solicitar el auxilio de la fuerza pública;  

II. Imponer la multa que corresponda en los términos de esta ley;  

III. Solicitar a la autoridad competente se proceda por desobediencia a un mandato legítimo de autoridad competente. 

Para efectos de este artículo, las autoridades judiciales estatales y los cuerpos de seguridad o policías estatales y/o municipales deberán prestar en forma expedita el apoyo que solicite la Auditoría Superior.

Artículo 84. 

Si con motivo del ejercicio de sus funciones la Auditoría Superior advierte la comisión de infracciones a las disposiciones de esta ley, tendrá la facultad de imponer sanciones pecuniarias. 

Constituyen infracciones los actos u omisiones por parte de los servidores públicos de las entidades, particulares, personas físicas o morales que incumplan con las disposiciones de esta ley, así como el incumplimiento a los requerimientos formulados por la Auditoría Superior que emita para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 85. 

Las sanciones correspondientes al presente capítulo se impondrán a los servidores públicos, particulares, personas físicas o morales que directa o indirectamente ejecuten o hayan ejecutado actos o incurran en las omisiones que las hayan originado, así como en el caso de servidores públicos que por la índole de sus funciones hayan omitido la revisión o autorización a tales actos por causas que impliquen dolo, culpa o negligencia.  

También se aplicarán las sanciones pecuniarias establecidas en este capítulo a los terceros que hubieren contratado obra pública, bienes o servicios mediante cualquier título legal con las entidades, cuando no entreguen la documentación e información que les requiera la Auditoría Superior para el cumplimiento de sus funciones.

La imposición de sanciones no relevará al infractor de cumplir con las obligaciones o regularizar las situaciones que motivaron las multas.  

Artículo 86. 

Al servidor público, particular, persona física o moral que cometa las infracciones previstas en esta ley, se le impondrán las siguientes sanciones pecuniarias: 

I. Multa de 300 a 1000 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización;  

II. Multa del doble de la ya impuesta, en caso de reincidencia, sin perjuicio de promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades.

Cuando sean varios los responsables, cada uno deberá pagar el total de la sanción pecuniaria.

Artículo 87. 

Los profesionales de auditoría independientes serán sancionados por la Auditoría Superior con una multa de 300 a 1000 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, según la gravedad de la falta y la prohibición de participar en el gobierno del Estado, cuando incurran en las siguientes causas, independientemente de otras responsabilidades a que dieran lugar:  

I. Por no presentar o presentar en forma extemporánea los informes y/o dictámenes técnicos de auditoría;  

II. Por no plasmar en sus informes y/o dictámenes las irregularidades que detecten;  

III. Por no apegarse a los lineamientos emitidos por la Auditoría Superior; 

IV. Por utilizar la información y documentación para fines distintos a los expresamente señalados por la ley;

V. Por no acatar los requerimientos que les formule la Auditoría Superior.

Artículo 88. 

Las sanciones pecuniarias a que se refiere este capítulo tendrán el carácter de créditos fiscales a favor de la Auditoría Superior, haciéndose efectivas por conducto de la Secretaría. El o los responsables contarán con un plazo de quince días hábiles para cubrir dichas sanciones. 

Las resoluciones en las que se impongan las sanciones referidas serán notificadas al o los responsables, remitiendo un tanto autógrafo de las mismas a la Secretaría, así como copia de las constancias de notificación, para el efecto de que, si en el plazo señalado en el párrafo anterior, éstas no son cubiertas, se haga efectivo su cobro en términos de ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución. 

Una vez que el o los responsables cumplan con la sanción impuesta, deberán acreditar dicha situación ante la Auditoría Superior. La Secretaría deberá transferir el monto de las sanciones pagadas por el o los responsables dentro de los cinco días hábiles siguientes al en que fueron cubiertas. 

El importe de las sanciones pecuniarias quedará a disposición de la Auditoría Superior como ingreso propio y se destinará a la formación de fondos de productividad, equipamiento y capacitación del personal que interviene en la fiscalización superior, conforme a la normatividad que al efecto se expida.

Artículo 89. 

Dentro de los límites fijados por esta ley, la Auditoría Superior al imponer sanciones por la comisión de las infracciones señaladas, deberá fundar y motivar su resolución.

La Auditoría Superior tendrá la obligación de llevar el registro de los funcionarios, particulares, personas físicas y personas morales sancionados, debiéndolo publicar en su página de internet.

Artículo 90. 

No se impondrán sanciones pecuniarias cuando se cumpla en forma espontánea con las obligaciones fuera de los plazos señalados por esta ley o cuando se haya incurrido en infracción a causa de fuerza mayor o de caso fortuito, con excepción de la obligación de presentar la cuenta pública y los informes de avance de gestión financiera dentro de los plazos señalados en la presente ley.  

Se considerará que el cumplimiento no es espontáneo en el caso que la omisión sea advertida por la Auditoría Superior o haya mediado requerimiento o cualquier otra gestión notificada por ésta.

Artículo 91. 

La Auditoría Superior podrá condonar, a solicitud de parte, las sanciones pecuniarias por infracción a las disposiciones de la presente ley, tratándose de multas que hayan quedado firmes, siempre que no exceda de cien veces el valor mensual de la Unidad de Medida y Actualización, para lo cual apreciará discrecionalmente las circunstancias del caso y los motivos que tuvo al imponer la sanción, siempre que un acto administrativo conexo no sea materia de impugnación.  

La solicitud de condonación de multas en los términos de este artículo, no constituirá instancia y las resoluciones que dicte la Auditoría Superior al respecto no podrán ser impugnadas por los medios de defensa que establece esta ley. 

En caso de que la Auditoría Superior otorgue la condonación respectiva, lo hará del conocimiento de la Secretaría para los efectos legales correspondientes.

Artículo 92. 

La Auditoría Superior, al imponer sanciones pecuniarias por la comisión de las infracciones, deberá tener en cuenta lo siguiente: 

I. Se considerará como agravante la segunda o posteriores veces que se sancione al responsable por la comisión de una infracción;

II. También será agravante en la comisión de una infracción, cuando se de cualquiera de los siguientes supuestos:   

a. Que se haga uso de documentos falsos o en los que se hagan constar operaciones inexistentes;   

b. Que se destruya, ordene o permita la destrucción total o parcial de información y/o documentación;  

c. Que altere o elimine información registrada en los sistemas informáticos; 

III. Igualmente es agravante, el que la comisión de la infracción sea en forma continua o de tracto sucesivo;

IV. Cuando por un acto o una omisión se infrinjan diversas disposiciones de carácter formal a las que correspondan varias multas, sólo se aplicará la que corresponda a la infracción cuya multa sea mayor.

TÍTULO TERCERO

DE LA AUDITORÍA SUPERIOR 

CAPÍTULO I

DE LAS ATRIBUCIONES Y ORGANIZACIÓN DE LA AUDITORÍA SUPERIOR 

SECCIÓN PRIMERA

DE SUS ATRIBUCIONES

Artículo 93. 

A efecto de que la Auditoría Superior cumpla con su función de fiscalización, tendrá además de las atribuciones contenidas en la presente ley, las siguientes:

I. Informar al Consejo de Armonización Contable del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, y para su debido cumplimiento todo lo relativo a las normas emitidas por el Consejo Nacional de Armonización Contable; 

II. Emitir las disposiciones relativas al archivo, guarda y custodia de los libros y documentos comprobatorios y justificativos del ingreso, egreso, patrimonio y deuda pública; así como todos aquellos elementos que posibiliten la adecuada rendición de cuentas y la práctica idónea de las auditorías;  

III. Solicitar al Consejo de Armonización Contable del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la difusión oportuna del contenido integral de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera; 

IV. Emitir su opinión sobre las asignaciones, ampliaciones o variaciones presupuestarias, la adquisición o variaciones de la deuda pública y todas aquellas decisiones del Congreso que tengan impacto sobre la gestión financiera de las entidades fiscalizadas; 

V. Diseñar y ejecutar programas de capacitación y actualización, dirigidos a su personal así como al de las entidades fiscalizadas, a efecto de homologar los conocimientos y garantizar el cumplimiento de la normatividad vigente; 

VI. Establecer los criterios para la elaboración, integración, así como para la entrega y recepción de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera de las entidades fiscalizadas, de conformidad con lo establecido en la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás leyes aplicables;  

VII. Establecer las normas, procedimientos, métodos y sistemas necesarios para la fiscalización superior;  

VIII. Realizar auditorías de conformidad con las disposiciones establecidas en la presente ley; 

IX. Verificar que las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera sean presentados en los términos de esta ley, de conformidad con la Ley General de Contabilidad Gubernamental; 

X. Evaluar los informes de avance de gestión financiera respecto de los avances físico y financiero de los programas autorizados, así como la consecución de los objetivos fijados en los planes, atendiendo a los indicadores establecidos en las disposiciones aplicables; 

XI. Evaluar el cumplimiento final de los objetivos y metas fijados en los planes y programas conforme a los indicadores estratégicos aprobados en el presupuesto de las entidades fiscalizadas y los demás establecidos en las disposiciones aplicables, a efecto de verificar el desempeño de acuerdo con los indicadores y cualquier otro recurso metodológico que a su juicio permita cumplir con lo dispuesto en esta fracción;   

XII. Evaluar la legalidad de los actos que realicen las entidades en el ejercicio de los recursos públicos y calificar la evaluación de los índices de pobreza en los municipios, de acuerdo a los planes, programas y acciones implementados,  de conformidad con los indicadores establecidos por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, la Organización de las Naciones Unidas y demás instituciones nacionales e internacionales; 

XIII. Verificar que las entidades fiscalizadas que hubieren recaudado, custodiado, manejado, administrado o ejercido recursos públicos, lo hayan realizado conforme a los planes y programas aprobados y montos autorizados en su presupuesto, así como las demás disposiciones legales y administrativas aplicables;  

XIV. Verificar que las operaciones que realicen las entidades fiscalizadas, sean acordes con la ley de ingresos o presupuesto de ingresos de la entidad según corresponda, y con su presupuesto de egresos y se efectúen con apego a las disposiciones fiscales y demás aplicables;  

XV. Verificar obras, bienes adquiridos y servicios contratados para comprobar que las inversiones y gastos autorizados a las entidades se hayan aplicado legal y eficientemente al logro de los objetivos y metas de los planes y programas aprobados;   

XVI. Requerir a los órganos internos de control y a los profesionales de auditoría independientes los informes, dictámenes y papeles de trabajo que se consideren necesarios, de las auditorías por ellos practicadas, así como las aclaraciones pertinentes y compulsas;  

XVII. Solicitar de los órganos internos de control, en su caso, la información relacionada con el inicio, desahogo y resolución de los procedimientos de responsabilidad administrativa, y de las sanciones que se hubieren fincado;  

XVIII. Requerir por sí, o por conducto de los órganos internos de control, a terceros que hubieran contratado bienes o servicios mediante cualquier título legal con las entidades y con cualquier persona física o moral, pública o privada, que haya ejercido recursos públicos, la información relacionada con la documentación justificativa y comprobatoria de sus operaciones financieras, contables y presupuestarias; 

XIX. Solicitar, obtener y tener acceso a toda la información y documentación, que a juicio de la Auditoría Superior sea necesaria para llevar a cabo la auditoría correspondiente, sin importar el carácter de confidencial o reservado de la misma, que obren en poder de:  

a. Las entidades fiscalizadas;  

b. Los órganos internos de control;  

c. Los auditores externos de las entidades fiscalizadas;  

d. Instituciones de crédito, fideicomisos u otras figuras del sector financiero;

e. Autoridades hacendarias federales y locales;  

La Auditoría Superior tendrá acceso a la información que las disposiciones legales consideren como de carácter reservado o confidencial cuando esté relacionada directamente con la captación, recaudación, administración, manejo, custodia, ejercicio, aplicación de los ingresos y egresos y la deuda pública, estando obligada a mantener la misma reserva, en términos de las disposiciones aplicables. Dicha información solamente podrá ser solicitada en los términos de las disposiciones aplicables, de manera indelegable por el Titular de la Auditoría Superior.  

Cuando derivado de la práctica de auditorías se entregue a la Auditoría Superior información de carácter reservado o confidencial, ésta deberá garantizar que no se incorpore en los resultados, observaciones, recomendaciones y acciones de los informes de auditoría respectivos, información o datos que tengan esta característica en términos de la legislación aplicable. Dicha información será conservada por la Auditoría Superior en sus documentos de trabajo y sólo podrá ser revelada a la autoridad competente, en términos de las disposiciones aplicables.  

El incumplimiento a lo dispuesto en esta fracción será motivo del fincamiento de las responsabilidades administrativas y penales establecidas en las leyes correspondientes;

XX. Fiscalizar los subsidios que las entidades hayan otorgado a particulares y a cualquier entidad pública o privada, cualesquiera que sean sus fines y destino, así como verificar su aplicación al objeto autorizado;  

XXI. Investigar en el ámbito de su competencia los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o presunta conducta ilícita, o comisión de faltas administrativas, en los términos establecidos en esta ley y demás disposiciones aplicables, en el ingreso, egreso, recaudación, administración, manejo, custodia, aplicación y ejercicio de los recursos públicos;  

XXII. Efectuar visitas domiciliarias para exigir la exhibición de los libros, documentos y demás información indispensable para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las formalidades establecidas en esta ley y demás leyes aplicables;  

XXIII. Requerir a las entidades, terceros con ellas relacionados o profesionales de auditoría independientes, para que proporcionen en el domicilio de la Auditoría Superior, los libros, documentos y demás información indispensable para el cumplimiento de sus funciones;  

XXIV. Formular observaciones y recomendaciones a las entidades derivadas de las auditorías practicadas;  

XXV. Formular y aprobar los pliegos de observaciones y pliegos de recomendaciones, en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables;  

XXVI. Fincar las responsabilidades e imponer las sanciones correspondientes por el incumplimiento a los requerimientos de información, cuando se trate de la revisión de las situaciones excepcionales previstas en esta ley;  

XXVII. Determinar las sanciones establecidas en esta ley;  

XXVIII. Conocer y resolver sobre el recurso de reconsideración que se interponga en contra de las sanciones que aplique;  

XXIX. Concertar y celebrar convenios con los gobiernos federal, estatal y municipal, sus organismos y dependencias, personas físicas o morales, necesarios para el cumplimiento de sus fines;  

XXX. Verificar los controles, sistemas y procedimientos de informática, la utilización, eficiencia y seguridad de los equipos de cómputo, así como el entorno al procesamiento de la información. Así mismo, podrá sugerir mejoras a las entidades fiscalizadas a fin de lograr una utilización más eficiente y segura de la información que sirva para una adecuada toma de decisiones;  

XXXI. Llevar un registro de los profesionales de auditoría independientes que presten sus servicios a las entidades;  

XXXII. Dar crédito al resultado de las revisiones efectuadas por profesionales de auditoría independientes, previa evaluación de los papeles de trabajo y demás elementos que comprueben la debida realización de los servicios convenidos.  

Los servicios a que se refiere el párrafo anterior serán contratados de conformidad con los lineamientos expedidos para tal efecto y liquidados por la Auditoría Superior, con aportaciones recibidas de cada entidad revisada;

XXXIII. Brindar a las entidades servicio de implementación, capacitación y sostenimiento del sistema de contabilidad gubernamental; 

XXXIV. Elaborar y publicar estudios relacionados con las materias de su competencia; 

XXXV. Emitir lineamientos para la estandarización de los formatos electrónicos e impresos a utilizar por las entidades fiscalizadas; 

XXXVI. Implementar un sistema de información que permita conocer el grado de cumplimiento y la eficacia en la implementación de las recomendaciones y su seguimiento, así como de los indicadores relativos al avance, por estos motivos, en la gestión financiera de las entidades fiscalizadas; 

XXXVII. Establecer la coordinación necesaria para la integración y operación del Sistema Nacional de Fiscalización con los órganos que realicen actividades de control, fiscalización y auditoría gubernamental, ya sea interna o externa, de la federación, estatal y municipal; 

XXXVIII. Formular recomendaciones, solicitudes de aclaración, pliegos de observaciones, promociones del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, promociones de responsabilidad administrativa sancionatoria, informes de presunta responsabilidad administrativa, denuncias de hechos y denuncias de juicio político;

XXXIX. Promover las responsabilidades administrativas, para lo cual la unidad administrativa a cargo de las investigaciones de la Auditoría Superior presentará el informe de presunta responsabilidad administrativa correspondiente, ante la autoridad substanciadora de la misma Auditoría Superior, para que ésta, de considerarlo procedente, turne y presente el expediente, ante el Tribunal o, en el caso de las no graves, ante el órgano interno de control.  

Cuando detecte posibles responsabilidades no graves dará vista a los órganos internos de control competentes, para que continúen la investigación respectiva y, en su caso, promuevan la imposición de las sanciones que procedan;

XL. Recurrir, a través de la unidad administrativa a cargo de las investigaciones de la Auditoría Superior, las determinaciones del Tribunal y de la Fiscalía Especializada, en términos de las disposiciones legales aplicables;  

XLI. Participar en el Sistema Estatal Anticorrupción así como en su Comité Coordinador, en los términos de lo dispuesto por la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la ley de la materia, así como celebrar convenios con organismos cuyas funciones sean acordes o guarden relación con sus atribuciones y participar en foros locales, nacionales e internacionales; 

XLII. Obtener durante el desarrollo de las auditorías e investigaciones copia de los documentos originales que se tengan a la vista, y certificarlas mediante cotejo con sus originales, así como también poder solicitar la documentación en copias certificadas;

XLIII. Comprobar la existencia, procedencia y registro de los activos y pasivos de las entidades fiscalizadas, de los fideicomisos, fondos y mandatos o cualquier otra figura análoga, para verificar la razonabilidad de las cifras mostradas en los estados financieros consolidados y particulares de la Cuenta Pública;

XLIV. Fiscalizar el financiamiento público en los términos establecidos en las disposiciones aplicables;

XLV. Desarrollar sistemas que faciliten la presentación de las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera por medios electrónicos;

XLVI. Solicitar la información financiera, incluyendo los registros contables, presupuestarios, programáticos y económicos, así como los reportes institucionales y de los sistemas de contabilidad gubernamental que las entidades están obligadas a operar con el propósito de consultar la información contenida en los mismos;

XLVII. Las demás que le sean conferidas por esta ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 94.

El Auditor Superior tendrá las siguientes facultades: 

A. Delegables: 

I. Representar legalmente a la Auditoría Superior ante toda clase de autoridades federales, estatales y municipales, así como ante consejos, comités, grupos de trabajo u otro órgano similar que exista en el sector gubernamental o privado, e intervenir en los juicios, en los cuales sea parte, con facultades generales y especiales;  

II. Administrar los bienes y recursos de la Auditoría Superior y decidir sobre la adquisición y enajenación de bienes muebles y la contratación de servicios, así como gestionar la incorporación, destino y desincorporación de bienes inmuebles del dominio público del Estado, afectos a su servicio;

III. Certificar directamente o a través de las áreas correspondientes, los documentos que obren en los archivos de la Auditoría Superior y que formen parte de las cuentas públicas y de los informes de avance de gestión financiera de las entidades, previa solicitud por escrito de las mismas a través del servidor público competente o por autoridad judicial que conozca o tramite el asunto, fundando y motivando dicha solicitud;  

IV. Celebrar convenios o acuerdos de coordinación con la Auditoría Superior de la Federación, con organismos de fiscalización que cumplan funciones similares dentro y fuera del Estado y con otros organismos públicos y privados, para el mejor cumplimiento de sus objetivos;  

V. Imponer las multas y sanciones previstas en esta ley; 

VI. Aplicar sanciones al personal de la Auditoría Superior por infracciones a la presente ley, al reglamento interior y demás disposiciones aplicables;  

VII. Presentar denuncias y/o querellas en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables, en los casos de presuntas conductas delictivas de servidores públicos y en contra de particulares, cuando tenga conocimiento de hechos que pudieran implicar la comisión de un delito relacionado con daño a la hacienda pública o patrimonio de las entidades, así como denuncias de Juicio Político de conformidad con lo señalado en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza;  

VIII. Proporcionar, a solicitud de las entidades asesoría y asistencia técnica para la administración y el control de sus recursos, así como para integrar las cuentas públicas y los informes de avance de gestión financiera;  

IX. Autorizar la publicación de estudios de investigación relacionados con las materias de su competencia;  

X. Solicitar el apoyo a las entidades y dependencias del gobierno federal, estatal o municipal para el cumplimiento de sus funciones;  

XI. Emitir los criterios de reserva y confidencialidad de la información propia de la Auditoría Superior, de conformidad con la ley de la materia;  

XII. Ejercer las atribuciones que corresponden a la Auditoría Superior, en los términos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la presente ley, el reglamento interior y demás disposiciones aplicables; 

XIII. Realizar auditorías de tecnologías de la información para revisar y evaluar los controles, sistemas y procedimientos de informática, la utilización, eficiencia y seguridad de los equipos de cómputo, así como el entorno al procesamiento de la información; así como sugerir mejoras a las entidades fiscalizadas a fin de lograr una utilización más eficiente y segura de la información que sirva para una adecuada toma de decisiones;  

XIV. Realizar auditorías de legalidad con el propósito de verificar el cumplimiento de la normatividad en el desarrollo de los procesos y procedimientos administrativos;  

XV. Practicar auditorías para evaluar el desempeño de las entidades fiscalizadas;

XVI. Contratar los servicios de profesionales de auditoría independientes para la práctica de auditorías, cuando así se requiera; 

XVII. Formar parte del Comité Coordinador en términos de lo dispuesto por la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y la ley de la materia;

XVIII. Emitir un informe anual basado en indicadores en materia de fiscalización, debidamente sistematizados y actualizados, mismo que será público y se compartirá con los integrantes del Comité Coordinador y al Consejo de Participación Ciudadana. Con base en el informe señalado podrá presentar desde su competencia proyectos de recomendaciones integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, por lo que hace a las causas que los generan;

XIX. Las demás que se deriven de la presente ley, el reglamento interior y demás disposiciones aplicables.  

B. Indelegables: 

I. Expedir, de conformidad con lo establecido en esta ley, el Reglamento Interior de la Auditoría Superior, en el que se distribuirán las atribuciones a sus unidades administrativas y sus titulares, además de establecer la forma en que habrán de ser suplidos en sus ausencias, debiendo ser publicado dicho reglamento interior en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado;  

II. Emitir las disposiciones en materia de ética y conducta, así como para prevención de conflictos de intereses que deberán observar los servidores públicos de la Auditoría Superior y los profesionales de auditoría independientes habilitados por la misma;  

III. Establecer las normas, procedimientos, métodos y sistemas de contabilidad y de archivo, de los libros y documentos justificativos y comprobatorios del ingreso y del gasto público, así como todos aquellos elementos que permitan la práctica idónea de las auditorías y revisiones, de conformidad con las propuestas que formulen las entidades fiscalizadas de acuerdo con sus características de operación;  

IV. Expedir los manuales de organización y procedimientos que se requieran para la debida organización y funcionamiento de la Auditoría Superior y remitirlos para su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado;  

V. Emitir la normatividad correspondiente para la baja, devolución o destrucción de la documentación que obre en sus archivos, de conformidad con las disposiciones aplicables en la materia;  

VI. Nombrar y remover libremente al personal técnico y de apoyo adscrito a la Auditoría Superior, con excepción del personal que sea parte del servicio fiscalizador de carrera;  

VII. Ser el enlace entre la Auditoría Superior y la Comisión;  

VIII. Aprobar el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones durante el primer trimestre del ejercicio y difundirlo en la página de internet de la Auditoría Superior, así como en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado; así mismo, deberá remitirlo a la Comisión para su conocimiento;  

IX. Entregar al Congreso, el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría Superior, por conducto de la Comisión, de conformidad con las disposiciones aplicables;

X. Resolver el recurso de reconsideración interpuesto en contra de las sanciones que emita la Auditoría Superior;  

XI. Otorgar a funcionarios de la Auditoría Superior, poderes generales y especiales para pleitos y cobranzas y actos de administración con todas las facultades aun las que requieren poder especial conforme a la ley, para presentar denuncias y/o querellas, además para sustituir sus facultades de actos de administración y pleitos y cobranzas, para desistirse de amparos, denuncias y/o querellas, así como para otorgar y suscribir títulos de crédito. El poder podrá ser ejercido ante particulares y ante toda clase de autoridades administrativas y judiciales;  

XII. Emitir las normas y manuales necesarios para establecer los criterios bajo los cuales, los profesionales de auditoría independientes, deberán presentar los dictámenes y papeles de trabajo correspondientes a las auditorías practicadas;  

XIII. Elaborar un informe anual de actividades y del estado que guardan las cuentas públicas de las entidades, y publicarlo durante el mes de abril del año inmediato posterior a aquél del cual se informa, en la página de internet de la Auditoría Superior, debiendo remitirlo a la Comisión para su conocimiento;  

XIV. Recibir de la Comisión los informes de avance de gestión financiera y las cuentas públicas para su revisión y fiscalización;  

XV. Entregar al Congreso por conducto de la Comisión, el Informe Anual de Resultados a más tardar el 31 de diciembre del año siguiente al ejercicio fiscalizado y hacer público dicho informe; 

XVI. Entregar al Congreso por conducto de la Comisión, el informe de los resultados de las revisiones por situaciones excepcionales previstas en esta ley;

XVII. Recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada y del Tribunal, de conformidad con la ley de la materia;

XVIII. Emitir el estatuto del Servicio Fiscalizador de Carrera que deberá publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en la página de internet de la Auditoría Superior; 

XIX. Entregar a la Comisión el informe del análisis a los informes de avance de gestión financiera, en las reuniones trimestrales que para tal efecto se celebren;

XX. Presentar durante el mes de febrero de cada año el informe de la evaluación del proceso presupuestal municipal y estatal ante el Congreso; además, dará cuenta del mismo al titular de cada entidad fiscalizada;

XXI. Las demás que se deriven de la presente ley, el reglamento interior y demás disposiciones aplicables. 

SECCIÓN SEGUNDA

DE SU PATRIMONIO

Artículo 95.

El patrimonio de la Auditoría Superior se integrará por:  

I. Los ingresos que se le asignen en el presupuesto anual de egresos del Gobierno del Estado;  

II. Las aportaciones que reciba por parte de las entidades;  

III. Los subsidios y aportaciones permanentes, periódicas o eventuales, que reciba del gobierno federal, estatal o municipal;  

IV. Los bienes muebles e inmuebles que le destinen o entreguen, para el cumplimiento de su objeto, el gobierno federal, estatal o municipal, así como aquellos que adquiera por cualquier título; 

V. Los demás bienes o ingresos que adquiera por cualquier otro medio legal. 

Artículo 96.

Las entidades aportarán hasta el 0.5% de sus ingresos totales a la Auditoría Superior para cubrir las erogaciones realizadas con motivo de los servicios a que se refiere el artículo 93, fracción XXXIII de esta ley. 

Las aportaciones a que se refiere el párrafo anterior serán retenidas a las entidades por la Secretaría y enteradas mensualmente a la Auditoría Superior.  

SECCIÓN TERCERA

DE SU ORGANIZACIÓN

Artículo 97.

La Auditoría Superior estará integrada por: 

I. El Auditor Superior;  

II. Auditores Especiales;  

III. Titulares de Unidad;  

IV. Titular del Órgano Interno de Control;

V. Directores Generales;

VI. Directores de Área;  

VII. Subdirectores;  

VIII. Auditores;  

IX. Auxiliares; 

X. Asesores;

XI. Demás personal técnico y de apoyo que al efecto señale el Reglamento Interior de conformidad con el presupuesto autorizado. 

El mismo Reglamento Interior comprenderá la designación, atribuciones, remoción y demás disposiciones relativas a la estructura organizacional descrita en el presente artículo. 

Artículo 98.

El personal de la Auditoría Superior descrito en el artículo anterior, durante el ejercicio de su cargo, tendrá prohibido: 

I. Formar parte de partido político alguno, participar en actos políticos partidistas y hacer cualquier tipo de propaganda o promoción partidista;

II. Desempeñar otro empleo o cargo en los sectores público, privado o social, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, artísticas o de beneficencia, y los remunerados en el ámbito de la docencia.  

Artículo 99.

El Titular de la Auditoría Superior será el Auditor Superior, quien tendrá a su cargo su representación institucional, su administración y gobierno interior. 

Artículo 100.

Quien aspire al cargo de Auditor Superior, deberá cumplir los siguientes requisitos: 

I. Ser mexicano por nacimiento;  

II. Tener cuando menos treinta años cumplidos el día de la designación;  

III. Ser vecino del Estado, con residencia de cuando menos tres años;  

IV. Poseer al día de su designación, título y cédula profesional en Contaduría Pública, Economía, Derecho, Administración u otra área afín a la gestión y control de recursos públicos, expedidos por autoridad o institución legalmente facultada para ello;  

V. Tener reconocido prestigio profesional, capacidad y experiencia técnica no menor a cinco años en la recaudación, administración, manejo, aplicación o fiscalización de recursos públicos; 

VI. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado mediante sentencia ejecutoriada por delito intencional que amerite pena privativa de libertad, ni haber sido inhabilitado de la función pública;  

VII. No haber sido ministro de culto religioso durante los tres años anteriores al día de la designación;  

VIII. No haber sido Titular del Poder Ejecutivo, Presidente de la Junta de Gobierno, Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia, Secretario del Ramo de la Administración Pública Estatal, Procurador del Estado o similar, Consejero o su equivalente de alguno de los organismos públicos autónomos o Tesorero Municipal, dentro de los tres años previos al día de la designación; 

IX. No haber ocupado un cargo de elección popular o de dirección en algún partido político dentro de los tres años anteriores al día de la designación;

X. No tener parentesco consanguíneo o de afinidad hasta tercer grado con los titulares de los Poderes del Estado o Secretarios del Ramo.  

Artículo 101.

El titular de la Auditoría Superior será designado por el voto de las dos terceras partes de los Diputados presentes de la Legislatura, de una terna que al efecto formule la Comisión, de conformidad con el procedimiento siguiente: 

I. La Comisión expedirá la convocatoria pública correspondiente, treinta días naturales antes de que termine el encargo el Auditor Superior en funciones;

II. La convocatoria será abierta y dirigida a todos los ciudadanos residentes en el Estado de Coahuila de Zaragoza, que cumplan con los requisitos señalados en el artículo anterior;

III. La convocatoria contendrá, al menos, los requisitos de elegibilidad, los documentos para acreditarlos, los plazos para la inscripción de los candidatos, los sujetos que pueden presentarlas, el procedimiento para la entrevista ante la Comisión, los términos para realizar el dictamen respectivo y para elevar la terna definitiva al Pleno del Congreso, así como el procedimiento que se seguirá para la designación del Auditor;

IV. La Convocatoria será publicada en las páginas de internet del Congreso, de la Auditoría Superior y cuando menos en dos periódicos de mayor circulación en el Estado y en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado;

V. Los interesados deberán presentar su solicitud y los documentos solicitados dentro de un plazo de diez días naturales contados a partir de la publicación de la Convocatoria;

VI. Dentro de los cinco días naturales siguientes al vencimiento del plazo establecido en la fracción anterior, la Comisión revisará las solicitudes y la documentación presentada y procederá a entrevistar en acto público y por separado a cada uno de los candidatos;

VII. Concluido el plazo anterior, la Comisión dentro de los diez días naturales siguientes analizará las solicitudes de los aspirantes y determinará quiénes reúnen los requisitos señalados en la convocatoria y procederá a la designación de los candidatos;

VIII. Una vez realizadas las entrevistas y la designación de los candidatos, la Comisión, dentro de los tres días naturales siguientes, formulará su dictamen con la terna propuesta al Pleno del Congreso, entre los candidatos mejor evaluados;

IX. De la terna propuesta, el Pleno del Congreso designará por el voto de las dos terceras partes de los Diputados presentes de la Legislatura, al Auditor Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, quien protestará su cargo ante el mismo Pleno del Congreso.  

En los recesos del Congreso, será la Diputación Permanente la que proceda a la designación, que será provisional, mientras el Pleno del Congreso no otorgue la aprobación definitiva. 

Artículo 102.

En caso de que ningún candidato de la terna propuesta en el dictamen haya obtenido la votación de las dos terceras partes de los Diputados presentes de la Legislatura, dentro de los diez días hábiles siguientes, la Comisión someterá una nueva terna entre los candidatos que hubiesen presentado su solicitud. 

Si en tres ocasiones consecutivas ningún candidato de las ternas propuestas obtiene la votación señalada en el párrafo anterior, el Pleno del Congreso elegirá a aquel que deba ocupar el cargo de Auditor Superior, por mayoría simple. 

Artículo 103.

El Auditor Superior durará en el encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por una sola vez. 

Artículo 104.

Quien ocupe el cargo de Auditor Superior podrá ser nombrado para un segundo periodo por el Congreso. Para este efecto, tres meses antes de concluir el primer periodo del Auditor Superior, la Comisión coordinará los trabajos de evaluación de su gestión y someterá a consideración del Congreso el dictamen respectivo, a efecto de que éste resuelva, por el voto de las dos terceras partes de los Diputados presentes de la Legislatura, sobre la procedencia del nuevo nombramiento.  

Si concluido el periodo para el que fue nombrado, el Congreso no resolviera sobre la procedencia del nuevo nombramiento del Auditor Superior, éste continuará en el cargo por un segundo periodo.  

Artículo 105.

El Auditor Superior será inamovible y sólo podrá ser separado de su cargo por las siguientes causas graves: 

I. Ubicarse en cualquiera de los supuestos de prohibición establecidas en el artículo 98 de esta ley;  

II. Ausentarse de sus labores por más de un mes sin mediar autorización del Congreso;  

III. Abstenerse de presentar sin causa justificada el Informe Anual de Resultados; 

IV. Incurrir en cualquiera de las conductas consideradas faltas administrativas graves, en los términos de la ley de la materia;

V. Aceptar la injerencia de terceros en el ejercicio de sus funciones y, por estas circunstancias, conducirse con parcialidad comprobada;  

VI. Incapacidad legal para ejercer su encargo;

VII. Influir por interés propio, en la contratación de profesionales de auditoría independientes, que cumplan funciones de revisión o fiscalización de cuentas públicas. 

La remoción del Auditor Superior se hará en lo conducente, de acuerdo al procedimiento relativo al Juicio Político en términos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y la ley de la materia. La designación de quien ocupe el cargo, se hará de conformidad con lo establecido en la presente ley. 

Artículo 106.

El Auditor Superior será suplido en sus ausencias temporales por un Auditor Especial, en el orden que señale el reglamento interior. En caso de ausencia definitiva, la Comisión dará cuenta al Congreso para que se haga nueva designación, en los términos de esta ley. 

Artículo 107.

El Auditor Superior deberá continuar en su encargo hasta que sea nombrado su sucesor, salvo autorización expresa por mayoría del Congreso para retirarse del cargo, en cuyo caso será suplido por quien legalmente corresponda.  

Artículo 108.

El Auditor Superior no podrá ser reconvenido por las opiniones emitidas en el ejercicio de su función, ni por el sentido de sus informes, observaciones, recomendaciones, acciones o resoluciones. 

Artículo 109.

Los Auditores Especiales, los Titulares de Unidad, los Directores Generales, serán nombrados por el Auditor Superior, deberán reunir los requisitos que para tal efecto establezca el reglamento interior y se clasificarán como trabajadores de confianza, y se regirán por el Apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 

El Titular del Órgano Interno de Control deberá reunir los mismos requisitos que se establezcan para los Auditores Especiales y será nombrado por las dos terceras partes de los Diputados presentes de la Legislatura, previa propuesta de la Comisión, de conformidad con la convocatoria que para tal efecto se emita.

Los demás servidores públicos serán designados mediante el servicio fiscalizador de carrera. 

Artículo 110.

El Auditor Superior podrá delegar expresamente sus facultades en los servidores públicos de la Auditoría Superior, salvo las facultades indelegables señaladas en el artículo 94, apartado B de esta ley. Los acuerdos en los cuales se deleguen facultades o se adscriban unidades y órganos administrativos se publicarán en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.   

CAPÍTULO II

DE LA COORDINACIÓN CON EL CONGRESO 

Artículo 111.

La Comisión tendrá por objeto coordinar las relaciones entre el Congreso y la Auditoría Superior, y constituirá el enlace que permita garantizar la debida comunicación entre ambos órganos, así como vigilar y evaluar el desempeño de esta última en los términos de la presente ley. 

Para los efectos del párrafo anterior, la Comisión podrá evaluar bajo los principios de objetividad, transparencia y máxima publicidad, el desempeño en el cumplimiento de los objetivos y metas del programa anual de auditorías, visitas e inspecciones, a través de los mecanismos e indicadores que resulten aplicables. 

Artículo 112.

En materia de coordinación con la Auditoría Superior, la Comisión tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Ser el conducto de coordinación y comunicación entre el Congreso y la Auditoría Superior;  

II. Recibir de la Auditoría Superior el Informe Anual de Resultados, así como los demás informes que ésta emita; 

III. Conocer los criterios, bases, circulares y normas de evaluación que emita la Auditoría Superior para la fiscalización superior; 

IV. Recibir el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones que para el debido cumplimiento de sus funciones y atribuciones, elabore la Auditoría Superior, así como sus modificaciones; 

V. Recibir el informe anual de actividades y del estado que guardan las cuentas públicas de las entidades que elabore la Auditoría Superior; 

VI. Citar al Auditor Superior para conocer en lo específico el Informe Anual de Resultados de la fiscalización de las cuentas públicas; 

VII. Conocer el Reglamento Interior de la Auditoría Superior; 

VIII. Conocer el proyecto de presupuesto elaborado por la Auditoría Superior; 

IX. Proveer lo necesario a la Auditoría Superior para que pueda cumplir con las funciones que le confiere la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y esta ley; 

X. Presentar al Congreso la propuesta de los candidatos a ocupar el cargo de Auditor Superior; 

XI. Proponer al Congreso quien deba ocupar el cargo de Titular del Órgano Interno de Control de la Auditoría Superior; 

XII. Coordinar los trabajos de evaluación de la gestión del Auditor Superior con el fin de someter a la consideración del Congreso su nuevo nombramiento en los términos del artículo 104 de la presente ley;  

XIII. Recibir de la Auditoría Superior los informes de seguimiento de las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas; 

XIV. Recibir las denuncias por situación excepcional, dictaminar su procedencia y, en su caso, solicitar a la Auditoría Superior para que por sí o por conducto de los órganos internos de control, se practiquen las revisiones por situaciones excepcionales en los términos de la presente ley;

XV. Evaluar el desempeño de la Auditoría Superior respecto al cumplimiento de su mandato, atribuciones y ejecución de las auditorías; proveer lo necesario para garantizar su autonomía técnica, presupuestaria y de gestión, y requerir informes sobre la evolución de los trabajos de fiscalización;

XVI. Llevar a cabo reuniones trimestrales con la Auditoría Superior durante los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, con el propósito de que en dichas reuniones la Auditoría Superior le entregue un informe del análisis a los informes de avance de gestión financiera;

XVII. Analizar la información, en materia de fiscalización superior, de contabilidad y auditoría gubernamentales y de rendición de cuentas, y podrá solicitar la comparecencia de servidores públicos vinculados con los resultados de la fiscalización.

XVIII. Las demás que establezca esta ley y las demás disposiciones aplicables. 

CAPÍTULO III

DE LA TRANSPARENCIA Y LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

SECCIÓN PRIMERA

DE LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 113.

La Auditoría Superior contará con un área de transparencia y acceso a la información pública, de conformidad con lo que establece la ley de la materia.

Artículo 114.

Los servidores públicos de la Auditoría Superior, de los órganos internos de control de las entidades, los profesionales de auditoría independientes contratados para la práctica de las auditorías y el Congreso, deberán guardar estricta reserva sobre la información y los documentos que conozcan con motivo del objeto de esta ley; en caso de incumplimiento, serán responsables de acuerdo con las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 115.

La Auditoría Superior será responsable solidaria de los daños y perjuicios que en términos de este capítulo, causen los servidores públicos de la misma y los profesionales de auditoría independientes contratados para la práctica de auditorías, sin perjuicio de que la Auditoría Superior promueva las acciones legales que correspondan en contra de los responsables.  

Artículo 116.

La Auditoría Superior tendrá acceso a la información y/o documentación que las disposiciones legales consideren como de carácter reservado y/o confidencial, cuando esté relacionada con la recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de los recursos públicos y tendrá la obligación de mantener la misma reserva de acuerdo con las disposiciones aplicables.  

Artículo 117.

La Auditoría Superior sólo podrá revelar la información de carácter reservado, confidencial o que deba mantenerse en secreto, a la Fiscalía Especializada y al Tribunal para el cumplimiento  de sus funciones. 

SECCIÓN SEGUNDA

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Artículo 118.

La Comisión recibirá peticiones, propuestas, solicitudes y denuncias fundadas y motivadas por la sociedad civil, las cuales podrán ser consideradas por la Auditoría Superior en el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones, y cuyos resultados deberán ser considerados en los informes individuales y, en su caso, en el Informe Anual de Resultados. Dichas propuestas también podrán ser presentadas por conducto del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, debiendo el Auditor Superior informar a la Comisión, así como a dicho Consejo sobre las determinaciones que se tomen en relación con las propuestas relacionadas con el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones. 

Artículo 119.

La sociedad en general podrá formular ante la Comisión, opiniones, solicitudes y denuncias sobre el funcionamiento de la fiscalización que lleva a cabo la Auditoría Superior, con objeto de contribuir y participar en el mejoramiento de la función de fiscalización superior que ejerce. 

Artículo 120.

La Auditoría Superior promoverá los mecanismos necesarios para fortalecer la participación ciudadana en la rendición de cuentas de las entidades fiscalizadas y de la propia Auditoría Superior.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.  

SEGUNDO. Se abroga la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 11 de noviembre de 2014 y sus respectivas reformas; asimismo, se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto. 

TERCERO. Los procedimientos administrativos y los asuntos que a la entrada en vigor de la presente ley se encuentren en trámite, continuarán su desarrollo conforme a la ley que se abroga.

Sin perjuicio de lo anterior, la Auditoría Superior deberá presentar ante el Congreso el Informe Anual de Resultados de la revisión de la cuenta pública correspondiente al ejercicio fiscal 2016, en el plazo establecido en el artículo 49 del presente Decreto.

Lo anterior a efecto de que la Auditoría Superior se encuentre en posibilidad de emitir un informe sobre la situación financiera al tercer trimestre de 2017 de los entes obligados a presentar cuenta pública, el cual deberá ser presentado ante el Congreso en el mes de diciembre de dicho año.

CUARTO. El actual Auditor Superior del Estado continuará en funciones hasta la conclusión del periodo por el que fue nombrado por el Congreso, en términos de las disposiciones legales aplicables.

QUINTO. La Auditoría Superior deberá actualizar y, en su caso, publicar la normatividad que conforme a sus atribuciones deba expedir en un plazo no mayor a 180 días hábiles, contados a partir de la vigencia de la presente ley. 

Así lo acuerdan las y los Diputados integrantes de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de septiembre de 2017
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de Decreto que establece las Bases de Compensación Económica que se Otorgarán a los Elementos de Seguridad Pública Integrantes de las Corporaciones Policiales que Forman Parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 28 del mes de agosto del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública, la iniciativa de Decreto que establece las Bases de Compensación Económica que se Otorgarán a los Elementos de Seguridad Pública Integrantes de las Corporaciones Policiales que Forman Parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 106, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de Decreto que establece las Bases de Compensación Económica que se Otorgarán a los Elementos de Seguridad Pública Integrantes de las Corporaciones Policiales que Forman Parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Una de las prioridades fundamentales desde el inicio de esta administración ha sido garantizar la paz, la seguridad y la felicidad de todas las personas que residen y transitan en el Estado de Coahuila de Zaragoza, pues de esta forma, se logra la realización del Estado Social, Democrático y Humanista de Derecho que prevé nuestra Constitución Política en su texto.

Ahora bien, dadas las circunstancias, que han vivido nuestro Estado y el país en las que se incrementaron las incursiones beligerantes de los grupos criminales, y que comprometieron gravemente la seguridad y tranquilidad de las y los coahuilenses, el gobierno ha respondido eficazmente, repeliendo de inmediato las agresiones.

Prueba de lo anterior, es que durante el período comprendido del mes de enero al mes de julio del 2017, con relación al mismo período del año 2012, los homicidios dolosos se redujeron en un 74.7%, los homicidios por rivalidad delincuencial en un 86.1%, todos en las modalidades de violencia o sin violencia en un 51.2% y el robo a vehículos en un 78.7%.

Proveer a los coahuilenses de seguridad, tranquilidad y certeza sobre su integridad personal, patrimonial y social, permitirá a cada uno el pleno desarrollo de su persona, además de que su cumplimiento posibilita al Estado para encausar sus esfuerzos al alcance de otras metas de bienestar social, y para ello, ha sido determinante la participación de las corporaciones policíacas que forman parte del Sistema de Seguridad Pública estatal; pues con sus acciones, han logrado mantener a raya la amenaza del crimen organizado.

Sin embargo, en esta lucha, los elementos de las fuerzas policíacas se encuentran especialmente expuestos a poner en juego los valores que a nivel personal resultan ser los más preciados, como lo son la propia vida, la integridad física y la patrimonial, trascendiendo este riesgo, por la naturaleza propia del mal al que combaten, a sus familias.

Ahora bien, ante tal eventual circunstancia, se genera un gran clima de incertidumbre respecto del futuro económico y jurídico, en los referidos elementos y sus familias. En tal virtud es necesario fortalecer y robustecer las actividades valerosas y heroicas de los elementos de seguridad pública estatal, el gobierno está determinado a coadyuvar para que hagan frente a esa nueva y difícil situación a la que se ponen en juego la integridad personal, física y emociona tanto de ellos como de sus familias.

En este orden de ideas, el 9 de marzo del 2016, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, en la cual se regulan, entre otros aspectos, la integración, organización y funcionamiento del Sistema Estatal de Seguridad Pública, así como el servicio profesional de carrera de las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia.

De conformidad con lo anterior, el Título Segundo de la referida Ley, incluye las disposiciones aplicables al Servicio Profesional de Carrera de las referidas instituciones de seguridad pública y procuración de justicia, estableciendo precisamente en su Capítulo Tercero, lo referente a sus percepciones económicas. En este sentido, el artículo 111, dispone una serie de prestaciones de carácter complementario de las cuales se beneficiarán los elementos pertenecientes a estas corporaciones. 

Ahora bien, la Ley en comento, en el Título Primero de su Libro Segundo, regula lo concerniente a la función policial, describiéndola esencialmente como la prevención del delito y la preservación de la paz y el orden públicos. En este sentido, el artículo 76 brinda una clasificación de las corporaciones policiales que integran el Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, siendo esta la siguiente:

I.
De prevención especial y general del delito y para sancionar las faltas administrativas: 

a)
Fuerza Coahuila, que es la corporación policial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza a cargo de la Comisión Estatal de Seguridad.

b)
El Cuerpo Especializado de Seguridad Pública de la PRONNIF; y 

c)  
Los grupos especializados de policía metropolitana que se conformarán con elementos de Fuerza Coahuila y cuando así se convenga con los ayuntamientos respectivos, con integrantes de las Policías Preventivas Municipales.  

d)  
Las Policías Preventivas Municipales con competencia en las circunscripciones territoriales que les correspondan.  

II.
En la investigación y persecución del delito, bajo la conducción y mando del Ministerio Público: 

a)
La Policía Investigadora a cargo de la Procuraduría, la cual tendrá competencia en todo el Estado, y 

b)
Las demás corporaciones policiales en los términos de las disposiciones legales aplicables.

En esta tesitura, el Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, es consciente de la importantísima labor que llevan a cabo los miembros de las corporaciones policiales estatales, y por ello considera un acto de justicia brindarles seguridad a ellos y a sus familias, a través del establecimiento de una serie de prestaciones de carácter complementario que buscan compensar de alguna forma, el alto riesgo que diariamente corren en el cumplimiento de sus funciones de combatir y prevenir el delito y mantener la paz y el orden público.

Así, la presente iniciativa de Decreto instituye para los elementos pertenecientes a las corporaciones policiales que forman parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública, un seguro de vida y de gastos funerarios, para el caso de fallecimiento, pago de marcha, así como la cobertura de los gastos médicos en caso de incapacidad generada por el ejercicio de sus funciones; cabe mencionar, que los mencionados beneficios tienen el carácter de complementario, como reconocimiento expreso al esfuerzo que llevan a cabo en la lucha contra el crimen organizado, por lo cual no excluirán cualquier otra prestación a la que tuvieren derecho.

TERCERO.- La seguridad en nuestro Estado, es pieza fundamental para el mejor funcionamiento del mismo, pues el proveer a las y los ciudadanos de un medio ambiente adecuado permite el libre desarrollo de su personalidad y les dota de tranquilidad y certeza sobre su integridad personal, patrimonial y social, circunstancias que coadyuvan de manera sustancial a que nuestra entidad tenga un más alto crecimiento económico y las y los coahuilenses una mejor calidad de vida.

Para quienes dictaminamos, no pasa de inadvertido que nuestro País y nuestro Estado pasaron en los últimos años por situaciones de violencia e inseguridad a las que se ha hecho frente de manera valiente y responsable y en las cuales la participación de las corporaciones policíacas que forman parte del Sistema de Seguridad Pública estatal fue y ha sido crucial. 

En este contexto es que, los integrantes de estas comisiones unidas, después de valorar las consideraciones que motivan la expedición del proyecto de Decreto, coincidimos plenamente con quien lo suscribe en que es imprescindible reconocer la importantísima labor que llevan a cabo los elementos de seguridad estatales, al arriesgar su integridad en aras de garantizar la paz y la seguridad de todos los ciudadanos, por lo cual resulta más que adecuado, un acto de justicia, fijar una serie de prestaciones de carácter complementario para compensar de alguna forma, el alto riesgo que diariamente corren en el cumplimiento de sus funciones.

Es por todo lo anterior, que a través del proyecto de Decreto que se dictamina, se propone otorgarle a las corporaciones policiales que son parte del Sistema Estatal de Seguridad Publica, un seguro de vida y de gastos funerarios, para el caso de fallecimiento, el pago de marcha, así como la cobertura de los gastos médicos en caso de incapacidad generada por el ejercicio de sus funciones, todo esto con carácter de complementario a las prestaciones a las que ya tienen derecho.

Por las consideraciones que anteceden, es que se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente proyecto de:

DECRETO QUE ESTABLECE LAS BASES DE COMPENSACIÓN ECONÓMICA QUE SE OTORGARÁN A LOS ELEMENTOS DE SEGURIDAD PÚBLICA INTEGRANTES DE LAS CORPORACIONES POLICIALES QUE FORMAN PARTE DEL SISTEMA ESTATAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL LIC. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO PRIMERO.- Son sujetos del presente Decreto los elementos pertenecientes a las corporaciones policiales que forman parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública, en los términos de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Los elementos mencionados en el artículo anterior, gozarán por virtud del presente Decreto, de las siguientes prestaciones:

I. Pensión por fallecimiento;

II. Pensión por incapacidad en el ejercicio de sus funciones;

III. Seguro de vida;

IV. Seguro de gastos médicos en caso de incapacidad en el ejercicio de sus funciones;

V. Pago de marcha; y

VI. Pago de gastos funerarios en el caso de fallecimiento.

ARTÍCULO TERCERO.- En caso de fallecimiento, tendrá derecho a percibir una compensación económica de carácter vitalicio, por el monto equivalente al del salario que venía devengando el elemento a la fecha del deceso, el cónyuge supérstite, concubina o concubino, o pactante civil de solidaridad sobrevivientes, mientras no contraiga nuevo matrimonio, o inicie nuevo concubinato, o pacto civil de solidaridad. 

En caso de que los sobrevivientes a que se contrae el párrafo anterior crearen una nueva relación jurídica de matrimonio, concubinato o pacto civil de solidaridad; los hijos del elemento, recibirán la compensación económica de referencia, mientras acrediten continuar con sus estudios hasta el grado de Licenciatura o cualquier otro análogo.

 ARTÍCULO CUARTO.- En el caso de incapacidad permanente, o que imposibilite al elemento afectado para el ejercicio de las funciones que venía desempeñando, derivada del ejercicio de sus funciones, el Ejecutivo del Estado entregará, previa solicitud, una compensación económica consistente en el pago mensual de la cantidad a que se refiere el artículo anterior.

La compensación económica prevista en el párrafo anterior, se entregará de forma vitalicia al elemento que acredite dicha incapacidad.

ARTÍCULO QUINTO.- El monto de las pensiones por Fallecimiento y por Incapacidad en el ejercicio de sus funciones se actualizará conforme a los incrementos en el tabulador de sueldos correspondiente que en el futuro se autoricen.

ARTÍCULO SEXTO.- Los elementos pertenecientes a las corporaciones policiales que forman parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública, contarán con un seguro de vida en los términos de las pólizas que para el efecto celebre la Secretaría de Finanzas.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- El Estado cubrirá, en los términos de las pólizas que para el efecto celebre la Secretaría de Finanzas, los gastos médicos originados en virtud de la incapacidad que sufrieren los elementos pertenecientes a las corporaciones policiales que forman parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública en los términos de este instrumento, incluyendo en su caso, la instalación de prótesis y demás medidas terapéuticas necesarias para su recuperación.

ARTÍCULO OCTAVO.- Los elementos pertenecientes a las corporaciones policiales que forman parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública, gozarán de la prestación del pago de marcha, en caso de fallecimiento.

La prestación prevista en el presente artículo será consistentes en el pago, en una sola exhibición, de tres meses del salario que venía devengando el elemento al momento de que ocurra su deceso.

ARTÍCULO NOVENO.- El pago de marcha, se entregará a los familiares sobrevivientes al elemento, en el siguiente orden:

I. A los hijos menores de edad o que habiendo superado la mayoría de edad, se encuentren cursando sus estudios, hasta el grado de licenciatura o cualquier otro análogo;

II. Al cónyuge supérstite, concubina o concubino, o pactante civil de solidaridad sobrevivientes, que al momento de presentar la solicitud, no haya contraído nuevo matrimonio, o inicie nuevo concubinato, o pacto civil de solidaridad; y

III. A los ascendientes en línea recta, hasta el primer grado.

ARTÍCULO DÉCIMO.- En el caso de fallecimiento de los integrantes de las corporaciones objeto del presente Decreto, el Estado cubrirá los gastos funerarios de los mismos, requiriendo únicamente la presentación del acta de defunción del elemento, así como los documentos en los que se hagan constar los gastos del sepelio.

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Las solicitudes a que se refiere el presente Decreto, se tramitarán por conducto de la Secretaría de Finanzas; estando facultada para verificar y determinar el cumplimiento de los supuestos para acceder a los beneficios contemplados en el mismo.

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO.- Podrán solicitar los beneficios sociales previstos en este Decreto, el mismo elemento policial, o en su caso, su cónyuge, concubino o concubina, compañero o compañera civil, familiares, su superior jerárquico, o cualesquiera otro miembro de las corporaciones policiacas a que se refiere el presente.
ARTÍCULO DECIMO TERCERO.- La Secretaría de Finanzas deberá designar las partidas presupuestales que serán afectadas con la finalidad de aportar los recursos necesarios para solventar las compensaciones económicas materia del presente Decreto durante el primer ejercicio fiscal, debiendo incluirlas en el presupuesto de egresos correspondiente, en los años subsecuentes.

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- La compensación económica a que se aduce en el presente Decreto, tendrá el carácter de complementaria, y por lo tanto, será independiente de cualquier otro beneficio a que se tuviere derecho.

ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO.- Todo lo no previsto en el presente Decreto será resuelto por el Ejecutivo del Estado.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Los beneficios sociales que se establecen en el presente Decreto, se aplicarán en forma retroactiva a los elementos policiales que hayan perdido la vida, o resultado con incapacidad, en los términos del mismo, a partir del 1 de diciembre del 2011.

Para efectos del presente artículo, se considerarán elementos policiales además, los previstos en la Ley del Sistema de Seguridad Pública contemplados en la Ley del Sistema de Seguridad Pública publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 19 de junio del 2009, abrogada mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado en fecha 9 de marzo del 2016, en virtud del cual se expide la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Georgina Cano Torralva, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Shamir Fernández Hernández (Coordinador), Dip. Jesús de León Tello (Secretario), Dip. Graciela Trueba Carrillo, Dip. Verónica Martínez García, Dip. María del Socorro Lozano. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de septiembre de 2017.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 19 del mes de septiembre del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública, la iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 106, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contiene reforma al artículo 1°, que se publicó en el Diario Oficial de la Federación con fecha 10 de junio de 2011, previendo que todas las personas gozan de los derechos humanos reconocidos en nuestra Constitución Federal y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano es parte. A su vez, el artículo 18 constitucional con motivo de la reforma señalada, fue adicionado en su párrafo segundo, incorporándose una base más en la organización del Sistema Penitenciario: “el respeto a los derechos humanos”.

En atención a las citadas reformas constitucionales, el 16 de junio del 2016, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se expide la Ley Nacional de Ejecución Penal, que tiene como objeto establecer las normas que deben de observarse durante el internamiento por prisión preventiva, en la ejecución de penas y en las medidas de seguridad impuestas como consecuencia de una resolución judicial, así como el establecimiento de los procedimientos para resolver las controversias que surjan con motivo de la ejecución penal y regular los medios para lograr la reinserción social; que en la misma fecha se publicó la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes que tiene por objeto establecer el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes en la República Mexicana; garantizar los derechos humanos de las personas adolescentes a quienes se les impute o resulten responsables de la comisión de hechos tipificados como delitos; establecer los principios rectores del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes en la República Mexicana; establecer las bases, requisitos y condiciones de los mecanismos alternativos de solución de controversias del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes; determinar las medidas de sanción correspondientes a quienes se les compruebe la comisión de un hecho señalado como delito por las leyes penales durante su adolescencia según su grupo etario; definir las instituciones, órganos y autoridades especializados, así como delimitar y distribuir sus atribuciones y funciones para la aplicación de las normas del Sistema; establecer los procedimientos de ejecución de medidas de sanción y los relativos para resolver las controversias que surjan con motivo de la ejecución de las medidas; y determinar los mecanismos de cumplimiento, sustitución y terminación de las medidas de sanción.

Aunado a lo anterior y atendiendo a la necesidad de crear instituciones que además de cumplir con los ordenamientos legales existentes reúnan los requisitos establecidos por las organizaciones protectoras de los derechos humanos, tal como lo funda el Pronunciamiento sobre el Perfil del Personal Penitenciario en la República Mexicana emitido por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos el cual establece: que el personal de las instituciones de reclusión cuente con el perfil adecuado, con competencias profesionales de acuerdo a los fines del Sistema Penitenciario. 

Con fundamento en la Ley Nacional de Ejecución Penal, la custodia penitenciaria,  realiza actividades operativas y/o sustantivas en los Centros de Penitenciarios, teniendo como propósito el desarrollar los conocimientos, habilidades, actitudes y capacidades necesarias para fortalecer su desempeño específico en el área de competencia, orientados en la ejecución de la pena y la reinserción social; considerar que la labor realizada por dicho personal se limita a mantener el orden, vigilar corredores y estar atento para detectar disturbios, extravía por completo la misión de este servicio, limitándolo a la labor de vigilante.

Por lo que respecta a los elementos de seguridad y custodia de los Centros de Internamiento Especializados en Adolescentes estos desarrollan actividades si bien semejantes a las de un elemento de custodia adscrito a un Centro Penitenciario, las personas a quienes tienen a cargo, su seguridad y custodia, son adolescentes, con necesidades muy particulares y diversas a las de un adulto; es por ello que en la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes surge la figura de los Guías Técnicos, quienes son los responsables de velar por la integridad física de los adolescentes, quienes cuentan con capacitación especializada para interactuar con los mismos.

En virtud de lo anterior y atendiendo al Pronunciamiento emitido por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos respecto al “Perfil del Personal Penitenciario en la República Mexicana”, si bien es cierto la custodia penitenciaria y guías técnicos, se encuentran acotados a la estructura policial, es importante redefinir el concepto de los mismos atendiendo al objetivo que desempeñan, debiendo comprender a la función penitenciaria como un servicio público diferenciado del policial que debe incorporar a personas formadas profesionalmente con vocación para prestar ese servicio, que conozcan sobre el mismo y se orienten al desarrollo de los medios que prevé el artículo 18 párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para el logro del objetivo de la reinserción social.

No omito manifestar que con la finalidad de lograr una armonización normativa entre la legislación estatal y federal a través de la homologación de criterios, se dote al Sistema Penitenciario de fortaleza institucional, contribuyendo todo ello a la seguridad pública y garantizando la reinserción social de las personas privadas de la libertad en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Con base en lo anterior, se propone en la presente iniciativa la modificación en los artículos 75 y 76 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de armonizar las denominaciones adoptadas por la Ley Nacional de Ejecución Penal y por la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, haciendo referencia expresa a la custodia penitenciaria y a los guías técnicos. 

Por otra parte, dentro del contexto del armonización normativa y de modelo de gestión del Sistema Penitenciario, en virtud de las diversas reformas en materia federal, que buscan consolidar a las instituciones penitenciarias tanto federales como estatales, dentro de un marco jurídico que regule cada una de sus actividades y fortalezca a dichas instituciones se presenta el proyecto de Reforma de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza.

La Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en su artículo 108  señala que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, el estado y los municipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la prevención especial y general de los delitos, su investigación y persecución, la reinserción social del sentenciado, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en esta Constitución.

Además de lo anterior, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en su artículo 111 establece que la función de seguridad pública estatal comprende el sistema penitenciario, que se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción a la sociedad de las personas sentenciadas y procurar que no vuelvan a delinquir, observando los beneficios que para ellas prevé la ley. 

El Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017 contiene algunas estrategias, mismas que sustentan los objetivos, ordenados en los cuatro ejes rectores del proyecto de gobierno: Un Nuevo Gobierno, Una Nueva Ruta al Desarrollo Económico, Una Nueva Propuesta para el Desarrollo Social y Un Nuevo Pacto Social. Así, como parte del eje Un nuevo Pacto Social y dentro del tema de la seguridad pública involucra también a los Centros Penitenciarios del Estado, a través de la modernización del sistema penitenciario, moderno y seguro, basado en los criterios de la reinserción social, de educación, salud, deporte, trabajo y capacitación.
El objetivo de esta iniciativa es redefinir al Sistema Penitenciario consolidándolo sobre bases bien delimitadas que brinde las condiciones adecuadas para que dicho Sistema tenga la capacidad de realizar apropiadamente las acciones encaminadas a la reinserción social de las personas privadas de la libertad que se encuentran en los Centros Penitenciarios del Estado así como aquellos adolescentes que permanecen en los Centros de Internamiento Especializados en Adolescentes.

En tal sentido y en cumplimiento a los acuerdos tomados en la Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario, respecto a los ejes de planeación, armonización normativa, capacitación y desarrollo penitenciario, infraestructura y equipamiento, interoperabilidad y sistemas y corresponsabilidad para la reinserción social y de manera muy particular en el modelo de gestión que permite establecer las formas idóneas de operación y las estructuras orgánicas, con base en el diseño de procesos y protocolos de la administración penitenciaria y con el único fin de dar cumplimiento a los compromisos federales y estatales en lograr la consolidación del Sistema Penitenciario federal y estatal, brindándole la fortaleza institucional,  mediante la armonización normativa, garantizando en todo momento el debido proceso penitenciario con estricto respeto a los derechos humanos, de la operación basada en la homologación de protocolos, acciones en cada una de las entidades federativas y en estándares que permitan coadyuvar a la seguridad pública y garantizar la reinserción social de las personas privadas de la libertad en el Estado de Coahuila de Zaragoza.
TERCERO.- Los integrantes de estas comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública, coincidimos en que la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de derechos humanos, que fue publicada en el año 2011 en el Diario Oficial de la Federación, ha constituido un parte aguas en la vida constitucional de nuestro país, que nos obliga a adecuar el actuar de las instituciones mediante reformas a nuestros ordenamientos, con la finalidad de salvaguardar plenamente estos derechos.

Como adecuadamente se alude en la exposición de motivos de la iniciativa, la citada reforma incluyó modificaciones al segundo párrafo del artículo 18 de la carta magna, disposición concerniente a la garantía, respeto y observancia de los derechos humanos dentro de los sistemas penitenciarios, previsión que a la letra dice:

“El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres para tal efecto”.

A raíz de estas modificaciones constitucionales y a la expedición de la Ley Nacional de Ejecución Penal, y de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, el 16 de junio del 2016, se generó en nuestro país un nuevo entramado jurídico sobre el sistema penitenciario.

En este orden de ideas para quienes dictaminamos resulta evidente la necesidad y obligación que emanan de estas nuevas disposiciones  de carácter nacional, de armonizar la legislación estatal a los diversos ordenamientos.

Así, estas Comisiones Unidas, una vez realizado el estudio y análisis del contenido y alcance de la iniciativa que se dictamina, llegamos a la conclusión de que la misma es procedente y que además, permitirá, construir modelos más eficientes y adecuados, que coadyuven a un mejoramiento de los sistemas penitenciarios en el Estado.

Asimismo los integrantes de estas comisiones, estimamos imperante que nuestra legislación contemple los mecanismos necesarios para lograr un eficaz funcionamiento del sistema penitenciario, y así lograr el objetivo que el proponente menciona en su exposición de motivos, que es el de redefinir al Sistema Penitenciario consolidándolo sobre bases bien delimitadas que brinden las condiciones adecuadas para que dicho sistema tenga la capacidad de realizar apropiadamente las acciones encaminadas a la reinserción social de las personas privadas de la libertad que se encuentran en los centros penitenciarios del Estado, así como aquellos adolescentes que permanecen en los Centros de internamiento especializados en Adolescentes.

Por todo lo expuesto anteriormente, es que los integrantes de estas comisiones dictaminadoras, vemos oportunas las reformas tanto a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, como a la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza y en atención a ello, es que estimamos pertinente poner a consideración del pleno el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se modifican la fracción V del artículo 75; el numeral 5 en el inciso a) fracción I del artículo 76, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 75. …
…
I. a IV. …

V.
Custodia penitenciaria y guías técnicos: que comprende la protección de los centros penitenciarios y de internamiento para adolescentes; 

VI. …

Artículo 76. …
…

I.
…

a)…

1 a 4…

5.
De Custodia penitenciaria y guías técnicos.
b) a d) …

II.
…

…

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se modifican la fracción XVI del artículo 2; el inciso a) en la fracción III del artículo 6; los párrafos primero, segundo y las fracciones III, VII y XI del artículo 57; el primer párrafo del artículo 58; los artículos 59, 60; las fracciones X y XI del artículo 62; y las fracciones IV y V del artículo 66, de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 2. …
I a XV…

XVI. 
Titular de la Unidad del Sistema: Titular de la Unidad del Sistema Estatal Penitenciario.

Artículo 6. …

I a II. …

III.
… 

a) 
Unidad del Sistema Estatal Penitenciario

b)
…
Artículo 57. La Unidad del Sistema Estatal Penitenciario, tendrá a su cargo la operación de los Centros Penitenciarios del estado; así como la de los Centros de Internamiento Especializados en Adolescentes, en los términos de la Ley de la materia, así como la ejecución y vigilancia de las medidas cautelares decretadas por autoridad judicial, en los términos previstos por las disposiciones aplicables. Estará bajo la dirección de un Titular, quien tendrá la categoría de Comisario General.  

El Titular de la Unidad del Sistema Estatal Penitenciario será nombrado y removido por el Gobernador del Estado, a propuesta del Secretario de Gobierno y tendrá a su cargo el ejercicio de las atribuciones siguientes:

I a II. …

III. 
Organizar, supervisar y administrar los establecimientos penitenciarios y centros de internamiento especializados en adolescentes en el estado;

IV a VI…

VII. 
Aplicar los tratamientos adecuados a las personas privadas de la libertad, sus actividades culturales, sociales, deportivas, entre otras; garantizando que estos tratamientos estén libres de estereotipos de género;

VIII a X…

XI. 
Estudiar y presentar al juez de ejecución, para su aprobación, los informes que le rindan los comités técnicos interdisciplinarios, sobre el otorgamiento de beneficios a cada persona privada de la libertad;

XII y XIII. …

Artículo 58. El Titular de la Unidad del Sistema Estatal Penitenciario, deberá satisfacer los siguientes requisitos:

I a IX. …

Artículo 59. La Unidad del Sistema Estatal Penitenciario, para el desempeño de sus funciones contará con las unidades administrativas establecidas en la Ley Nacional de Ejecución Penal, Reglamento del Sistema Estatal Penitenciario y las demás que estime pertinentes para el cumplimiento de sus atribuciones; así como con el personal que se requiera, y el presupuesto lo permita.  

Artículo 60. Las atribuciones de las unidades señaladas en el artículo que antecede serán las establecidas específicamente en el Reglamento de la Unidad del Sistema Estatal Penitenciario y demás ordenamientos jurídicos aplicables.  

Artículo 62. …

I a IX…

X. 
Coadyuvar con la Unidad del Sistema Estatal Penitenciario, en la vigilancia, ejecución de operativos de revisión, cateos, restauración del orden, traslados de personas privadas de la libertad, dentro del marco de la legalidad, conforme a lo previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

XI. 
Supervisar la protección de los Centros Penitenciarios y de los Centros de Internamiento Especializados en Adolescentes; 

XII a XXXII…

Artículo 66. …

I a III. …

IV. 
Auxiliar a las autoridades penitenciarias para llevar a cabo el traslado de personas privadas de la libertad entre los Centros Penitenciarios, así como de los Centros de Internamiento Especializados en Adolescentes; 

V. 
Auxiliar a las autoridades penitenciarias para el traslado de personas privadas de la libertad de los Centros Penitenciarios y de los Centros de Internamiento Especializados en Adolescentes a las salas de audiencia de los juzgados federales y estatales que así lo soliciten; 

VI a XIV. …

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Las autoridades penitenciarias en el ámbito de sus atribuciones realizarán las acciones tendientes a las modificaciones en los Reglamentos interiores de los Centros Penitenciarios y Centros de Internamiento Especializados en Adolescentes.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Georgina Cano Torralva, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Shamir Fernández Hernández (Coordinador), Dip. Jesús de León Tello (Secretario), Dip. Graciela Trueba Carrillo, Dip. Verónica Martínez García, Dip. María del Socorro Lozano Dávila. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de septiembre de 2017.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado, para que desincorpore del dominio público y enajene a título gratuito, un predio de su propiedad con una superficie de 2,584.2161 M2., ubicada en el Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a favor del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, con objeto de que sea utilizado única y exclusivamente para el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y de las disposiciones jurídicas que se deriven de las mismas.

RESULTANDO
PRIMERO. Que, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 19 de septiembre de 2017, se acordó turnar a esta Comisión de Finanzas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. - Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 91, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.  Que la iniciativa se sustentó en la siguiente exposición de motivos.

TERCERO. 
Uno de los objetivos primordiales de ésta Administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017 y los programas que de éste se deriven, con los sectores social, productivo, cultural y educativo, para favorecer el desarrollo de nuestra Entidad. 

En virtud de lo anterior, uno de ellos es fortalecer y estrechar los vínculos de coordinación y colaboración entre los poderes públicos con el propósito de sumar esfuerzos y vincular tareas que den como resultado una acción gubernamental más eficaz.

En ese sentido, mediante Decreto 903, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 14 de julio de 2017, se reformaron y adicionaron diversas disposiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Entre dichas modificaciones, resulta de trascendental importancia la adición de un Capítulo II al Título Séptimo de la misma.

Ahora bien, el Artículo 168-A, añadido mediante la reforma en cuestión; constituye el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza como un órgano jurisdiccional, como autonomía para dictar sus fallos y con personalidad jurídica y patrimonio propios; que tiene la tarea de dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública estatal y municipal y los particulares, así como la imposición de sanciones derivadas de la comisión de responsabilidades administrativas graves de servidores públicos, y de particulares que vinculen su conducta con dichas faltas administrativas.

En este orden de ideas, el Gobierno del Estado es propietario y poseedor con plena potestad de un predio identificado como la “Biblioteca Pública Central” con una superficie total de 2,584.2161 M2., ubicado en el municipio de Saltillo, Coahuila. Amparado en la Escritura Pública Número 127 de fecha 09 de noviembre de 2001, pasada ante la fe del Notario Público Número 16, Licenciado Raúl P. García Elizondo, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de la ciudad de Saltillo bajo la Partida 108471, Libro 1085, Sección I.S.C., de fecha 02 de agosto de 2002.

En tal virtud, el Gobierno del Estado, ha resuelto enajenar a título gratuito el bien inmueble que se describen, a favor del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, con la finalidad de que se destine única y exclusivamente para el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y de las disposiciones jurídicas que se deriven de las mismas.

En este sentido, conforme a la Ley General de Bienes del Estado, le corresponde al Titular del Ejecutivo, disponer de los Bienes Inmuebles del Dominio Público y Privado del Estado.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que previamente se han cubierto los requisitos necesarios para realizar la enajenación de la superficie en mención, y que por lo tanto existe la posibilidad de formalizar la transmisión de su propiedad, para llevar a cabo el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y de las disposiciones jurídicas que se deriven de las mismas, lo cual será de gran beneficio social. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y estimando que se reúnen los elementos de juicio necesarios para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL GOBIERNO DEL ESTADO PARA QUE DESINCORPORE DEL DOMINIO PÚBLICO Y ENAJENE A TÍTULO GRATUITO UN PREDIO UBICADO EN EL MUNICIPIO DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A FAVOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE COAHUILA DE ZARAGOZA
ARTÍCULO PRIMERO. - Se autoriza al Gobierno del Estado, para que desincorpore del dominio público y enajene a título gratuito, un predio de su propiedad identificado como la “Biblioteca Pública Central” con una superficie de 2,584.2161 M2., ubicada en el Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a favor del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, el cual se identifica con el siguiente:
CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 2,584.2161 m2.
	PUNTOS
	DISTANCIA
	RADIO
	CEN. CIRCUNFERENCIA
	COORDENADAS

	P1

A1
	85.5288


	
	
	298591.2419, 2814389.6274, 298670.3598, 2814366.1461

	A1

A2
	
	RADIO= 1.8184
	Cen. Circunferencia

298669.4835, 2814364.5528
	298670.3598, 2814366.1461, 298671.0197, 2817363.5799

	A2

A3
	35.3918


	
	
	298671.0197, 2814363.5799, 298653.6962, 2814332.7176

	A3

P2
	75.9339


	
	
	298653.6962, 2814332.7176, 298584.0927, 2814363.0707

	P2

P1
	27.5021


	
	
	298584.0927, 2814363.0707, 298591.2419, 2814389.6274


Con las siguientes colindancias: Al Norte con el Boulevard Francisco Coss; Al Sur con calle Presidente Cárdenas; Al Oriente con calle Purcell y Al Poniente con rotonda.

ARTÍCULO SEGUNDO. - El Gobierno del Estado acredita la propiedad del predio con la Escritura Pública Número 127 de fecha 09 de noviembre de 2001, pasada ante la fe del Notario Público Número 16, Licenciado Raúl P. García Elizondo, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de la ciudad de Saltillo, bajo la Partida 108471, Libro 1085, Secc. I.S.C., de fecha 02 de agosto de 2002.
ARTÍCULO TERCERO. - La autorización de esta operación es con el objeto de que el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, lo destine única y exclusivamente para el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y de las disposiciones jurídicas que se deriven de las mismas.

ARTÍCULO CUARTO. - Se autoriza al Titular del Ejecutivo Estatal para que, por sí, o por medio del representante legal que designe, otorgue al Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, el título de propiedad correspondiente, mismo que deberá inscribirse en la Oficina del Registro Público correspondiente.
ARTÍCULO QUINTO. - Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de Escrituración y registro del Título de Propiedad que para el efecto se expida, serán cubiertos totalmente por el Donatario.

ARTÍCULO SEXTO. - El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en el Título de Propiedad respectivo.
ARTÍCULO SÉPTIMO.-  En el supuesto de que no se formalice la operación que se autoriza, mediante la Escritura Pública de donación dentro de un plazo de dieciocho meses computado a partir de la fecha en que inicie su vigencia el presente Decreto y/o no sea destinado para el objeto señalado, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso, de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del inmueble a que se hace referencia en el Artículo Primero de este Documento, revirtiéndose de pleno derecho el inmueble al patrimonio del Gobierno del Estado.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. - Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de septiembre de 2017.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González
Secretario 
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 8,717.50 M2., conocido como “Bodegas Capellanía”, ubicado en la ciudad de Ramos Arizpe, a favor del Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, con objeto de que se fortalezca la infraestructura cultural y la recreación en dicho municipio, a través de la construcción, acondicionamiento y funcionamiento del “Teatro de la Ciudad” y del “Museo del Automóvil”.

RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 12 de septiembre del 2017, se acordó turnar a esta Comisión de Finanzas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. - Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 91, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.  Que la iniciativa se sustentó en la siguiente exposición de motivos.

TERCERO. 
Uno de los objetivos primordiales de ésta Administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017 y sus programas con los representantes de los grupos sociales y con los particulares interesados, lo que favorecerá el desarrollo social, cultural y económico del Estado.

De conformidad con lo anterior, el Gobierno del Estado confirma su vocación de coadyuvar con los municipios para favorecer la cultura y la recreación de sus habitantes y es por ello que realiza acciones para la concreción de este objetivo fundamental.

En este sentido, el Gobierno del Estado es propietario y poseedor, con pleno dominio, del inmueble conocido como “Bodegas California”, ubicado en la Zona Centro de la ciudad de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, mismo que cuenta con una superficie de 8,717.50 metros cuadrados, cuya titularidad se acredita, con el Primer Testimonio de la Escritura Pública N° 36, de fecha 12 de febrero de 2004, pasada ante la fe del Lic. Raúl P. García Elizondo, Notario Público número 16, con ejercicio en el Distrito de Saltillo, inscrita en la oficina de Saltillo del Registro Público del Estado bajo la Partida 16, Libro 1, Sección IX S.C. el 20 de agosto de 2004.

En este sentido, conforme a la Ley General de Bienes del Estado, le corresponde al Titular del Ejecutivo, disponer de los Bienes Inmuebles del Dominio Público y Privado del Estado.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que previamente se han cubierto los requisitos necesarios para realizar la enajenación de la superficie en mención, y que por lo tanto se cumpla con el interés público, para formalizar la transmisión de su propiedad, para fortalecer la infraestructura cultural y la recreación en dicho municipio, a través de la construcción, acondicionamiento y funcionamiento del “Teatro de la Ciudad” y del “Museo del Automóvil”, lo cual será de gran beneficio social. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y estimando que se reúnen los elementos de juicio necesarios para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL GOBIERNO DEL ESTADO PARA QUE ENAJENE A TÍTULO GRATUITO EL INMUEBLE CONOCIDO COMO “BODEGAS CAPELLANIA”, UBICADO EN LA CIUDAD DE RAMOS ARIZPE, A FAVOR DEL AYUNTAMIENTO DE RAMOS ARIZPE, COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO PRIMERO. - Se autoriza al Gobierno del Estado, para que enajene a título gratuito a favor del Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, el inmueble con una superficie de 8,717.50 metros cuadrados, conocido como “Bodegas Capellanía”, ubicada en Zona Centro, en la ciudad de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, la cual se identifica con el siguiente:

	CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE = 8,717.50 m²



	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	COORDENADAS

	EST
	PV
	
	
	X
	Y

	A
	3
	N 85°25’08”W
	94.92
	4999.76
	5113.27

	3
	2
	S 00°00’00”E
	65.72
	4905.14
	5120.85

	2
	1
	N 90°00’00”E
	40.16
	4905.14
	5055.13

	1
	8
	S 00°00’00”E
	49.35
	4945.30
	5055.13

	8
	F
	S 83°57’46”E
	55.01
	4945.30
	5005.79

	F
	A
	N 00°07’26”W
	113.27
	5000.00
	5000.00


ARTÍCULO SEGUNDO.- El Gobierno del Estado es propietario y poseedor, con pleno dominio, del inmueble conocido como “Bodegas California”, ubicado en la Zona Centro de la ciudad de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, mismo que cuenta con una superficie de 8,717.50 metros cuadrados, cuya titularidad se acredita, con el Primer Testimonio de la Escritura Pública N° 36, de fecha 12 de febrero de 2004, pasada ante la fe del Lic. Raúl P. García Elizondo, Notario Público número 16, con ejercicio en el Distrito de Saltillo, inscrita en la oficina del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 16, Libro 1, Sección IX S.C. el 20 de agosto de 2004.
ARTÍCULO TERCERO. - La autorización de esta operación es con el objeto de que se fortalezca la infraestructura cultural y la recreación en dicho municipio, a través de la construcción, acondicionamiento y funcionamiento del “Teatro de la Ciudad” y del “Museo del Automóvil”.

ARTÍCULO CUARTO. - Se autoriza al Titular del Ejecutivo Estatal para que, por sí, o por medio del representante legal que designe, otorgue a favor del Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, el Título de Propiedad correspondiente, mismo que deberá inscribirse en la Oficina del Registro Público correspondiente.

ARTÍCULO QUINTO. - Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de Escrituración y registro del Título de Propiedad que para el efecto se expida, serán cubiertos totalmente por el Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO SEXTO. - El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en el Título de Propiedad respectivo.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- En el supuesto de que no se formalice la operación que se autoriza, mediante la Escritura Pública de donación dentro de un plazo de veinticuatro meses computado a partir de la fecha en que inicie su vigencia el presente Decreto y/o no sea destinado para el objeto señalado, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso, de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del inmueble a que se hace referencia en el Artículo Primero de este Documento, revirtiéndose de pleno derecho el inmueble al patrimonio del Gobierno del Estado.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. - Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 21 de septiembre de 2017.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González

Secretario  
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, una fracción de terreno de su propiedad, con una superficie de 49,932.269 M2., ubicada en el Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, a favor del Colegio de Estudios  Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, con objeto de que sea utilizado única y exclusivamente para el funcionamiento de Plantel Luchana.

RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 12 de septiembre de 2017, se acordó turnar a esta Comisión de Finanzas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. - Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 91, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.  Que la iniciativa se sustentó en la siguiente exposición de motivos.

TERCERO. 
Uno de los objetivos primordiales de ésta Administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017 y los programas que de éste se deriven, con los sectores social, productivo, cultural y educativo, para favorecer el desarrollo de nuestra Entidad. 

En virtud de lo anterior, consolidar un sistema educativo con los más altos estándares de calidad, que ofrezca a toda la población una educación pertinente, incluyente e integralmente formativa, constituye uno de los ejes fundamentales del desarrollo cultural, científico, tecnológico, económico y social del Estado.

Para ello, el principal reto en el Estado es elevar la calidad de la formación académica, por lo que es de vital importancia promover que haya espacios educativos dignos y suficientes para todos los estudiantes, por ello alentar convenios de colaboración con organizaciones privadas y sociales, que coadyuven a elevar la calidad de la educación es imprescindible.

En ese sentido, reviste gran importancia colaborar con instituciones de educación de nivel medio y superior del estado que contribuyan a elevar la calidad de la educación y la formación de los jóvenes coahuilenses.

Ahora bien, el Gobierno del Estado es propietario y poseedor con plena potestad de una fracción de terreno con una superficie de 49,932.269 metros cuadrados, el cual forma parte de un predio de mayor extensión, mismo que se encuentra debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad Federal, bajo los folios Reales No. 95333/1, 29212/2, 29213/2, 29214/2, 49905/2, 5088/2, 5106/3, 5091/2, 51113/2, 29208/2, 29210/2, 29211/2, 29200/2, 29209/2, 5004/2, 5089/2, 22041/2, 5078/2, 50747/2, 21720/2, 1355/3, 5022/2, 5095/2; en virtud de que fue donada por la federación mediante el Contrato CD Y TDP- 2009-001, que consigna la donación y transmisión de Derechos Posesorios, de 2010 Inmuebles Escolares, entre los que se encuentra el predio objeto de la presente Iniciativa de Decreto.

En tal virtud, el Gobierno del Estado, ha resuelto enajenar a título gratuito el bien inmueble que se describen, a favor del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, con la finalidad que se destine única y exclusivamente para el funcionamiento del Plantel Luchana, en donde se imparta e impulse la educación media superior tecnológica a distancia en su modalidad correspondiente, así como fomentar y realizar tareas de investigación científica y tecnológica, proporcionando la calidad en el servicio educativo y su vinculación con las necesidades de desarrollo regional y nacional.

En este sentido, conforme a la Ley General de Bienes del Estado, le corresponde al Titular del Ejecutivo, disponer de los Bienes Inmuebles del Dominio Público y Privado del Estado.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que previamente se han cubierto los requisitos necesarios para realizar la enajenación de la superficie en mención, y que por lo tanto existe la posibilidad de formalizar la transmisión de su propiedad, para llevar a cabo la prestación de servicios educativos profesionales técnica y de capacitación, lo cual será de gran beneficio social. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y estimando que se reúnen los elementos de juicio necesarios para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL GOBIERNO DEL ESTADO PARA QUE ENAJENE A TÍTULO GRATUITO UN PREDIO PROPIEDAD DEL MUNICIPIO DE SAN PEDRO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A FAVOR DEL COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL ESTADO DE COAHUILA

ARTÍCULO PRIMERO. - Se autoriza al Gobierno del Estado, para que enajene a título gratuito una fracción de terreno de su propiedad, con una superficie de 49,932.269 M2., ubicada en el Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, a favor del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, con objeto de que sea utilizado única y exclusivamente para el funcionamiento de Plantel Luchana, que se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 49,932.269 m2.

	LADO
	AZIMUT
	DISTANCIA
	COORDENADAS

X                             Y

	1-2
	177°41’15.68
	222.200
	681,046.5115
	2,853,380.5881

	2-3
	87°50’26.68
	224.062
	681,055.4765
	2,853,158.5690

	3-4
	357°52’40.19
	107.332
	681,279.3789
	2,853,167.0111

	4-5
	357°52’40.19
	115.437
	681,275.4044
	2,853,274.2693

	5-1
	267°41’43.80
	224.800
	681,271.1297
	2,853,389.6274


,

ARTÍCULO SEGUNDO. - El Gobierno del Estado acredita la propiedad del predio con el Contrato CD Y TDP- 2009-001, que consigna la donación y transmisión de Derechos Posesorios, de 2010 Inmuebles Escolares, certificado del día 08 de noviembre de 2010, ante el Lic. Jesús Francisco Aguirre Garza, Notario Público No.12, con ejercicio en el Distrito Notarial de Saltillo y debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad Federal, bajo los folios Reales No. 95333/1, 29212/2, 29213/2, 29214/2, 49905/2, 5088/2, 5106/3, 5091/2, 51113/2, 29208/2, 29210/2, 29211/2, 29200/2, 29209/2, 5004/2, 5089/2, 22041/2, 5078/2, 50747/2, 21720/2, 1355/3, 5022/2, 5095/2.

ARTÍCULO TERCERO. - La autorización de esta operación es con el objeto de que el Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, lo destine única y exclusivamente para el funcionamiento del Plantel Luchana, en donde se imparta e impulse la educación media superior tecnológica a distancia en su modalidad correspondiente, así como fomentar y realizar tareas de investigación científica y tecnológica, proporcionando la calidad en el servicio educativo y su vinculación con las necesidades de desarrollo regional y nacional.

ARTÍCULO CUARTO. - Se autoriza al Titular del Ejecutivo Estatal para que, por sí, o por medio del representante legal que designe, otorgue al Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Coahuila, el título de propiedad correspondiente, mismo que deberá inscribirse en la Oficina del Registro Público correspondiente.

ARTÍCULO QUINTO. - Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de Escrituración y registro del Título de Propiedad que para el efecto se expida, serán cubiertos totalmente por el Donatario.

ARTÍCULO SEXTO. - El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en el Título de Propiedad respectivo.

ARTÍCULO SÉPTIMO.-  En el supuesto de que no se formalice la operación que se autoriza, mediante la Escritura Pública de donación dentro de un plazo de dieciocho meses computado a partir de la fecha en que inicie su vigencia el presente Decreto y/o no sea destinado para el objeto señalado, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso, de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del inmueble a que se hace referencia en el Artículo Primero de este Documento, revirtiéndose de pleno derecho el inmueble al patrimonio del Gobierno del Estado.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. - Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de septiembre de 2017.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, una fracción de terreno de su propiedad identificado como Fracción A con una superficie de 13,523.38 M2., ubicado en el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, a favor del Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila, con objeto de que se destine única y exclusivamente para impartir e impulsar la capacitación formal para el trabajo en la entidad, de manera que se eleve su calidad en función del aparato productivo y de las necesidades detectadas.

RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 19 de septiembre de 2017, se acordó turnar a esta Comisión de Finanzas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. - Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 91, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.  Que la iniciativa se sustentó en la siguiente exposición de motivos.

TERCERO. 
Uno de los objetivos primordiales de ésta Administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017 y los programas que de éste se deriven, con los sectores social, productivo, cultural y educativo, para favorecer el desarrollo de nuestra Entidad. 

En virtud de lo anterior, el coordinar acciones entre los tres órdenes de gobierno, instituciones educativas, agentes económicos y organizaciones de trabajadores para la instrumentación de programas de capacitación en y para el trabajo, es de vital importancia para el desarrollo económico del Estado.

Asimismo, acrecentar la empleabilidad de la fuerza de trabajo y brindar mayor capacitación para el autoempleo otorga mejores oportunidades a la ciudadanía coahuilense para incorporarse al sector productivo y generar ingresos, produciendo con ello una estabilidad económica.

En este contexto, el 06 de septiembre de 1994, el Gobierno del Estado, celebró un Convenio de Coordinación con el Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila, cuyo objeto, de conformidad con su cláusula primera es establecer la coordinación entre la Secretaría de Educación Pública y el Gobierno del Estado para la creación, operación y apoyo financiero del Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila, a efecto de contribuir a impulsar y consolidar los programas de capacitación para el trabajo en la Entidad.

Asimismo, en la Cláusula Sexta del referido convenio, el Gobierno del Estado se obliga a aportar a dicho instituto los predios requeridos para la construcción de sus instalaciones y de cada una de sus unidades, conforme a la ubicación y extensión que para cada caso ambas partes convengan.

Ahora bien, el Gobierno del Estado es propietario y poseedor con plena potestad de una fracción de terreno identificado como Fracción A con una superficie de 13,523.38 M2., ubicado en el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila. Amparado en la Escritura Pública Número 157 de fecha 10 de mayo de 2007, pasada ante la fe del Notario Público Número 16, Licenciado Raúl P. García Elizondo, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 208857, Libro 2089, Sección I de fecha 26 de agosto de 2008.

En tal virtud, el Gobierno del Estado, en cumplimiento del Convenio de Coordinación arriba mencionado ha resuelto enajenar a título gratuito el bien inmueble que se describe, a favor del Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila, con objeto de que se destine única y exclusivamente para impartir e impulsar la capacitación formal para el trabajo en la entidad, de manera que se eleve su calidad en función del aparato productivo y de las necesidades detectadas.

En este sentido, conforme a la Ley General de Bienes del Estado, le corresponde al Titular del Ejecutivo, disponer de los Bienes Inmuebles del Dominio Público y Privado del Estado.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que previamente se han cubierto los requisitos necesarios para realizar la enajenación de la superficie en mención, y que por lo tanto existe la posibilidad de formalizar la transmisión de su propiedad, para llevar a cabo la capacitación formal para el trabajo en la entidad, de manera que se eleve su calidad, lo cual será de gran beneficio social. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y estimando que se reúnen los elementos de juicio necesarios para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL GOBIERNO DEL ESTADO PARA QUE ENAJENE A TÍTULO GRATUITO UN PREDIO PROPIEDAD DEL MUNICIPIO DE RAMOS ARIZPE, COAHUILA DE ZARAGOZA, A FAVOR DEL INSTITUTO DE CAPACITACIÓN PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE COAHUILA.

ARTÍCULO PRIMERO. - Se autoriza al Gobierno del Estado, para que enajene a título gratuito, una fracción de terreno de su propiedad identificado como Fracción A con una superficie de 13,523.38 M2., ubicado en el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, a favor del Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila, el cual se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE 13,523.38 m2.

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	COORDENADAS

X                                    Y

	1
	2
	47.83
	N 62°00’10”W
	2
	5211.577
	95.896

	2
	3
	29.913
	N 02°33’21”E
	3
	5215.911
	125.78

	3
	4
	15.326
	N 07°19’16”E
	4
	5214.864
	140.981

	4
	5
	14.721
	N 31°41’33”E
	5
	5222.598
	153.506

	5
	6
	5.072
	N 03°52’41”E
	6
	5222.941
	158.567

	6
	7
	13.793
	N 13°59’49”W
	7
	5219.605
	171.95

	7
	8
	14.143
	N 74°51’33”W
	8
	5205.953
	175.644

	8
	9
	15.696
	N 66°05’36”W
	9
	5191.604
	182.005

	9
	10
	52.015
	N 51°57’34”W
	10
	5150.638
	214.058

	10
	11
	15.798
	S 15°59’24”E
	11
	5154.99
	198.871

	11
	12
	12.719
	S 17°18’44”W
	12
	5151.205
	186.728

	12
	13
	16.069
	S 07°43’05”E
	13
	5153.363
	170.805

	13
	14
	18.681
	S 34°36’41”E
	14
	5163.974
	155.43

	14
	15
	18.308
	S 31°05’38”W
	15
	5154.519
	139.752

	15
	16
	24.717
	S 69°58’48”W
	16
	5131.295
	131.29

	16
	17
	11.095
	S 08°11’33”E
	17
	5132.876
	120.309

	17
	18
	20.876
	S 33°48’10”E
	18
	5144.49
	102.962

	18
	19
	21.278
	S 11°28’38”W
	19
	5140.257
	82.109

	19
	20
	44.987
	S 48°29’05”E
	20
	5173.942
	52.291

	20
	21
	26.125
	S 14°19’47”E
	21
	5180.408
	26.979

	21
	22
	14.298
	S 01°33’47”W
	22
	5180.018
	12.686

	22
	23
	11.351
	S 15°06’01”W
	23
	5177.061
	1.727

	23
	35
	9.95
	S 05°58’41”W
	35
	5176.025
	-8.169

	35
	34
	16.323
	S 81°42’15”E
	34
	5215.522
	-13.928

	34
	29
	89.408
	N 08°17’45”E
	29
	5220.91
	23.026

	29
	29-A
	25.5
	N 08°17’45”E
	29-A
	5224.589
	48.26

	29-A
	32-A
	46.5
	S 69°56’43”E
	32-A
	5268.27
	32.314

	24
	25
	23.116
	N 18°36’02”W
	33
	5260.897
	54.223

	33
	1
	20.00
	N 20°14’21”W
	1
	5253.81
	73.444


ARTÍCULO SEGUNDO. - El Gobierno del Estado acredita la propiedad del predio con la Escritura Pública Número 157 de fecha 10 de mayo de 2007, pasada ante la fe del Notario Público Número 16, Licenciado Raúl P. García Elizondo, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de la ciudad de Saltillo, bajo la Partida 208857, Libro 2089, Secc. I, de fecha 26 de agosto de 2008.

ARTÍCULO TERCERO. - La autorización de esta operación es con el objeto de que el Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila, lo destine única y exclusivamente para impartir e impulsar la capacitación formal para el trabajo en la entidad, de manera que se eleve su calidad en función del aparato productivo y de las necesidades detectadas.

ARTÍCULO CUARTO. - Se autoriza al Titular del Ejecutivo Estatal para que, por sí, o por medio del representante legal que designe, otorgue al Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila, el título de propiedad correspondiente, mismo que deberá inscribirse en la Oficina del Registro Público correspondiente.

ARTÍCULO QUINTO. - Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de Escrituración y registro del Título de Propiedad que para el efecto se expida, serán cubiertos totalmente por el Donatario.

ARTÍCULO SEXTO. - El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en el Título de Propiedad respectivo.

ARTÍCULO SÉPTIMO.-  En el supuesto de que no se formalice la operación que se autoriza, mediante la Escritura Pública de donación dentro de un plazo de dieciocho meses computado a partir de la fecha en que inicie su vigencia el presente Decreto y/o no sea destinado para el objeto señalado, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso, de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del inmueble a que se hace referencia en el Artículo Primero de este Documento, revirtiéndose de pleno derecho el inmueble al patrimonio del Gobierno del Estado.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. - Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 de septiembre de 2017.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González

Secretario 
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito, seis lotes de terrenos con una superficie total de  14,231.60 M2., ubicado en el fraccionamiento “Los Álamos” de esa ciudad, a favor de la Inmobiliaria y Constructora Los Álamos, S.A. a fin de regularizar la tenencia de la tierra, el cual fue desincorporado con Decreto número 930 publicado en el Periódico Oficial de fecha 09 de septiembre de 2017.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 12 de septiembre de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 15 de septiembre de 2017, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito, seis lotes de terrenos con una superficie total de  14,231.60 M2., ubicado en el fraccionamiento “Los Álamos” de esa ciudad, a favor de la Inmobiliaria y Constructora Los Álamos, S.A., el cual fue desincorporado con Decreto número 930 publicado en el Periódico Oficial de fecha 09 de septiembre de 2017.

La superficie antes mencionada se identifica de la siguiente manera:

1.- Manzana JL s/n Lote, con una superficie de 7,670.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 83.00 metros y colinda con calle Paseo del Roble y en 43.80 metros con Avenida Los Pinos.

Al Sur:
mide 143.50 metros y colinda con calle Paseo del Roble.

Al Oriente:
mide 28.80 metros y colinda con Avenida Los Pinos, en 46.00 metros con Avenida Los Pinos.

Al Poniente:
mide 74.00 metros y colinda con calle Paseo del Roble.

2.- Manzana A Lote 1A, con una superficie de 841.60 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Sur:
mide 31.00 metros y colinda con límite del Fraccionamiento calle Hidalgo.

Al Oriente:
mide 80.00 metros y colinda con Blvd. Los Álamos.

Al Poniente:
mide 70.00 metros y colinda con arrollo seco.

3.- Manzana 1B Lotes 43 y 44, con una superficie de 1,080.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 30.00 metros y colinda con Lote 42.

Al Sur:
mide 30.00 metros y colinda con Lote 45.

Al Oriente:
mide 36.00 metros y colinda con calle Paseo del Roble.

Al Poniente:
mide 36.00 metros y colinda con límite del Fraccionamiento.

4.- Manzana V Lote 5, con una superficie de 580.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 29.00 metros y colinda con Lote 6.

Al Sur:
mide 29.00 metros y colinda con Lote 4.

Al Oriente:
mide 20.00 metros y colinda con callejón de servicio de por medio con Lote 12.

Al Poniente:
mide 20.00 metros y colinda con Avenida Los Pinos.

5.- Manzana X Lote s/n, con una superficie de 3,110.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 80.00 metros y colinda con calle Gardenia.

Al Sur:
mide 80.00 metros y colinda con Avenida Los Pinos.

Al Oriente:
mide 40.00 metros y colinda con calle Paseo del Tul.

Al Poniente:
mide 40.00 metros y colinda con calle Paseo de las Palmas.

6.- Manzana G Lote 12, con una superficie de 950.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 25.00 metros y colinda con calle Paseo de los Olivos.

Al Sur:
mide 25.00 metros y colinda con callejón de servicio de por medio con Lote 2.

Al Oriente:
mide 39.00 metros y colinda con Lote 13.

Al Poniente:
mide 37.00 metros y colinda con Lote 11.

Dichos inmuebles se encuentran inscritos a favor del R. Ayuntamiento de Ciudad Acuña, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Acuña del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 1777, Foja 200, Libro 6, Sección I, de fecha 5 de junio de 1981.

TERCERO. La autorización de esta operación es fomentar la vivienda, con objeto de llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Acuña, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de garantizar la posesión del inmueble para fomentar la vivienda y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Acuña, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito, seis lotes de terrenos con una superficie total de 14,231.60 M2., ubicado en el fraccionamiento “Los Álamos” de esa ciudad, a favor de la Inmobiliaria y Constructora Los Álamos, S.A., el cual fue desincorporado con Decreto número 930 publicado en el Periódico Oficial de fecha 09 de septiembre de 2017.

La superficie antes mencionada se identifica de la siguiente manera:

1.- Manzana JL s/n Lote, con una superficie de 7,670.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 83.00 metros y colinda con calle Paseo del Roble y en 43.80 metros con Avenida Los Pinos.

Al Sur:
mide 143.50 metros y colinda con calle Paseo del Roble.

Al Oriente:
mide 28.80 metros y colinda con Avenida Los Pinos, en 46.00 metros con Avenida Los Pinos.

Al Poniente:
mide 74.00 metros y colinda con calle Paseo del Roble.

2.- Manzana A Lote 1A, con una superficie de 841.60 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Sur:
mide 31.00 metros y colinda con límite del Fraccionamiento calle Hidalgo.

Al Oriente:
mide 80.00 metros y colinda con Blvd. Los Álamos.

Al Poniente:
mide 70.00 metros y colinda con arrollo seco.

3.- Manzana 1B Lotes 43 y 44, con una superficie de 1,080.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 30.00 metros y colinda con Lote 42.

Al Sur:
mide 30.00 metros y colinda con Lote 45.

Al Oriente:
mide 36.00 metros y colinda con calle Paseo del Roble.

Al Poniente:
mide 36.00 metros y colinda con límite del Fraccionamiento.

4.- Manzana V Lote 5, con una superficie de 580.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 29.00 metros y colinda con Lote 6.

Al Sur:
mide 29.00 metros y colinda con Lote 4.

Al Oriente:
mide 20.00 metros y colinda con callejón de servicio de por medio con Lote 12.

Al Poniente:
mide 20.00 metros y colinda con Avenida Los Pinos.

5.- Manzana X Lote s/n, con una superficie de 3,110.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 80.00 metros y colinda con calle Gardenia.

Al Sur:
mide 80.00 metros y colinda con Avenida Los Pinos.

Al Oriente:
mide 40.00 metros y colinda con calle Paseo del Tul.

Al Poniente:
mide 40.00 metros y colinda con calle Paseo de las Palmas.

6.- Manzana G Lote 12, con una superficie de 950.00 M2., con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 25.00 metros y colinda con calle Paseo de los Olivos.

Al Sur:
mide 25.00 metros y colinda con callejón de servicio de por medio con Lote 2.

Al Oriente:
mide 39.00 metros y colinda con Lote 13.

Al Poniente:
mide 37.00 metros y colinda con Lote 11.

Dichos inmuebles se encuentran inscritos a favor del R. Ayuntamiento de Ciudad Acuña, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Acuña del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 1777, Foja 200, Libro 6, Sección I, de fecha 5 de junio de 1981.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es fomentar la vivienda, con objeto de llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Acuña, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 21 de septiembre de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
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	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, DE URGENTE U OBVIA RESOLUCIÓN, QUE PRESENTA LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA EN FORMA CONJUNTA CON LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA A LOS PARTIDOS POLÍTICOS A QUE SE SUMEN A LA INICIATIVA DEL PRI DE APOYAR CON EL 25% DE SU PRESUPUESTO ANUAL A LOS DAMNIFICADOS DE LOS SISMOS QUE SE PRESENTARON LOS DÍAS SIETE Y DIECINUEVE DE SEPTIEMBRE DEL PRESENTE AÑO EN DIVERSOS PUNTOS DE NUESTRO PAÍS, ASÍ COMO DE SOLICITAR AL INE ANALIZAR LA POSIBILIDAD DE DESTINAR POR ÚNICA OCASIÓN LO RECABADO POR CONCEPTO DE MULTAS FIJADAS A PARTIDOS POLÍTICOS PARA EL MISMO FIN.

H. CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA:

P R E S E N T E.-

Quienes suscriben, Dip. Verónica Martínez García conjuntamente con los integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional en la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 21, fracción VI, 179, 180, 181 y 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, ponemos a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, de urgente u obvia resolución, a razón de las siguientes:
CONSIDERACIONES

La noche del pasado 7 de septiembre se registró en nuestro país un sismo de 8.2 grados en la escala de Richter, con epicentro en Tonalá Chiapas, y que tuvo afectaciones en diversas zonas del centro y sur del país.

Dicho sismo, que fuera el de mayor magnitud en los últimos 100 años, dejó como saldo más de 30 personas fallecidas, zonas severamente afectadas en la región del Istmo de Tehuantepec, Oaxaca, la emisión de declaratoria de zona de emergencia en 41 municipios de este Estado, como es el caso del municipio de Juchitán de Zaragoza, afectaciones en municipios de Chiapas como San Cristóbal de las Casas, Villa Flores, Pijijiapán y Jiquipilas, y un gran número de heridos y damnificados, además se estima que han ocurrido más de 130 réplicas del mismo.

La gravedad de la situación se incrementó cuando este 19 de septiembre, a 32 años de que se presentara en México el Terremoto de 1985, que marcara la historia nacional, nuestro país sufre nuevamente de un sismo, esta vez de 7.1 grados en la escala de Richter y con epicentro en los límites de Puebla y Morelos, causando derrumbes en al menos 40 edificios de la ciudad de México, más de 150 personas fallecidas y cientos de damnificados.

Si bien es cierto, podemos con orgullo afirmar que se han tomado acciones oportunas por parte de las autoridades de los distintos órdenes del gobierno y que hemos sido testigos de actos de solidaridad, que van desde donaciones de grandes empresas y grupos comerciales hasta voluntarios que ayudan a remover escombros y salvar vidas, la magnitud de la situación que embarga a cientos de mexicanos, hace imprescindible la colaboración de todas las autoridades y de todos los sectores de la población a efecto de mitigar esta problemática.

Así, quienes suscribimos el presente punto de acuerdo estamos convencidos de que los partidos políticos no pueden permanecer ajenos a lo que ocurre y que es su deber moral apoyar a las zonas afectadas en cuanto ello sea posible.

Mucho se ha discutido sobre la legalidad de que los partidos políticos puedan disponer del financiamiento público para fines distintos a los que enuncian la Ley General de Partidos Políticos y las demás disposiciones aplicables.

Al respecto, es necesario referir que si bien en principio las leyes electorales establecen que el financiamiento público de los partidos deberá destinarse al sostenimiento de actividades ordinarias permanentes, a gastos de campaña y a actividades específicas de interés público, como la capacitación política, la investigación y las tareas editoriales, ello no implica que no puedan buscarse vías y mecanismos legales, a efecto de que estos recursos puedan destinarse a apoyar a las mexicanas y mexicanos damnificados por estos fenómenos naturales.

En este sentido, el día de ayer el Partido Revolucionario Institucional emitió un comunicado oficial, a través de nuestro líder nacional Enrique Ochoa Reza, en el que anuncia que este instituto político renuncia al 25% del financiamiento anual, lo que se traduce a 258 millones 617 mil pesos, en apoyo a los damnificados.

En dicho documento, se refiere que ante la tragedia que ha afectado a nuestro país, el partido renuncia de inmediato a este porcentaje de su financiamiento público anual y exige que el monto se destine de forma inmediata, legal, transparente y apartidista, ello en una acción de solidaridad con los afectados de Chiapas, Oaxaca, Guerrero, Ciudad de México, Estado de México, Morelos, Puebla y Tlaxcala.

Asimismo,  el PRI demanda que el procedimiento se realice con estricto apego a la legalidad y que los recursos sean transferidos directamente a la Tesorería de la Federación, con la finalidad de que esta institución destine los fondos a las instancias encargadas de brindar apoyo a los damnificados.

Es necesario enfatizar, que este mecanismo es factible y legal. En este contexto, resulta oportuno señalar que el día de ayer por la noche el Instituto Nacional Electoral, dio a conocer a través de su Consejero Presidente, que había convocado a reuniones de trabajo a los representantes de los partidos políticos en las cuales la autoridad electoral comunicó que considera que sí existen mecanismos jurídicos viables para que puedan destinar los recursos que reciben del estado, a fin de apoyar a los damnificados por los sismos y que la autoridad electoral se coordinaría con las autoridades competentes para lograr la consecución de dicho fin.

En el mismo sentido, el Secretario de Hacienda y Crédito Público ha manifestado que es posible reasignar el financiamiento a los partidos políticos con la finalidad de enfrentar la emergencia por los sismos recientes, lo cual podría realizarse con cargo al presupuesto de este mismo año.

A consecuencia de lo expuesto, quienes suscribimos este punto de acuerdo  convencidos de que los partidos políticos deben ser sensibles a las demandas de los mexicanos, y que los damnificados de los sismos necesitan el apoyo de todos sin excepciones, es que estimamos oportuno invitar a los otros partidos políticos a que se sumen a la iniciativa del PRI de renunciar a un porcentaje de su financiamiento con este fin.

Del mismo modo, consideramos necesario experimentar otras rutas legales, a fin de brindar el mayor apoyo posible a las mexicanas y los mexicanos afectados, por lo que instamos al Instituto Electoral a que considere la posibilidad de destinar por única ocasión lo recabado por concepto de multas fijadas a los partidos políticos.

Dadas las consideraciones que anteceden, los integrantes del Grupo Parlamentario Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, suscribimos el siguiente: 

PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO.- Se solicita a los Partidos Políticos que se sumen a la iniciativa del Partido Revolucionario Institucional de apoyar con el 25% de su presupuesto a los damnificados de los sismos que se presentaron en los últimos días en diversos puntos de nuestro país.

SEGUNDO.- Se solicita al Instituto Nacional Electoral se analice la posibilidad de destinar por única ocasión lo recabado por concepto de multas a Partidos Políticos para el mismo fin.
ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 22 DE SEPTIEMBRE DE 2017

DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA A LOS PARTIDOS POLÍTICOS A QUE SE SUMEN A LA INICIATIVA DEL PRI DE APOYAR CON EL 25% DE SU PRESUPUESTO ANUAL A LOS DAMNIFICADOS DE LOS SISMOS QUE SE PRESENTARON LOS DÍAS SIETE Y DIECINUEVE DE SEPTIEMBRE DEL PRESENTE AÑO EN DIVERSOS PUNTOS DE NUESTRO PAÍS, ASÍ COMO DE SOLICITAR AL INE ANALIZAR LA POSIBILIDAD DE DESTINAR POR ÚNICA OCASIÓN LO RECABADO POR CONCEPTO DE MULTAS FIJADAS A PARTIDOS POLÍTICOS PARA EL MISMO FIN.

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES" DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, CON RELACIÓN A QUE ESTE H. CONGRESO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EXHORTE AL CONGRESO DE LA UNION Y AL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL A LEGISLAR Y REALIZAR LAS ACCIONES NECESARIAS PARA QUE GRAN PARTE DEL PRESUPUESTO DESTINADO A LAS ELECCIONES DEL 2018 SE REASIGNE PARA LA RECONSTRUCCION Y APOYO DE LOS DAMNIFICADOS POR LOS DESASTRES NATURALES RECIENTES  

Exposición de motivos: 

Recientemente el Consejo General del Instituto Nacional Electoral aprobó que los partidos políticos reciban 6 mil 788 millones de pesos el año próximo para sus gastos de campaña, una cifra histórica para una campaña electoral. 

Recientemente México ha sido golpeado por eventos naturales de potencial destrucción. 

Primeramente el 7 se septiembre del presente año sufrió el sur del país un sismo de 8.2 grados en la escala Richter, siendo los estados de Chiapas y Oaxaca los más afectados donde hasta el día 14 de septiembre se sumaban 63 mil 100 viviendas con daños parciales y totales. 

Simplemente en Chiapas se contabilizaron 50 mil 582 casas afectadas de las cuales casi 17 000 ameritaban demolición. Según el periódico Milenio el gobernador de esa entidad, Manuel Velasco informó que el censo de daños registraban casi un millón 500 mil personas damnificadas, es decir más de 350 mil familias. 

Por su parte Oaxaca arrojó casi 13 mil viviendas afectadas según la Secretaria de Desarrollo agrario de esa entidad. 

Hace dos días sufrió el centro del país otro sismo que causó muchos estragos en la Ciudad de México, Puebla y el estado de Morelos, terremoto con una intensidad de 7.1 grados Richter. 

Hasta el momento es difícil decir los daños y defunciones totales, ya que todavía hay edificios derrumbándose e incluso AHORA MISMO MIENTRAS NOSOTROS SESIONAMOS, hay todavía gente cooperando para sacar a otros de los escombros. 

La ayuda ha llegado de todos lados; incluso aquí en el Congreso del Estado estamos realizando una colecta gracias a la iniciativa de la Diputada Martha Garay; salgamos a las calles y vemos en cada esquina, en cada escuela, negocio, Centros de acopio para ayudar.

 La unión del país está más presente que nunca y los ciudadanos reclaman y exigen el ¿Por qué los partidos políticos no asignan parte de su presupuesto de campaña del próximo año para apoyar a las personas necesitadas?

Nosotros sabemos que eso se tiene que legislar, pero no tenemos competencia para ello, eso lo necesitan ver los diputados que nos representan en el Congreso de la Unión, el Instituto Nacional Electoral y en ellos está agilizar el trámite para que la ayuda llegue lo antes posible. 

Vamos a exigir al Congreso Federal y al INE para que se logre lo que la ciudadanía quiere. Tanto el Congreso de la Unión como el Instituto están hoy mismo obligados y en ellos recae la responsabilidad de poder brindar parte del dinero de campañas a las personas damnificadas. 

Como Congreso Local vamos a exigir esta petición ciudadana a ellos.

Hay personas que sus casas terminaron con grietas y muy desacomodadas pero habitables; hay otras personas que lo han perdido prácticamente todo. Han perdido su casa, su escuela, trabajo, hay personas que han perdido familiares con estos acontecimientos.

NUEVA ALIANZA se han pronunciado a favor de destinarse los recursos que se entregan a los partidos y campañas para los damnificados en el sismo en voz de nuestro presiente Luis Castro Obregón que citándolo menciona:

“No somos ciegos o sordos a lo que ha circulado en redes en referencia a que se reduzcan los gastos de campaña con el fin de que dichos recursos se ofrezcan a la reconstrucción. Estamos de acuerdo en ello” 

Como Congreso los invito a votar a favor para exhortar el Congreso de la Unión y al Instituto Nacional Electoral para que legislen y realicen las acciones necesarias para asignar gran parte del presupuesto del próximo año para las personas que más lo necesitan.

Recordemos que somos diputados, estamos aquí para representar a los ciudadanos y ellos son los que nos exigen esta petición; es preferible asignar dinero a todas esas personas que tanto lo necesitan a llenarnos de espectaculares y spots televisivos inservibles el próximo año.

Para concluir término citando a mi presidente de partido Luis Castro Obregón:

“Es el momento de la sociedad y no de los políticos, estamos de acuerdo con la petición de asignar el presupuesto a la sociedad afectada; estableceremos mecanismos que permitan aportar recursos a la reconstrucción”

ES EL MOMENTO DE LA SOCIEDAD Y NO DE LOS POLITICOS

Es por estas razones pongo a consideración de esta honorable asamblea la siguiente proposición con Punto de Acuerdo la cual solicito sea considerada de urgente y obvia resolución con fundamento en lo dispuesto por los artículos del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

PRIMERO.- EXHORTE AL CONGRESO DE LA UNION Y AL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL A LEGISLAR Y REALIZAR LAS ACCIONES NECESARIAS PARA QUE GRAN PARTE DEL PRESUPUESTO DESTINADO A LAS ELECCIONES DEL 2018 SE REASIGNE PARA LA RECONSTRUCCION Y APOYO DE LOS DAMNIFICADOS POR LOS DESASTRES NATURALES RECIENTES  

SALTILLO COAHUILA DE ZARAGOZA, A 22 DE SEPTIEMBRE DEL 2017

ATENTAMENTE

DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ

POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, DE URGENTE U OBVIA RESOLUCIÓN, QUE PRESENTA EL DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRIQUEZ”, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO, MEDIANTE EL CUAL SE EXHORTA A LAS ALCALDESAS Y ALCALDES ELECTOS PARA EL PERIODO CONSTITUCIONAL 2018-2019 A NO RENUNCIAR A SUS CARGOS A FIN DEBUSCAR LA REELECCIÓN.

H. CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA:

P R E S E N T E.-

Quien suscribe, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henriquez”, del Partido Verde Ecologista de México en la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 21, fracción VI, 179, 180, 181 y 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, pone a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, de urgente u obvia resolución, a razón de las siguientes:
CONSIDERACIONES

En días pasados, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 50/2017, en la cual se estudió la constitucionalidad de diversas disposiciones de la Ley Electoral del estado de Yucatán. 

Dentro de los preceptos objeto de la revisión y análisis, se encontraban diversas disposiciones referentes al tema de la relección, así, con respecto al artículo 218 de la referida la Ley, el Supremo Tribunal avaló la fracción que establece que los diputados propietarios o suplentes podrán ser reelectos para el período inmediato sin requerir licencia para separarse del cargo, en contraste, la Corte invalidó la obligación de separarse del cargo 120 días antes de las elecciones, que la misma norma establecía para la presidencia de la Junta de Gobierno y Coordinación Política del Congreso local, así como para todos los integrantes de los ayuntamientos; es decir, alcaldes, regidores y síndicos.

Este fallo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha provocado confusión e inquietud en actores políticos y en la opinión publica de todo el país y por supuesto de nuestro Estado. A consecuencia de ello, en las últimas semanas hemos podido ver distintas columnas que dan por hecho la posibilidad de que quienes fueron electos como alcaldesas y alcaldes en los pasados comicios del 4 de junio en nuestra entidad federativa podrán relegirse sin separarse del cargo.

En este contexto, se hace particularmente necesario aclarar que la sentencia aludida no tiene efectos generales, lo anterior de conformidad a lo previsto en la fracción IV del artículo 41, relativa al contenido de las sentencias, al artículo 42 y al artículo 72 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dicen:

Las sentencias deberán contener:

I. a III. … 

“IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada;”
ARTICULO 42. Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de los Estados o de los Municipios impugnadas por la Federación, de los Municipios impugnadas por los Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) de la fracción I del artículo 105 constitucional, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos.
En aquellas controversias respecto de normas generales en que no se alcance la votación mencionada en el párrafo anterior, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia declarará desestimadas dichas controversias. En estos casos no será aplicable lo dispuesto en el artículo siguiente.
En todos los demás casos las resoluciones tendrán efectos únicamente respecto de las partes en la controversia.
ARTICULO 72. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, si fueren aprobadas por cuando menos ocho votos. Si no se aprobaran por la mayoría indicada, el Tribunal Pleno desestimará la acción ejercitada y ordenará el archivo del asunto.

En este sentido, y toda vez que el Código Electoral del Estado de Coahuila y la Ley Electoral del Estado de Yucatán tienen la misma jerarquía normativa y ámbitos de validez distintos, resulta totalmente inadecuado presumir que con este fallo se abre la posibilidad de la relección sin separación del cargo en Coahuila, puesto que la validez de nuestra legislación no se vio comprometida a partir de la resolución citada.

En este orden de ideas, me parece de suma importancia invitar a los actores políticos, a que tomen en consideración las situaciones particulares que se prevén en la legislación electoral del estado, entre las cuales destaca que por única ocasión las alcaldías tendrán una duración de un año a efecto de homologar el calendario electoral con lo dispuesto en las leyes generales en la materia.

Así, tomando en consideración lo anterior, y dado que buscar su relección implicaría renunciar al cargo a unos días de haber tomado la protesta de ley, considero necesario retomar el sentir de la ciudadanía, que estima poco responsable que los representantes populares no terminen el periodo constitucional para el que fueron electos a fin de buscar otro cargo, dejando inconcluso su proyecto de gobierno.

En atención hasta lo aquí referido, es que estimo pertinente hacer un llamado a las alcaldesas y alcaldes electos el pasado 4 de junio, a que respondan a la confianza de la ciudadanía que los eligió como representantes, dejen a un lado sus intereses particulares y ejerzan con probidad su cargo hasta terminar el periodo constitucional.

Dadas las consideraciones que anteceden, suscribo el siguiente: 

PUNTO DE ACUERDO 

ÚNICO.- Se exhorta a las alcaldesas y alcaldes electos para el periodo constitucional 2018-2019 a no renunciar a sus cargos a fin de buscar la reelección.
ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 22 DE SEPTIEMBRE DE 2017

DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA

DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “GRAL. JOSÉ MARIO MOLINA PASQUÉL Y HENRIQUEZ”, 

DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO.

PROPUESTA DE ACUERDO SUSCRITA POR LOS INTEGRANTES DE LA JUNTA DE GOBIERNO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA LA INTEGRACIÓN DE COMISIONES DICTAMINADORAS PERMANENTES Y ESPECIALES, ASÍ COMO DE COMITÉS, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 64 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO EN LOS ARTÍCULOS 27, 72, 76, 77, 86, 87, 239, Y DEMÁS RELATIVOS  DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA, CONFORME A LO SIGUIENTE:  

ÚNICO.- Se declaran legal y formalmente integradas las Comisiones Dictaminadoras Permanentes y Especiales, así como Comités de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en la siguiente forma:

COMISIONES DICTAMINADORAS PERMANENTES:

Reglamentos y Prácticas Parlamentarias: 

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar. (Coordinadora) 

Dip. Verónica Martínez García. (Secretaria) 

Dip. José María Fraustro Siller. 

Dip. Sergio Garza Castillo. 

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza. 

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga. 

Dip. Jesús de León Tello. 

Dip. Lariza Montiel Luis. 

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. 

Dip. Leonel Contreras Pámanes. 

Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia: 

Dip. José María Fraustro Siller. (Coordinador) 

Dip. Georgina Cano Torralva. (Secretario).

Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre.

Dip. Jesús de León Tello. 

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. 

Finanzas: 

Dip. Antonio Nerio Maltos. (Coordinador) 

Dip. Javier Díaz González. (Secretario) 

Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. 

Dip. Verónica Martínez García. 

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. 

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza. 

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren.

Hacienda: 
Dip. Luis Gurza Jaidar. (Coordinador). 

Dip. Melchor Sánchez de la Fuente. (Secretario) 

Dip. Sergio Garza Castillo. 

Dip. José María Fraustro Siller. 

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar. 

Dip. Javier Díaz González.

Dip. Lariza Monitel Luis.

Presupuesto: 

Dip. Javier Díaz González. (Coordinador) 

Dip. Shamir Fernández Hernández. (Secretario) 

Dip. Jesús de León Tello. 

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. 

Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. 

Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública: 

Dip. Antonio Nerio Maltos. (Coordinador) 

Dip. María del Socorro Lozano Dávila (Secretaria) 

Dip. Lariza Monitel Luis.

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren. 

Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre.

Dip. Sergio Garza Castillo. 

Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo: 

Dip. Melchor Sánchez de la Fuente. (Coordinador) 

Dip. Luis Gurza Jaidar. (Secretario) 

Dip. José Armando Pruneda Valdez. 

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza. 

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren. 

Desarrollo Social: 

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. (Coordinadora) 

Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. (Secretaria) 

Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. 

Dip. Shamir Fernández Hernández. 

Dip. José Ricardo Saldívar Vaquera. 

Educación, Cultura y Actividades Cívicas: 

Dip. Jesús de León Tello. (Coordinador) 

Dip. José María Fraustro Siller. (Secretario) 

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. 

Dip. Graciela Trueba Carrillo. 

Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre.

Desarrollo Rural: 

Dip. Leonel Contreras Pámanes. (Coordinador) 

Dip. Graciela Trueba Carrillo. (Secretaria) 

Dip. José Ricardo Saldívar Vaquera. 

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren. 

Dip. José Armando Pruneda Valdez. 

Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte: 

Dip. José Ricardo Saldívar Vaquera. (Coordinador) 

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Secretaria) 

Dip. Antonio Nerio Maltos. 

Dip. María del Socorro Lozano Dávila. 

Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras.

Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua: 

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza. (Coordinador) 

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga. (Secretaria) 

Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. 

Dip. Lariza Montiel Luis.

Dip. Graciela Trueba Carrillo.

Deporte y Juventud: 

Dip. José Armando Pruneda Valdez. (Coordinador) 

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza. (Secretario) 

Dip. Javier Díaz González.

Dip. Georgina Cano Torralva. 

Dip. María del Socorro Lozano Dávila.

Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas: 

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Coordinadora) 

Dip. José Ricardo Saldívar Vaquera. (Secretario) 

Dip. Leonel Contreras Pámanes.

Dip. Luis Gurza Jaidar. 

Dip. Georgina Cano Torralva.

Igualdad y No Discriminación: 

Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. (Coordinadora) 

Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. (Secretaria) 

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. 

Dip. Shamir Fernández Hernández. 

Dip. Leonel Contreras Pámanes.

Defensa de los Derechos Humanos: 

Dip. Georgina Cano Torralva. (Coordinadora) 

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar. (Secretaria) 

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. 

Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre.

Dip. Jesús de León Tello. 

Trabajo y Previsión Social: 

Dip. Sergio Garza Castillo. (Coordinador) 

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga. (Secretaria) 

Dip. José Armando Pruneda Valdez. 

Dip. Melchor Sánchez de la Fuente. 

Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. 

Seguridad Pública: 

Dip. Shamir Fernández Hernández. (Coordinador) 

Dip. Jesús de León Tello. (Secretario) 

Dip. Graciela Trueba Carrillo.

Dip. Verónica Martínez García. 

Dip. María del Socorro Lozano Dávila.

Ciencia y Tecnología: 

Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. (Coordinadora) 

Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre. (Secretario) 

Dip. Verónica Martínez García. 

Dip. Javier Díaz González.

Dip. Leonel Contreras Pámanes.

Asuntos Fronterizos: 

Dip. Lariza Montiel Luis. (Coordinadora) 

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren. (Secretaria) 

Dip. Georgina Cano Torralva.

Dip. Melchor Sánchez de la Fuente. 

Dip. Sergio Garza Castillo. 

Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad:

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Coordinadora) 

Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. (Secretaria) 

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar. 

Dip. Graciela Trueba Carrillo.

Energía, Minería e Hidrocarburos: 

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren. (Coordinadora) 

Dip. Lariza Montiel Luis. (Secretaria) 

Dip. José María Fraustro Siller. 

Dip. Antonio Nerio Maltos. 

Dip. Javier Díaz González.

Dip. Sergio Garza Castillo. 

Transparencia y Acceso a la Información: 

Dip. Luis Gurza Jaidar. (Coordinador) 

Dip. Leonel Contreras Pámanes. (Secretario) 

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.  

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. 

Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras.

Instructora de Juicio Político y de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal: 

Dip. José María Fraustro Siller. (Coordinador) 

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar. (Secretaria) 

Dip. Shamir Fernández Hernández. 

Dip. Graciela Trueba Carrillo.

Dip. José Ricardo Saldívar Vaquera.

COMITÉS:

Adquisiciones: 

Dip. Antonio Nerio Maltos. (Presidente) 

Dip. Javier Díaz González. (Secretario) 

Dip. Shamir Fernández Hernández. (Vocal) 

Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. (Vocal) 

Dip. Verónica Martínez García. (Vocal) 

Editorial: 

Dip. Luis Gurza Jaidar. (Presidente) 

Dip. Lariza Montiel Luis. (Secretaria) 

Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. (Vocal) 

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. (Vocal) 

Dip. Melchor Sánchez de la Fuente. (Vocal) 

Administración Presupuestal: 

Dip. Melchor Sánchez de la Fuente. (Presidente) 

Dip. José María Fraustro Siller (Secretario) 

Dip. Luis Gurza Jaidar. (Vocal) 

Dip. Antonio Nerio Maltos. (Vocal) 

Dip. Leonel Contreras Pámanes. (Vocal) 

Dip. Sergio Garza Castillo. 

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza. 

Dip. José Armando Pruneda Valdez. 

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar. 

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. 

Gestoría y Quejas: 

Dip. María del Socorro Lozano Dávila. (Presidenta) 

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza. (Secretario) 

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Vocal) 

Dip. José Ricardo Saldívar Vaquera. (Vocal) 

Seguimiento de Acuerdos: 

Dip. José Armando Pruneda Valdez. (Presidente) 

Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre. (Secretario) 

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga. (Vocal) 

Dip. Georgina Cano Torralva. (Vocal)

COMISIONES ESPECIALES:

Comisión para el análisis del impacto de la deuda pública contraída en el período constitucional 2005-2011 del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, integrada por las Diputadas y Diputados:

Dip. Antonio Nerio Maltos. (Coordinador)

Dip. Verónica Martínez García. (Secretaria)

Dip. José María Fraustro Siller.

Dip. Lariza Montiel Luis.

Dip. Sergio Garza Castillo.

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar.

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.

Dip. Javier Díaz González.

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren.

Dip. Luis Gurza Jaidar.

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.

Comisión para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes:

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Coordinador)

Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. (Secretaria)

Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.

Dip. Georgina Cano Torralva.

Dip. Irma Leticia Cataño Orozco.

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar.

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren.

Dip. María del Socorro Lozano Dávila.

Comisión encargada de la armonización de nuestra Legislación Estatal con la Federal, en materia Político-Electoral:

Dip. José María Fraustro Siller. (Coordinador)

Dip. Georgina Cano Torralva. (Secretaria)

Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre.

Dip. Jesús de León Tello.

Dip. Sergio Garza Castillo.

Dip. Leonel Contreras Pámanes.

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar.

Dip. Verónica Martínez García.
Dip. Javier Díaz González.

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren.

Dip. Antonio Nerio Maltos.

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena.

Comisión para el análisis de la Industria del Carbón, en la Región Carbonífera y otros Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, integrada por las Diputadas y Diputados:

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren. (Coordinadora)

Dip. José Armando Pruneda Valdez. (Secretario)

Dip. Antonio Nerio Maltos.

Dip. Leonel Contreras Pámanes.

Dip. Sergio Garza Castillo.

Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar.

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.

Dip. José María Fraustro Siller.

Dip. Graciela Trueba Carrillo.
Dip. María del Socorro Lozano Dávila.
Dip. Melchor Sánchez de la Fuente.

Dip. Javier Díaz González.
Comisión encargada de investigar las posibles irregularidades financieras suscritas en el Ayuntamiento de Saltillo, integrada por las Diputadas y Diputados:

Dip. Luis Gurza Jaidar. (Coordinador)

Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre. (Secretario)

Dip. José María Fraustro Siller 

Dip. Lariza Montiel Luis.

Dip. Sergio Garza Castillo.

Dip. Leonel Contreras Pámanes.
Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.

Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.

Dip. Claudia Elisa Morales Salazar.

Dip. María del Socorro Lozano Dávila.
Dip. Antonio Nerio Maltos.

Dip. Martha Carolina Morales Iribarren.

Dip. Martha Hortensia Garay Cadena.

Así lo acuerdan los integrantes de la Junta de Gobierno de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 22 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

POR LA JUNTA DE GOBIERNO

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

(PRESIDENTE)

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO.

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES.

DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.

DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

PRONUNCIAMIENTO PRESENTADO POR LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA Y LA DIPUTADA MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA, “CON MOTIVO DEL RECIENTE SISMO QUE AFECTÓ LOS ESTADOS DE MORELOS, PUEBLA, GUERRERO Y LA CIUDAD DE MÉXICO ”.

Compañeras y Compañeros Diputados.

El pasado martes, mientras cumplíamos nuestra labor legislativa con el desarrollo de la Séptima Sesión Ordinaria, nos enteramos con sorpresa y suma tristeza, que justo a las 13 horas con 14 minutos, se registró un sismo con epicentro localizado a 12 kilómetros al sureste de Axochiapan, afectando a los estados de Puebla, Guerreo y la Ciudad de México.

Justo el mismo día en que se cumplían 32 años de la mayor desgracia en la historia reciente de nuestro país, otro terremoto nos sacude y pone a prueba nuestra entereza.

Una impresionante y lamentable coincidencia, en la que más de 200 personas han han perdido la vida y decenas de edificios han quedado reducidos a escombros. 

Todavía nos encontrábamos recolecatando ayuda para los estados de Chiapas y Oaxaca que 12 días antes habían sido golpeados por otro terremoto, cuando vuelve a suceder.

Sabemos que el Presidente Peña viajaba hacia esa zona cuando tuvo que regresar para enfrentar esta nueva catástrofe. Ahora, el reto se multiplica para el Estado Mexicano.

No hay palabras para describir esta tragedia. 

Es imposible explicar las imágenes que circulaban en las redes sociales y en los noticieros nacionales, edificios desplomandose, caos y personas en angustia extrema tratando de poner su vida a salvo.

Pero lo que si podemos relatar, es la admirable unidad, solidaridad y generosidad con la que miles de mexicanos respondieron a esta emergencia. 

Miles de héroes anónimos que sin importarles nada, han permanecido durante todos los días dado su tiempo y su entrega, a quienes más lo necesitan; héroes que han salvado vidas y no piensan en otra cosa que seguir dando esta oportunidad.

Hay que decirlo con orgullo, tenemos un gran ejemplo de unidad en el que autoridades; el Ejército; la Marina; la Policía Federal; los llamados “Topos”; los cuerpos de protección civil, y los habitantes de todas las zonas cercanas, acudieron de inmediato para iniciaron las labores de rescate.

Esto es México, un país que se sabe entregar y sabe unirse en la adversidad.

Los mexicanos estamos hechos de buena madera y vamos a salir adelante, lo hemos demostrado muchas veces, y ésta, no será la excepción. 

Desde aquí invitamos a toda la ciudadanía para seguir unidos y enviar apoyos a la Ciudad de México y los Estados afectados. La vida es irrecuperable, la pérdida de un ser querido no podrá sanar, pero entre todas y todos, poniendo cada quien nuestro granito de arena, podemos ayudar a construir, nuevas oportunidades para esas familias que lo han pedido todo. 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, 22 DE SEPTIEMBRE DE 2017

DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

“GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”,

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

	DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE AL PRONUNCIAMIENTO “CON MOTIVO DEL RECIENTE SISMO QUE AFECTÓ LOS ESTADOS DE MORELOS, PUEBLA, GUERRERO Y LA CIUDAD DE MÉXICO ”.
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